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los Edtados-Unidod/ y podemos asQgurar que no 
aventajan á este en claridad y buen método. 

Los Sred. Velasco Bus y Ortega han hecho una 
obra útil que va á prestar interesantes servicios á la 
enseñanza, y que aun siendo un trabajo modesto^ 
es iyi antecedente honrosísimo de su juventud, que 
más tarde tomará en cuenta la gratitud nacional. 
Las generaciones que hoy se educan, les deberán 
en ^axte sus ideas, sus convicciones, y la Patria, 
tal vez, grandes y nobles servicios prestados por 
los hombres del porvenir. 

Ignacio M. Altamirano, 
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PROLOGO DE LA 2? EDICIÓN 



Acogida favorablemente por el público y particu- 
larmente por los profesores de instrucción primaria, 
la primera edición de este pequeño trabajo, y ago- 
tada ya, nos decidimos á hacer una segunda, procu- 
rando corregir los defectos de la anterior y dar mayor 
claridad y concisión á las e:(plicaciones de los artícu- 
los constitucionales, procurando siempre detenernos 
más y explicar con mayor extensión todos los relativos 
á deberes y derechos del hombre y del ciudadano, 
pues dado el objeto de este libro, son los que de pre- 
lerencia deben inculcarse al alumno. 

Además, contiene ahora todas las adiciones y re- 
formas de la Constitución inclusive la de los arts* 
124, 78 y 109, promulgadas á ñnes del año pasado 
y á principios del presente, j un índice (]|[ue podrá 
servir al profesor como cuestionario para interrogar 
á los alumnos. 

De acuerdo con los métodos pedagógicos adopta- 
dos hoy, que procuran el desarrollo armónico de. las 
facultades del niño, evitamos en él la forma de ca- 
tecismo para impedir que el alumno sólo repita de 
memoria é inconscientemente aquello que aun no ha 
comprendido. 

Dedicado á la enseñanza elemental, en nuestro 
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trabajo omitimos la explicación de artículos que en* 
cierran prescripciones meramente jurídicas, y que 
sería imposible hacer comprender sin conocimientos 
especiales del Derecho: sin embargo, para que los 
profesores si lo creyeren conveniente amplíen sus 
explicaciones en cuanto es posible, citamos en al- 
gunas notas las disposiciones legales más importan- 
tes, en relación con el artículo ó artículos constitu- 
cionales de que se trata. 

Repetimos ahora lo que decíamos en la edición 
anterior: no es este un tratado de Derecho Consti- 
tucional; es un conjunto de las nociones más ele- 
mentales que debe saber todo mexicano, para hacer 
respetar sus derechos y cumplir con sus obligaciones. 
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I. El hombre no puede vivir aislado, porqiio ne-;^ 
cesita del auxilio de sus semejantes para satisfacer 
SU3 necesidades físicas y morales, y para procurax 
su perfeccionamieato. 

II. Keunido con los demás hombres experimenta, 
goces. físicos é iutélectuales, disminuye sus padecí-, 
míen tos y perfecciona su inteligencia. 

III. Para conseguir estos fines en todos y cada 
uno de los hombres y evitar que prevalezca, cpmo 
sucede en el estado salvaje, lá voluntad del más fuer- 
te, es indispensable que verifique ó se absten^ de 
ejecutar ciertas acciones que pudieran perjudicará 
los demás, con objeto de obtener de ellos el mismo 
sacrificio. 

IV. Estas uecesidades.de hacer ó de no hacer, se 
conocen con el nombre de obligaciones 6 ¿(éberes y 
se llama derecho á la facultad que tenemos de exi- 
gir de los demás el cumplimiento de estas obliga- 
ciones. 

V. De donde se infiere, que de toda obligación 
nace vin derecho correspondiente; de manera que 
jfara obtener imo de estos, se necesita crear uña de 
aquellas, 

, YL La reunión de individuos con los objetos indi: 
cados, constituye una 8ociéda^ 



VIL En todas las sociedades existen conflictos 
entre sus miembros, debido á que el hombre se cree 
siempre con un número de derechos mayor que el 
de las obligaciones con que debe adquirirlos. 

De aquí la necesidad de establecer una autori- 
dad superior, cuyo objeto es procurar el orden y la 
seguridad de los asociados, que es á lo que se llama 
Gobierno. 

VIIL Los principios que determinan la formación 
y^ organización del Gpbierno de un país y sus rela- 
.cionés con el J)uéblo, es lo que podemos Jlamar De- 
recho ConstítucionaL 

IX. El conjuiító de leyes y costumbres basadas 
en estos principios y aplicadas ^determinada Na- 
ción, forman su ^^Constitución Política, ^f 
' X. Cada sociedad que ocupa determÍDa*do terri- 
torio, que habla el mismo lenguaje y está sujet$. á 
un Solo Gobierno por leyes comunes, es lo que se 
llama Nación ó Estadoi 

XL La Nación en que vivimos se conoce con el 
nombre de "Estados Unidos Mexicanos^ ó ^^Repú- 
blica Meodcana, w 

XII. El estudio elemental de las nociones más 
sencillas del **Derecho Constitucional Mexicano" ó 
sea de la ley común por que se rige nuestra patria, 
que es la ^^ComtítiwiSn de 1857,u será el objeto de 
este Tratado. 

XIII. La libertad, la igualdad, la seguridad y 
Iskpropiedad, son los más sagrados derechos del hom- 
bre. 

XIV. La libertad, fuente de todos los demás de- 
rechos, nos autoriza para ejecutar todos los actos 
que convengan á nuestros intereses, siempre que con 

-ellos no perjudiquemos á los deniás 6 impidamos qm 
^erzan á $u vez esta facultad. 



1 



XV. La igualdad nos hace gozar á todos de las 
mismas firanquicias y soportar iguales cargas; U- 
niendo en cuenta la^ cH/erencias de moraiidadj ap- 
titud^ inteligencia^ honradez y educación que cUs- 
tinguen y deben distinguir unos de otros^ á los 
hombres en sociedad. 

XVI. La seguridad es la protección* que se nos 
concede para disfrutar de todos los derechos, siempre 
que con eüos no ataquemos los de los demás, 

XVII. La propi^Uid es la &cultad de usar, dis- 
frutar y disponer de las cosas que legítimamente 
nos pertenecen, con exclusión de cualquier otro in- 
dividuo cuando no perjudiquemos con esto el dere- 
cho de los demás, 

XVIII. El reconocimiento y reglamentación de 
los derechos basados encestes principios, forman el 
objeto de la Constitución Política de 5 de Febrero 
de 1857, 

XIX. El límite del ejercicio de todos nuestros 
derechos es el respeto al derecho ageno; donde co- 
mienza este,' termina aquél. 



^oirsa^iTtroioír apolítica 



wt. 



LA REPÚBLICA M:EXICANA 



TITULO PRIMERO: 

S£CCIOK I. . 

DE LOS DESECHOS DEL HOHBBE* 

1/ 

1. — Existen teorías erróneas sobre el estableci- 
miento, forma y objeto de los gobiernos. Por muchos 
siglos se creyó, y se cree aún, en algunos pueblos, 
que se hereda el derecho de gobernar ó que se tiene 
debido á un privilegio de raza ó á cierta predesti- 
nación divina, y en tiempos más remotos todavía, 
se consideraba á los pueblos como patrimonio de sus 
gobernantes. 

Estas teorías no atribuyen al honibre su verdade- 
ro carácter ni lo ponen en circunstancias propicias 
para su desarrollo y perfeccionamiento, sino que por 
el contrario, lo colocaban en la situación de esclavo 
ó subdito de sus gobernantes y señores, y los pocos 
derechos de que podía disfrutar, así como el limita- 
do ejercicio de su libre albedrío, se consideraban co- 
mo mercedes ó privilegios otorgados por sus reyes 
y emperadores, . 



2. — El progreso de la civilización, y el adelanto 
de la filosofía que echaron por tierra é hicieron in- 
dignas de toda discusión estas bárbaras é inicuas 
teorías, han venido enseñando al hombre su verda- 
dera posición en la sociedad, así como el objeto á 
que debe tender el poder público. 

3. — Antes el hombre era nada y la sockdad lo 
era todo; hoy la sociedad no es más que el medio 
para el mejor cumplimiento del destino del hombre; 
antes el gobernante era el amo y señor del pueblo, 
hoy es el delegado de éste; antes el pueblo se for- 
maba de subditos^ hoy de ciudadanos. 

4. — Los constituyentes, fieles intérpretes do la 
opinión pública, y colocados á la altura de los ade* 
lautos poUticos de la época, manifestaron en el pri^» 
mer articuló de la obra cuya formación les fué en^ 
comandada, que: 

Artículo 1^ — ''El pueblo méxtctino reco- 

unoe que los tereckos del bombre son la 
base f objeto de las instituciones sociales." 

5.7-Esta manifestación, á la vez que da á conocer 
el objeto del poder público, enseña el papel que des- 
empeña el hombre en sociedad. 

Conforme á nuestra Constitución, fina sociedad 
é-un pueblo ni da ni puede crear esos derechos que 
proceden de la naturaleza del hombre, y son preexis- 
tentes á toda sociedad; por esa razón se dice que el 
pueblo mexicano reconoce y no establece ó declara 
que los derechos del hombre son la base y objeto de 
las instituciones sociales; pues de otro modo queda- 
ría á merced de las autoridades y dejólos legislado- 
res el reconocimiento ó desconocimiento de estos 
derechos, 
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6« — ^Las ínfitituciüiies sociales, establecidas para 
el.provecho y mayor felicidad de los individuos, no 
serán eficaces en tanto qne no tengan por base y obr- 
jeto éstos mismas derechos indispensables á todo 
hombre para encontrar su bienestar. 

7. — Preciso es no confundir estos derechos que 
sd llaman del hombb£, porque derivan de su mis- 
ma naturaleza, con los derechos civiles y políticos^ 
que conceden los legisladores en cada Nación, ex* 
elusivamente á los individuos que la forman. 

Los derechos á que nos referimos aquí son los 
(\i\Q pertenecen al hombre independientemente de su 
edad, de su estado y de su nacionalidad; aquellos 
que le son esencialmente indispensables para su cop* 
servación, desarrollo y perfeccionamiento, tales son 
la libertad, la igualdad^ la seguridad y la propiedad. 

8. — Para hacer efectivo el principio consignado eu 
la primera parte de este artículo, concluye diciendo: 

^^En cwBsecncoieia deelaria^ qne todas las 
leyes y todas las autoridades del país^ de- 
ben respetar y sostener las garantías que 
otorira la presente ConstitucÍóii«?' 

Declaración ciarse y natural que no necesita eu 
realidad expiicación ninguna; pues siendo el poiler 
público una de las principales instituciones sociales, 
y ejerciéndose y manifestándose por medio de las 
autoridades y leyes procedentes de aquel, unas y 
otras deben tener por ba^ y objeto los derechos del 
^omhrú, y. por consiguiente, la obligación de rsápetar 
y sostener las garantías que á su vez protejen esos 
dereclios, . . 

9. — Para h&cor ¿ su vez efectivo cada uno de los de- 
rechos mencionados, uuestra ley fundameatal ha^- 



tablecidd diferentes medios que con el nombre de 
garantías individualeB sirven para proteger al indi* 
viduo contra los ataques injustos de sus enemigos 
y aun contra los de la autoridad, pues la primera 
obligación de ésta esr sostener y respetar los dere- 
chos del hombre dentro de sus justos limites. 

Los veintisiete artículos siguientes detallan esas 
garantíase 

10.— Artículo 2°.— "En In República to* 
dos nsicen libres. I^os esclavos que pisen el 
territorio nacional, recobran por ese so* 
lo liecHo sil libertad y tienen derecho a la 
protección de las leyes.'^ 

Este artículo garantiza la libertad del hombre de 
una manera general contra los ataques y vejaciones 
que produce lá esclavitud. 

11. — ^Antiguamente el derecho de gentes partici* 
paba de la barbarie de los hombres y en las guerras 
los vencedores tenían derecho de matar á los ven- 
cidos. 

La esclavitud modificó esta bárbara costumbre ha" 
ciendo que los vencidos escapasen de la muerte, con 
pérdida de su libertad, sometiéndose por toda la vi- 
da á la voluntad y capricho del vencedor. 

Entre otras causas, el cristianismo influyó prínci* 
pálmente dulcificando el derecho de guerra, y des- 
terró para siempre esa costumbre indigna del hombre 
civilizado. 

12. — Sin j^mbargo, arraigada profundamente en 
el ánimo de los hombres lá idea de la esclavitud y 
conviniendo á sus intereses pecuniarios conservarla, 
en algittOí^iMiiBá; civükados subsistió por mucho 
úewfo ymdjmU rón^ m>]to€OHii)bdaB»afiei^ta pa*» 



s 

ra los vencidos, sino como un abuso de los eilein6¡Dto8 
intelectuales y físicos de la raza blanca para aumon* 
tar sus capitales, apropiándose al hombre mediante 
cierto precio, contra su voluntad, y haciéndolo, ser^ 
vir sin ninguna retribución por- toda su vida. 

Las ideas nacidas de la Eevolución Francesaj In- 
glaterra con su poderosa influencia política y últi- 
mamente la Guerra separatista de los Estados Uni- 
dos del Norte, han contribuido poderosamente para 
desterrar la esclavitud del mundo civilizado. 

13.— Mésioo tiene la gloria de haber sido una d^ 
las primeras Naciones (jue la desterrsuron de su te- 
rritorio: después de vanas tentativas, que comen- 
zaron desde la insurrección de 1810, por la ley 
de 3 de Abril de 1837, ^uedó definitivamente rele- 
gada al dominio de la historia en laJ^pública Me- 
xicana. 

Reciente aún su abolición y viviendo todavía per* 
sonas que con ella experimentaron fuertes pérdidas 
en sus intereses, era necesaria la declaración que con* 
tiene la primera parte del artículo que nos-ocupa. 

Como se trata de garantizar un derecho del hom- 
bre, se tiene que extender no sólo á Ios-ciudadanos, 
sino á todo ser humano que se encuentre en estado 
de esclavitud. 

Para mayor firmeza de esta garantía, el art. 15 

probibe que se eeleMen tratados con las po- 
tencias extranjeras por los que se obligue la 
naeión á hacer la extradición ó entrega 
de reos que liayan tenido la condición de 

esclavos en el lugar donde coiptetieron el 
delito. 

14.— Artíoulo 3?— <^Xiaéii8eftiKMa«tlibre« 
Xift loF AeUmaAjauxáiftaé pfaÍé9Úme$ npce* 
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flitiin tíéalopara va etctdtia^ y con aa¿ re- 
quMtfMB se de^ien expedir «?' (1) 

La libertad de enseñanza es de los más nobles y 
esenciales derechos del hombre. Ella le pone en es- 
fado de escoger los medios más apropiados para el 
desarrollo de su inteligencia y el aumento de sus 
conocimientos. 

Cada individuo nace cotí dírersas aptitudes físi- 
cas é intelectuales y puede y debe escoger entre las 
ciencias ó artes aquellas que creyere más útiles 6 
más adecuadas á su manera de ser. Igualmente es 
libra para aprender por los métodos ó sistemas que 
crea) más fí^eiles, más lógicos y más racionales; é im- 
pédfrle) éstos actos sería tainto como prohibirle su 
desarrollo fteioo é inteleetualj 

1 5. — Las derechos del hombre no se deben tomar 
de una manera absoluta é ilimitada. El hombre, en 
cambio de las garantías que le otórgala sociedad, 
contrae ciertas obligaciones. 

Su ejercicio debe ser relativamamente libré deii- 
tro de los límites que señalan la extensión de los 
derechos de los demás; ó como dice el Sr. Lozano, (2) 
^'el derecho propio acaba donde comienza el d^echa 
affeno.** 

. Par^r evitar que ci^alquiera pudiese darse por sí 
solo un título científico, con lo que correrían riesgo la 
vida é intereses de los demás, una ley determinará 
qué profesiones necesitan título expedido por el Go- 
bierno y los requisitos que deben llenarse para ob- 
tenerlo. 

(I). Aun no se ha expedido esa ley por el Congreso de It^ 
XJniéüttv 
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IB.—AktícüLO 4?-*-<^o<lolioii^bre.és'libre 
pnra abrazar la profesión, tiHlnstrln ^trít- 
baf o que le acomode, siendo útil y Hones- 
to, y para aprovecharse de sus productos. 
Ni uno ni otro se le podrá impedir sino por 
sentencia Judicial» cnandp ataque los de- 
rechos de tercero, ó por resolución stiber- 
nativa» dictada en los términos Que mar- 
que la ley cuando ofenda los de la socie- 
dad.?' 

Aquí 86 garantiza otra de las manifestaciones im- 
portantísimas de la libertad del hombre, comple-» 
montana de la anterior, y el derecho de propiedad. 

La libre enseñanza trae consigo la posibilidad de 
ilustrar y ejercitar la inteligencia de la manera que 
se crea más conveniente. La libertad de adoptar 
una profesión, industria ó trabajo, implica la apti- 
tud de aplicar los conocimientos adquiridos á un 
objeto práctico y apropiarse los productos que se 
obtuvieren con el ejercicio de esa profesión, trabajo 
ó industria. 

De nada servirían los conocimientos científicos, 
artísticos é industriales, si una vez adquiridos se nos 
impidiese ejercitarlos. 

Como todo derecho, la libertad del trabajo debe 
detenerse donde comienza el derecho ageno; desde 
el momento en que quebrante el orden social, el de- 
recho ya no existe, ror eso se dice, que el trabajo 
debe ser útil y honesto, es decir, que ni sea nocivo 
á la sociedad, ni lastime las buenas costumbres. 

El derecho de propiedad ejercido sobre el pro- 
ducto del trabajo es el que viene á hacer realmente 
útil y de un resultado práctico la declaración que 
este artículo consigna. Así oomp la ensenausa lil^e^ 
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&ÍQ¡ Iflr: libeortad de abrazar, ^eiiiilqmerib prolesiikii it^^ 
dnfifaria 6 trabígo,. sería casi iniátUj.^fcia á ^u YÉiz,jttO 
pasaría de serLiioa declaracida esj^ril, si no. fuera 
fertilizada con el derec|b9 de aprovecharse de qse 

producto. 

17.— í¡¿k. última parte ¿el artículo se expresa,' 
par^i evitar los . abusos del poder público, en qué ca- 
sos, y por qué clase de autoridades; se ha de hacer la 
limitación de este derecho. 

• ■ ' ' ' « 

18. — Artículo 5^ — "Nadi« piíéde ser obli« 
gado á prestar serriclos persooaleS) .sin la 
Justa retribución y sin sn pleno consenti- 
miento. El Estado no puede permitir que 
se 11er e lí efecto ningún contrato, pacto ó. 
convenio que tenga por objeto el menosca* 
bo, la pérdida ó el irrevocable sacrificio 
de lo libertad del hombre^ ya sea por can-' 
sa del trabajo, de educación ó de voto re- 
ligioso» La ley, en consecuencia, no reco- 
noce órdenes monásticas ni puede permi- 
tir su establecimiento, cualesquiera qu0; 
sea la denominación ú objeto couquepre-<^ 
tendan erigirse. Tampoco puede admitir 
convenio en que el hombre. paqte su pros- . 
cripcién ó destierro*''. (1) 

Para explicar más fácilmente lo dispuesto en este 
artículo, estudiemos cada una de sus. prescripción 

19. — 1*. — Nadie 'puede ser obligado á prestar 
trabajos personales sin la justa retribución y sin su 

(1) Reformada en estos términos en S$ de Seti^n^Br^.^"' 
1873. ' . ' 
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pfyno muiántindefkéi Bala €» una cóiÁ6éiiencia< ló- 
gica del t^tHicipio que reconoce en general la' li1>eV'' 
tad del hoáibre éñ eoniraposición á la esclavitud; : 

La ley exiguo que para obligar á alguno á desem- 
peñar cualquier trabajo se necesita que dé su pleno' 
conseñiiinieiito y que perciba una retribudSn justa. 
Las palabras jtííía retríbúción, deben entenderse ó 
bien cómo la retribución señalada por leyes 6 aran- 
celes ep pago de determii^ado setvicio, ó bien como . 
la retribución proporcional que indemnice Bufíoien- 
temente al indiviauo^ atendiendo á la clase de tra- 
bajo que ejecute y al tiempo que para ello in- 
vierta, 

. £l precepto sólo comprende los servicios persona- 
les prestados por un honibre á otro, y no los públicos 
prestados en beneficio de la patria ó de la numani- 
dad/comp los que deben exigirse á todo individuo 
en caso dé inundación, incendio ú otra calamidad 
pública; ó él auxilio qué deben dar 4^ las autorida- 
des los habitantes de un Estado ó Distrito; cuando 
sean requeridos por ellas para verificar la apfehen- 
éón de algún delincuente ó la pronta averiguación 
de uA delfto. 

Estál és la interpretación dada al artículo censti- 
.ttfcional por uno de nué8t)x>s más profiindoi^pensa^ 
dores (1) en el seno mismo del Congreso Constitu- 
yente; he aquí sus palabras: *'La Uy es justa esta- 
bleciendo la indemniííáción cuando es posible y es 
también juista, no corifundiendo los servicios persona- 
les con los servicios á la patria, con los servicios á la 
sociedad que la ley puede y debe exigir,'' 

20. — 2 . — El Estado 7to puede permitir que se 

(1) Ignacio Bamírez. Zarco.—- Híatoría del Cotigtéso 
Cpnttitiiyente. 



Ueúe á i^éóto niííff&n eóniráéo; pai>éó í córí'i^ftío qué 
tenga par objeto el menoscabo. Id pérdida Sel itré-- 
vó'cabie saü^ficio efe la tuertad del kombi^i ^á sea 
por causa de trabajo, de educación ó dé^t>otó reHgiú' 
so. La lep, én consecuencia, no reconoce ordénesenos 
nósticas ni puede permitir su establecimiento^ cual- 
quiera que Éea la déüoíninacíSiiú objeto c&ñ que 
pretMdan eriúirse.. ' ' 

Aunque cóhsidéíañdo esté pVéCeptó de utiá lla- 
nera general, ataca directañiénte la libertad del' 
hombre impidiiéndoré llevar á cabo xui sacrificio que 
en uso dé esa misma libertad puede hacer siempre 
que le plazca; colocándonos en las circunstancias 
especiales en que se encontró la República, y estu- 
diando los antecedentes históricos de sus diferentes 
formas de gobierno hasta el año dé 1867, se ve que 
si absolutamente hablando, lo mandado en esta 
parte del artículo constitucional es un verdadero 
ataque á la libertad, relativamente á las necéisida- 
des del país, era iíidispensable para afianzar la li- 
bertad y asegurar la paz pública; por esó la nación 
se creyó con el derecho de limitar en este c9,so el 
ejercicio de la libertad en bien de su tranquili- 
dad. 

El distinguido jurisconsulto contemporáneo, au- 
tor de ^^ Los Derechos del Hombre,*' (1) dice respecto 
de éste artículo: El hombre, en virtud de su liber- 
tad, puede hacer el sacrificio de ella por causa de vo- 
tó religioso; pero si estos votos, si eí establecimiento 
de órdenes monásticas ataca los derechos de la socie- 
dad, si hace dijíciles sus 'in$tiiueione^ políticas^ si 
compromete la paz pública, no puede negarse el de- 
recho que tiene, en nombre de su propia conserva- 

(1) LOSWHQ. 



ciófii, su desarroUo ¡/ per/ecciQuamiento jSjara ^^Hn", 
guirlas y prohibirlas. . . 

Esta limitación, indispensable en 1^ época á^ue 
nos referimos y quizá útil todavía en la presente, 
tendrá que desaparecer más tarde cuando el pueblo^ 
suficientemente ilustrado, adquiera el conocimiento 
profundo de sus derechos y obligárciones. . 

21. — Ocupémonos ahora de desvanecer una in- 
terpretación, que aunque absurda, han pretendido 
dar al artículo algunos comentadores creyendo que 
no permite la celebración del matrimonio ni menos 
su indisolubilidad, puesto que en él se pierde para- 
siempre y se menoscaba notablemente la libertad 
del hombre. 

Como antecedente histórico político, queda ente- 
ramente desechada esta interpretación con la de- 
claración hecha en la Cámara de diputados, el 21 
de Julio de 1856 por el Sr. Mata, miembro de la 
comisión que formó nuestra carta fundamental, cuan- 
do al discutir el artículo, dijo: (1) que ^'protestaba 
sinceramente en nombre de la comisión, que en nada 
se raería al matrirnonio" Por otra parte, los cons- 
tituyentes tuvieron la idea de prohibir todo loque 
menoscabara la libertad del hombre, siempre qué 
trajera consigo la idea del servilismo, y nunca des- 
truir el lazo que como base de la familia ha sido 
sancionado por todas las leyes de los países civili* 
zados. 

3*. — Como consecuencia natural de la libertad del 
hombre y relativo del artículo 2?, se estableció en la 
parte final del 5? que: Tampoco puede admitir chn^ 
vento en que el hombre pacte su proscripción 6 des- 
tierro. 



(1) y. ^rco.— Siatorift 4el Coii|;re0O Constituyente, 
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22. — Abtíoülo 6^. — ^^Ln mÁnlfestacidii ée 

Iñs idens no pneñe ser objetó de nlnsiinn 
rnqtnisiclóniíidicini ó ndniliiisfrntlTn, si*' 
lio en el citso deque ntaqneii lu mornlvlos 
derechos de tercero, provoque ál^n cri- 
men ó delito ó perturbe el orden público." 

Artículo 7^ — ^^Es inriolable la libertad 

de escribir y publicar escritos sobre cual« 
quiera materia. Ninguna ley ni autoridad 
puede establecer la previa censura, ni exi» 
gir danza á los autores ó impresores, ni 
coartar la libertad de imprenta, que no 
tiene más limites que el respeto á la vida 
privada, á la moral y á la paz pública. 
LiOS delitos que se cometan por medio de la 
imprenta, serán Juzgados por los Tribuna- 
les competentes de la F^eración ó por los 
de los Estados, los del Distrito Federal y Te- 
rritorio de la Baja California, conforme á 
su legislación penal." (l) 

La palabra es el atribato que hace d hombre su- 
fetior á todos los seres creados. Le proporciona el 
modo de comunicar sus ideas y pensamientos, hace 
.que cada uno pueda aprovecharse de los conocimien- 
tos y experiencias de los demás y que se comprenda 
el adelanto y progreso de la humanidad. 

Sin la facultad de comunicar nuestros pensamien- 
tos, no se concibe cómo i)odrá el hombre, no sólo 
utilizar las grandes ventajas de la sociedad, pero ni 
siquiera organizaría. 

En conclusión diremos, que el hombre, para que 



1 Jlefomuido en estos términos en 15 de Mayo de 1883. 
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pueda vivir en sootodadreue es su estado natufal^ 
y, sacar la .mayor utilidad de ella> uecQ3Íta al uso 
ejcpedito de la palabra, ó en. los ténmii(>6.gué ex- 
presa nuestra Cfarta Fundamental^ ¡a libre manifes- 
tación de la$ ideas. 

Como esta manifestación no sólo se hace por me- 
dio de la palabra hablada, sino también por la pa- 
labra escnta, ó por la imprenta, fué necesario esta- 
blecer la garantía consif^oada por el artículo 7^. 

Cual todo derecho^ el de libre manifestación de 
las idea» debe^ tener un límite, que en general ya 
sabemos dónde se encuentra, y que en este* caso 
particular lo háUamos más detallade, sin que im- 
plique una excepción á la regl^ que hemos estable?- . 
cido, de que todo derecho termin^ donde comienza 
elageno. 

Que la moral no se ofenda; que no se perturbe el 
orden ni la paz pública, son derechos de ha sociedad; 
y que se respete nuestro derecho,, que no se cometa 
en nosotros un crimen ó delito ni se ataque nuestra 
vidaT privada, son derechos de les particulares, que 
no pueden ser violados, y ante cuyas barreras se 
debe detener el dé la libre manifestación dé las ide&s, 
ya se haga de palabra» por escrito ó por la prexisa.* 

Desde el momento en que se traspasen estos lí- 
mites las autoridades pueden intervenir en ddfonsa 
de los derechos ultrajsidos. 

Como la |)rensa estuvo niucho tiempo fiscalú&ada 
y subyugada por el poder páblico^ creyeron indis- 
pensable los constituyentes, para darle mayores ga- 
rantías^ establecer un procedimiento et^^ecíal para 
i'uzgarla, que se reglamentó por lá ley de 4 de Fe<* 
brero de I8689 reformada en 30 de Abril de 1875. 
Al conjunto de privilegios de que gozaba la prensa 
89 le Immó |áen> ele in^renta, : 
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28.-^El 11^ Congreso Constituyente juegé inlié- 
eesarios y casi pequdiciales esos privil^os que s^ 
concedían á la palabra escrita, y no á la palabra 
hablada^ y teniendo en cuenta oteas ümcl^ consi- 
deraciones, decidió reformar el artículo 7? en loa 
términos en que lo hemos insertado. 

En su última parte dice que juzgarán de los de- 
litos que se com^n por medio de la imprenta, los 
Tribunales competentes de la Federación, de loa T^ 
tados ó del Distrito, aplicando al delinoueute las 
penas conforme á su legislación. Quiere decir esto, 
que conocerán de los delitos cometidos por lapreU'^ 
sa los tribunales á quienes correspondería conocer 
de esos mismos delitos, si hubieran sido cometidos 
valiéndose de cualquiera otro medio, y conforme á 
las leyes que los castigan , considerando el medio 
por el cual se efectúan, como lo consideren las Ij^es 
penales de la Federación, de los Estados ó del Dis- 
trito Federal, es decir más ó menos agravante ó 
atenuante. 

24 — Artículo 8**. — ''Es inTiolable ^1 dere- 
cho de petíción ejercido por escrito, de una 
numera pacifica irrespetuosa; pi»ro en ma-* 
terias políticas sólo pueden efercerlo los 
ciudadanos de la Repúlilic». A toda peti- 
ción deHe recaer un acuerdo escrito de la 
autoridad a quien se haya dirigido y ésta 
tiene ohligación de hacer conocer el resul- 
tado al petíéionarió.^' 

Los gobernantes ti^en la obligación de procurar 
por cuantos medios legales estén, á su alca«oe la 
mayor felicidad de k» gobernados y la d^ensa de 
sus intereses. • r 
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El dereclio que el artículo reconoce en lod últimos, 
y la obligación correliU^i va que ímpo.neá]osprimeros> 
n* es más que una consecuencia dé esta teoría< 

Que la petición sea por escrito, es una medida pu- 
ramente de orden, que tiene por objeto la manera 
de obsequiar más fácilmente la pretensión. Debe 
hacerse pacífica y respetuosamente, pues toda pe- 
tición que trate de intimidar ó amenace á la auto- 
ridad ó que con diatribas ó injurias ultraje stt dig- 
nidad y carácter, deja de ser un derecho y toma el 
nombre de abuso, quepuede, ydebe, ser reprimido 
por las autoridades. 

Como la mayoría de los extranjeros no tiene ver- 
dadero interés por la patria, su intervención en asun- 
tos políticos casi siempre sería peligrosa para la in- 
tegridad de la Nación. 

El derecho de .petición entonces debe tener por 
límite la nacionalidad; en materias políticas, sólo 
pueden ejercerlo los ciudadanos de la República. 

La última parte del artículo viene á sancionar el 
precepto anterior; impone la obligación correspon- 
diente á la autoridad, á quien se dirija la petición, 
para no hacer ésta puramente ilusoria, como suce- 
dería si las autoridades no estuvieran sujetas á con? 
testar á las pretensiones de los solicitantes. 

25.— Artículo 9*.— "A nadie se le puede 
coartar el dereclio de asociarse 6 reunirse 
pacificamente con cuaíauier objeto licito; 
pero solamente los ciudadanos de la Re* 
púlilica pueden bacerlo paril. tomar parte 
entes asuntos politicoB del pais. Nitupuna 
reunión artfOLada tiene derecbo de deUlM* 
rar.»' 
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El espíritu de asociación es, en el hombre, el ele- 
mento más poderoso para conseguir su desarrollo 7 
progteso. .. 

Las compañías comerciales, las grandes empre- 
sas, las asociaciones científicas, han elevado á la- hu- 
manidad á una altura á que no hubieran podido 
llegar los individuos aisladamente. Necesario era, 
pues, que estuviera especialmente garantizada la fa- 
cultad que tiene el hombre de usar de este medio 
para alcanzar mayor perfeccionamiento. 

26.— Para que el ejercicio de este derecho no se 
convierta en abuso, la Constitución establece que se 
haga pacíficamente y con objetq lícito; pacíficamen- 
te, porqi^e haciéndose . tumultuosa ó amenazante 
jEitacaríf^ el orden públÍ£'0,y con objeto lícito, para no 
violar laa leyes ni vulnerar las buenas costumbreBí 

Toda reunión firmada tiene un carácter amena- 
zante y puede degenerar en tumultuosa; por eso no 
se 'reconoce el derecho de deliberar á las de esta 
clase. 

Por la^ •mismas razones expuestas al explicar el 
artículo anterior, sólo los ciudadanos pueden aso- 
ciarse para tratar los asuntos políticos del país'. 

27.-^ Artículo 10. — "Todo bomliire tiene 
dereclio de poseer y portar armas para su 
seguridad y legitiuia defensa. La la ley se* 
¿alará cuales son fas proUliidas y la pena 
en que incurren los que las portaren." (1) 

La declaración consagrada en este artículo, ga- 
rantiza nuestra seguridad. Aunque entre las .obli- 
gaoioaesdel poder publico es4¿á la dé proveer á ella, 
hay casos en que lo violento de la agresión ó ^1 lu- 

(I) No S6 h« ozpedido ai&d la ley orgtoica de eite artfeitl#; 



20 

par retirado ó deispobladgr donde ae veriñca> liacé 
ineficaz ó inoportuna toda protección, de las autori- 
dades. Para suplir á esa ineficacia ó inoportunidad, 
que tendrían constantemente en peligro nuestra se- 
guridad, se consignó la garantía de poseer y portar 
armas. 

Y como no todas las armas tienen por único ob- 
jeto la defensa, sino que bay algunas que se prestan 
más bien para un ataque alevoso, el artíq^olp consti- 
tucional autoriza á su ley or^ájiica (I) para que se- 
ñale qué armas son las prohibidas y las penas en 
que incurran los que las portaren. 

28. — ARTÍctrLO 11.— ''^odo homliíe tiene 
derecho para entrar y salir de la Repúlili* 
ca, viajar por sv^ territorio y mudar 4e re8i«> 
dencia sin necesidad de carta de seguridad, 
pasaporte, salvoconducto ú otro requisito 
semejante. Kl eiercicio de este derecho no 
perjudica las legitimas facultades de la 
autoridad fudicial ó adn&inistcf^iTa en 
los casos de respo|iu»al»i|i(E|.;|d crimínalo ci- 
viL" 

En la mayor parte de las naciones se ha acostum- 
brado, para evitar la fuga de los criipinales,)r faci- 
litar la acción de las autoridades administrativas 6 
judiciales en el caso de persecución de algún delin- 
cuente ó deudor, no permitir á nadie el tránsito por 
su territorio, sin una orden ó documento de la au- 
toridad respectiva para trasladarse de un lugar á 
otro. 

A primera vista parece que este sistema facilita 

(1) Se llaman así á las que reglamentan y determinaaia 
»Mior»de ottinpLir y «i^ioar t\ artiflttlo á que m refilprep. 
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la Administración de Justicia, pero en cambio es un 
poderoso obstáculo para el movimiento y circula- 
ción comerciales, necesarios é indispensables, sobre 
todo en México, donde el mal estado y escasez de 
vías de comunicación eran antiguamente una ba- 
rrera insuperable para esa circulación. 

La prohibición de transitar por una Nación sin 
determinados requisitos facilita, sobre todo en po- 
lítica, el abuso, pues las autoridades se sirven de ella 
como de arma de partido. 

Los constituyentes, teniendo en cuenta las razo- 
nes anteriores y pesando los inconvenientes y ven- 
tajas que hay de uno y otro lado, se resolvieron, no 
sólo á autorizar sino elevar á la categoría de garan- 
tía individual el que todo hombre pudiera entrar, 
salir y transitar libremente por la República. Y 
para que no se entorpezca la acción expedita de la 
justicia, se hizo la salvedad que contiene la última 
parte del artículo que nos ocupa. 

29. — AiiTÍcuLO 12. — "Bío hay ni se recono- 
cen en la Repúliliea títulos de nolileza, ni 
prerrogatiTás, ni bonores hereditarios. Só* 
lo el pueblo, legitimamcnte representado^ 
puede decretar recompensa en honor de 
los que liayan prestado ó prestaren serrí* 
cios eminentes á la patria ó á la humani- 
dad." 

La igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, 
es una garantía de su libertad. Si sa forman clases 
privilegiadas ó existen individuos que desde que 
nacen vengan gozando de ciertas prerrogativas, hay 
algún menoscabo en los derechos de los. demás, al- 
guna restricción injusta á las libertades de aquellos 

3 
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que no han sido especialmente favorecidos por el 
legislador. 

Lo absurdo de las teorías acerca de la nobleza 
consiste en que el individuo ó individuos descen- 
dientes de un título, sean cuales fueren su moral, 
su talento y sus aptitudes, deban considerarse su- 
periores á sus semejantes, tan sólo porque plugo á de- 
terminado príncipe ó monarca elevar sobre los de- 
más á alguno de sus antecesores, premiando, es 
verdad, á veces acciones heroicas ó una fidelidad á 
toda prueba, pero recompensando las más, servicios 
deshonrosos ó acciones de humilde servilismo hacia 
su persona. 

30. — Todos nacemos iguales ante la ley, pero por 
nuestros propios méritos podemos conquistarnos en 
la sociedad un puesto superior al cual deben aspi- 
rar siempre la virtud y el talento. 

Por eso en la última parte del artículo se dice en 
qué forma el pueblo mexicano puede decretar re- 
compensas en honor de los que hayan prestado ó 
presten beneficios eminentes á la patria ó á la hu- 
manidad. 

31. — Artículo 13.— "En la Kepúlilica Me- 
xicana nadie puede ser Juzgado por leyes 
privativas, ni por tribunales especiales. 
Ninguna persona ni corporación puede te- 
ner fueros ni gozar emolumentos que no 
sean compensación de un serricio público 
y estén fijados p^r la ley. Subsiste el fuero 
de guerra solamente para los delitos y fal- 
tas que tengan exacta tsonexión con la dis- 
ciplina militar. 1.a ley fijará con toda cla- 
ridad los casos de excepción." 
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Este artículo contiene cuatro disposiciones; 
1*. — Nadie puede ser juzgado por leyes priva- 
tivas. 

Las leyes privativas son las que castigan como 
delitoSy en determinadas personas^ nominalmente 
designadas^ acciones que son lícitas ^ara el cómün 
de los demás hombres, (1) Su existencia es incolnpa- 
tibie con el principio de la igualdad del hombre an- 
te la ley y contraría en consecuencia uno de los de- 
rechos del hombre. 

32. — 2* — Nadie pvMe ser juzgado por tribuna- 
les especiales, 

Llámanse así los que se establecen para juzgar á 
determinadas personas ó corporaciones, y es notoria 
la injusticia de establecerlos, porque los individuos 
que los forman obran siempre con parcialidad á fa- 
vor ó en contra del acusado; á favor si son de su 
misma clase 6 pertenecen al mismo partido político, 
y en contra si son de clase superior ó inferior, ó es- 
tán ñliados'en partidos políticos en que no lo está 
el presunto delincuente. 

33. — 3* — Ninguna persona ni corporación pue- 
de tener Jíieros. 

Aquí la palabra /{¿^(W significa los privilegios de 
que gozaban determinadas personas y corporaciones 
para ser juzgadas por leyes privativasy portribunales 
especiales. Su abolición no es más que la consecuen- 
cia y el complemento de la igualdad ante la ley. Só- 
lo en materia militar se hace una excepción, por 
requerirlo así la organización y buena disciplina d(*i 
ejército. 

34. — 4^-^Ningwna persona ni corporaciSn pt^d<í 

(1) Lozano.^-Obra oihkda. 
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gozar emolumentos que no sean compensación de un 
servicio publico y estén fijados por la ley. 

En la mayor parte de las monarquías y en ajgu- 
ñas de las Repúblicas centrales ó aristocráticas, se 
impone á ciertos pueblos ó asociaciones la obliga- 
ción dé contribuir con dinero ó con trabajos perso- 
nales, para favorecer á individuos ó sociedades pri- 
vilegiadas: ó bien se consigna con el mismo fin una 
Jarte de las rentas del Estado sin que estas merce- 
os sean compensación de servicios públicos presta- 
dos á la Nación. 

No pueden pues, existir estas, donde se reconoce 
como un derecho la igualdad ante la ley. 

35. — Artículo 14. — "No se podrá expedir 
ninguna ley retroactiva. Nadie puede ser 
Juzgado ni sentenciado, sino por leyes da- 
das con anterioridad al hectio y exacta- 
mente aplicadas á él, por el tri1>unal que 
preriamente Ibaya estaMecido la ley/' 

Ninguna ley es obligatoria antes de que sea pro- 
mulgada, (dada á conocer públicamente) porque 
siendo las leyes, reglas ó preceptos que deben cum- 
plir todos los habitantes de una nación, no pueden 
cumplirlas si les son desconocidas. 

Tampoco sería posible cumplir con lej^s que se 
aplicaran á hechos pasados, y si al legislador se le 
autorizara para aplicar nuevas disposiciones á casos 
resueltos ya por leyes vigentes en la época en que 
ocurrieron esos casos^ no habría seguridad personal: 
la vida, el honor, la propiedad, serían derechos efí- 
meros sujetos á la extensión que les quisiera dar la 
mente de los gobernantes. ^ • . 

36. — La única excepción á este principio, es aque- 
lla por la que se establece que cuando una ley pos- 
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terior imponga una pena más benigna que la antd^ 
rior á un delito, se aplique la última; porque es de 
estricto derecho que en materia penal debe aplicarse 
lo favorable y restringirse lo odioso. 

37.— Respecto de la 2* parte del artículo, mucho 
podríamos decir si no fuera ageno al ol^'eto y di- 
mensiones de un libro como el presente, y sólo ex- 
pondremos que de acuerdo con su más ilustrada In- 
terpretación se entiende que se re&ere al derecho 
criminal, es decir, á las leyes con cuya aplicación 
se puede privar al hombre de su honor, de su vida 
ó de su libertad, y no aquellas con las cuales se le 
puede i)rivar de bienes más ó menos cuantiosos. Tal 
es la opinión de los más notables constitucionalistas. 

Sin embargo, no faltan conocidos abogados que 
sostienen la opinión de que, tratándose de una ga- 
rantía individual, debe aplicarse el artículo también 
en materia civil. Cuestión es esta muj^ debatida y 
aun no resuelta definitivamente en ningún senti- 
da (1) 

38. — Artículo 15. — "Nunca se celebrorsui 

tratados para la extradición de reos políti- 
cos, ni para la de aquellos delincuentes del 
ord^n con&im que bayan tenido en el país 
en donde eontetieron el delito la condición 
de esclayos; ni convenios ó tratados en Tir^ 
tud de los que se alteren las garantías y de- 
rechos qne esta Constitución otorga al 
boniUre y al ciudadano." 

Este artículo tiene tres declaraciones! \^,prohi* 
bidón para celebrar tratados de extradición de reos 

(1) Véfttite Vallarta^ Votos; Zarco, Hist. del Congr. Coiiff- 
tíiayente; Loaano» D(irt;ohotdelliambre;yMontiely Daar- 
te, Garantías individuales. 
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políticos: ^y de reos del orden común que hayan te- 
nidoenelpaís donde se consumó el delito la condición 
de esclavos: 5*, prohibición de celebrar tratados ó con- 
venios contrarios á los derechos y garantías que la 
Constitución otorga al hombre y al ciudadano. 

De la segunda de estas declaraciones no nos ocu- 
paremos ya, puesto que al hablar del artículo 2? es- 
tudiamos su razón de ser. 

En cuanto á la primera, como los delitos pura- 
mente políticos no se pueden definir y determinar 
de una manera general, porque dependen de la or- 
í^anización y forma de gobierno de cada pueblo, y 
^ólo atacan directamente al Estado de qué se trata, 
lio interesa su represión á las demás naciones. 

Por otra parte, como estos delitos casi nuncason 
contrarios á las ideas generales sobre moral, y ca- 
recen siempre de las condiciones que hacen que un 
hecho se repute contrario á las buenas costumbres, 
y á la utilidad general, sería inicuo y perjudicial 
ayudar á que fueran castigados por autoridades de 
una nación distinta de aquella contra la que se co- 
metieron. 

La tercera declaración garantiza el principio de 
los derechos del hombre que establece el artículo 1*, 
poniéndolos á salvo del menoscabo ó violación que 
pudiera sufrir por los convenios ó tratados inter- 
nacionales. 

39. — Artículo 16. — ^^N adié puede ser mo« 
testado en su persona^ familia) domicilioii 
papeles y posesiones^ sind en virtud de 
niandantiento escrito de la autoridad 
.competente, que funde y motire la causa 
legal del procedimiento* En el caso de de- 
lito infraganti toda pi^sona puede apre- 
iiender al delincuente y a sus cómplices^ 
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poniéndoios sin demora á disposición de la 
autoridad inmediata.^' 

Aquí se garantizan la seguridad y la propiedad: 
no sólo la seguridad de la persona en lo que se re- 
fiere á su libertad individual, sino en lo qué tiene 
que ver con su familia, domicilio, papeles y pose- 
siones, estableciendo ciertos requisitos para que uii 
individuo pueda ser aprehendido, sus papeles regis- 
trados, su casa cateada, etc. 

En el caso de delito infraganti, la urgencia que 
hay de que el delincuente no se sustraiga á la acción 
de la justicia, hacen que las formalidades estable- 
cidas antes, lejos de ser convenientes, sean un obs- 
táculo para la mejor garantía de la seguridad indi-" 
vidual y por eso constituyen una excepción al prin- 
cipio general. . 

Por mandamiento escrito de la autoridad compe* 
tente que funde y motive la causa legal del procedi- 
miento debe entenderse la orden que se dé, funda- 
da en una ley anterior y exactamente aplicable al 
caso de que se trata, firmada por los funcionarios á 
quien las leyes confieran la facultad de expedir esa 
clase de disposiciones. 

40.— Artículo 17.— ^'Nadie puede ser preso 
por deudas de un carácter puramente ci- 
vil. Nadie puede ejercer violencia para 
reclamar sli dereclio. ILos triliunales esta- 
rán siempre expeditos para adnainistrar 
Justicia. Esta será gratuita, quedando, en 
consecuencia, aDoUdas las costas judicia- 

Conforme á los principios de derecho penal, sólo 
debe aplicarse una pena á los hechos que tengan 



28 

el carácfer de delitos ó faltas, es decir, aquellos 
con cuya ejecución se daña á los demás, con deli- 
berada intención. 

La falta de pago de un deudor podrá á veces pro- 
venir de morosidad ó de mala fe, pero nunca el no 
cumplimiento de un contrato civil en el cual sólo 
están interesados el acreedor y el deudor amerita 
que, para seguridad de los asociados, se castigue en 
8u nombre al que faltó, como sucede respecto de los 
delitos, en los que se hace así porque todos estamos 
interesados en su represión. 

41. — Como uno de los objetos de las Naciones ya 
organizadas es que haya autoridades que hagan re.^- 
petar nuestros derechos pacíficamente, sería absur- 
do autorizar á cada individuo para ejercitar violen- 
cia con el fin de reclamar sus derechos. 

De aquí se infiere que, puesto que los habitantes 
del país contribuyen con lo que las leyes les asig- 
nan, para la Administración de Justicia, ésta tiene 
que ser gratuita, y los tribunales deben administrar- 
la siempre que se les pida en la forma y términos 
que marcan las leyes y reglamentos respectivos. 

42.— El límite de esta garantía consiste precisa- 
mente en esa forma y términos, porque no se pue- 
de deducir del artículo, por ejemplo, que los tribu- 
nales no deban cerrarse nunca; que sin necesidad 
cualquier ciudadano pueda exigir que se haga cum- 
plir un contrato á media noche y que se pida justi- 
cia siempre verbalmente y de la manera que á cada 
tino cuadre. Así sería imposible la existencia de tri- 
bunales y el ejercicio de la autoridad en cualquier 
país. 

43. — El final del artículo abóle la práctica anti- 
gua que obligaba á los litigantes á pagar cierta can- 



mt. 



29 

tidad de dinero (que llamaban costas) (1) á los jue- 
ces y magistrados, costumbre enteramente injusta, 
porque á la vez que ponía al pobre en una situación 
muy desventajosa con relación al rico, se i)agaba 
doble la justicia; por una parte con los impuestos y 
contribuciones que deben tener entre sus principa- 
les objetos cubrir los gastos de la administración de 
justicia, y por otra con el pago de dichas costas. 

44. — Artículo 18. — "Sólo halirá lugar á 
prisión por delito que merezca pena cor- 
poral. Fn cualquier estado del proceso en 
íine aparezca que al acusado no se le pue- 
de imponer tal pena, se pondrá en liliertad 
1>ajo de fianza. En ningiin caso podrá pro- 
longarse la prisión ó detención por falta de 
pago de honorarios ó cualquiera otra mi- 
nistración de dinero." 

La prisión es de dos maneras, ó definitiva ó pu- 
ramente preventiva. 

La primera es un verdadero castiga, y entonces 
debe llenar tres objetos principales: 1.®, que la so- 
ciedad no vuelva á sufrir de parte del mismo delin- 
cuente otro perjuicio: 2", que por el ejemplo del 
castigo no lo imiten otros, y 3?, corregirlo moral- 
mente, haciendo nacer en él hábitos de moralidad y 
buenas costumbres. • 

La segunda, como su mismo nombre lo indica, no 
es más que una medida preventiva para impedir 

(1) Hay que advertir que es necesario no tomar en esta 
misma acepción las Costas á que son condenadas las partes 
en los juicios temerarios que promueven, las cuales tienen 
por objeto indemnizar á la parte contraria de los gastos que 
le hayan hecho erogar por su temeridad, como son los ho« 
DorarioB de abogados, de peritos, estampillas, etc., ote, etc. 
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que el procesado se ausente del lugar del juicio, míen- 
tras dura la averiguación de si es ó no criminal. 

En cierta clase de delitos, por su poca impor- 
tancia y por no revelar su autor gran perversión 
moral, basta una pena simplemente pecuniaria; la 
prisión definitiva sería un exceso de castigo, y la 
preventiva sería inútil, porque si el acusado tiene 
bienes, aun en la hipótesis de que se ausente, que- 
dan éstos sujetos al pago de la peria, y si no los tie- 
ne, menos los podría adquirir estando preso. He aquí, 
pues, las principales razones que dieron fundamen- 
to á las dos primeras partes del artículo. 

La privación de la libertad del hombre es dema- 
siado grave y sólo debe efectuarse cuando sea en- 
teramente indispensable; por consiguiente, en el ac- 
to que por algún motivo se juzgue innecesaria, esa 
privación debe cesar. Si se exige la fianza, (que con- 
siste en que otro se obligue á presentar á su fiado 
siempre que para ello se le requiera y á que cum- 

Sla con las demás disposiciones del juez, ó en su 
efecto á pagar cierta cantidad) es para que la jus- 
ticia en caso de que siempre resultare que debe 
procederse contra el individuo que se puso en li- 
bertad, no quede enteramente burlada si éste se 
fuga y hace imposible su aprehensión. 

La última disposición del artículo se basa en las 
mismas consideraciones que expusimos al tratar de 
la abolición de la prisión por deudas. 

45. — Artículo 19. — ^^Ninguna detención 
podrá exceder del término de tres días sin 
que se Justifique con un auto motiTado de 
prisión y los demás requisitos que establez- 
ca la ley. El solo lapso de este término 
constituye responsaUes á la autoridad que 
la ordena ó consiente, y á los agentes, mi - 
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nistroS) alcaides ó carceleros que la ef ectt« 
ten. Todo mal tratamiento en la aprehen- 
sión ó en las prisiones, toda molestia que 
se infiera sin motivo legal, toda galielaó 
contribución en las cárceles, es un abuso 
que deben corregir las leyes y castigar las 
autoridades.'^ 

La primera parte del arhículo tiene por objeto 
^ evitar que con el pretexto de una acusación crimi- 
nal calumniosa ó de una indagación, se detenga in- 
deñnidamente á un inocente. Sucederá ¿ veces que 
en tan corto tiempo un delincuente astuto pueda 
desvanecer todos los indicios que kaya en su con- 
tra; pero como esto no es lo común^ prefirieron los 
legisladores que en esos pocos casos quedara viola* 
da la justicia y no que con el hipócrita objeto de 
rendirle culto se ultrajaran los derecbos del hombre. 

Y como la violación de que se trata es de suma 
importancia, todos los que la autoricen, ya sea por 
razón de su cargo ó por otro motivo, son responsa- 
bles de dicha violación. 

- 46. — El artículo termina con una disposición que 
, tiende á corregir el mal innecesario que los agentes 
de policía ocasionan en la aprehensión de los delin- 
cuentes, y el abuso que, con el objeto de especular, 
hacen sufrir los carceleros y alcaides, á los que no 
les compran ciertas comodidades en la cárcel, por 
medio de gratificaciones. 

47.— Paramayor8^ur¡dad.del ac^isado, el artícu^ 
. lo 20 dice que: 

^^En todo Juicio driLininal, el acusado ten- 
drá las siguientes garantías: 
I. Que se le haga saber el motivo del pro- 
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cedintieüto y el noBttoe del aeasador^ si ki 
liaMere. 

IL Que se le tome su declajracióii prepa- 
ratoria dentro de cuarenta y oclio lioras^ 
contadas desde que esté á disposición de su 
fuez. 

m. Que se le caree con los testigos que 
depongan en su contra. 

lY. Que se le teciliten los datos quenece'* 
site y consten en el proceso^ parapr^^arar 
sus descargos. 

Y. Que se le oiga en defensa por sí ó por 
persona de su conílanea, ó por anatoos^ s»* 
gún su voluntad. En caso de no tener quien 
lo defienda, se le presentara la lista de los 
defensores de oficio para que elif a el que ó 
los que le couTengan." 

La gran ventaja que obtiene el acusado.de la pri- 
mera ae estas garantías, es que puede preparar su 
defensa y hacer cuantas aclaraciones j explicacio* 
nes crea convenientes. 

Siendo la declaración preparatoria una constan- 
cia de las más importantes en el proceso, debe to* 
marse cuanto antes al inculpado para no entorpecer 
el curso del juicio^ perjudicando así ¿ aquellos cuya 
inocencia puede en ciertos casos inferirse de esta de* 
claración* 

La tercera pifevención es de una utilidad mtnén« 
sa para descuorir la verdad de los hechos (objeto 
real de todo juicio, y no el de encontrar sieinpre un 
criminal); pues sucede muchas veces que el inocen- 
te, cara á cara con los calumniadores, los confunde, 
X que el culpable se ve obligado á confesar la ver- 
Además, un juez sagaz podrá descubrir por el 
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modo de e^Eponerle los hechos, por las explicaciones 

Siie se le hci^an, y hasta por la fisonomía de los de^ 
arantes^ de parte de quién está la falsedad. 

La cuarta y la quinta de estas disposiciones con- 
tribuyen también al descubrimiento de la verdad, 
proporcionando al reo todos los medios qiie para 
su defensa le puedan suministrar los jueces ó tribu- 
nales. 

Las garantías que acabamos de exponer han sido 
una de las más nobles y grandiosas conquistas de 
los Constituyentes de 57, porque en la antigua le- 
gislación, no sólo dejaban de ser reconocidas, sino 
qtte ^n contra de lo que establecen estos principios 
raóionalAs y humanitarios, había juicios que 6e se*, 
guían en secreto, sin que el acusado supiera la cau- 
sa de su prisión, y sin que pudiera defenderse ni 
siquiera por sí mismo de los delitos que se le impu- , 
taban. Este absurdo sistema autorizaba los verdade- 
ros crímenes, que en nombre de la justicia cometían 
los que se llamaban encargados de administrarla, 
favoreciendo así al noble contra el plebeyo, al rico 
contra el pobre, al criminal contra el inocente. 

48.-— Artículo 21. — ''La aplicación de las 
penas propiamente tales es exclusiva de la 
autoridad JudiciaL T^ política ó adutinis*» 
trativa sólo podrá imponer como c<»rrec* 
ción, basta quinientos pesos de muUa ó 
liasta un mes de reclusión, en los casos y 
modos que expresamente determine la 
ley." 

Como réremos al tratar de la división de poderes» 
la aplicación de las penas es peculiar y exclusiva de 
la autoridad judicial, que es la única á quien la Cons- 
titución conceíde d derecho de juzgar, para <)ue todo 
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hombre tenga la garantía de que en el juicio crimi- 
nal se cumplirá con los requisitos establecidos por 
ella y por las leyes penales. 

El artículo da á las autoridades política y admi- 
nistrativa la facultad de imponer castigois meramen- 
te correccionales cuyo límite fija en los términos 
expresados porque es necesario sancionar de algún 
modo las órdenes de esas autoridades y castigar el 
desobedecimiento de los reglamentos y demás dis- 
posiciones administrativas que tienden al orden .y 
buen régimen social. 

49.-T-ABTÍCUI.O 22. — ^^Quedonpara siempre 
proUbidas las penas <le mutilación y de 
intemia, la marca« los aeotes^ los palos, el 
tormento de cualquiera especie^ la multa 
excesiva, la confiscación de bienes y cua* 
lesquiera otras penas inusitadas ó trascen- 
dentales." 

M^uchas son las condiciones que deben llenar las 
penas, según las doctrinas de los más notables pu- 
blicistas. (1) Entre otras deben principalmente: 
procurar la corrección moral del delincuente; ser 
templares; reparar en cuanto es posible el mal cau- 
sado; aplicarse según la gravedad del delito; no ser 
absolutamente irreparables y en cuanto es posible 
personales, 

50. — La pena (2) "«s un mal que se impone por el 
^*poder social al autor ó autores de un delito, por ra- 
nzón de este,^^ ó bien (3) "es el sufrimiento ó priva- 
*^£Í6n impuesta al agente en razón del mal moral y 

(1) Bentham, Bocearía, Ortolan, H«lie, Pacheco, etc. 

(2) Ortolan Drho. Pen. 

|3) Código Portugués, art. 19. 



35 

^^del mal físico causado por la Í7ifracci6n que ha CO' 
^^ metido,^* 

Es claro que este mal debe ser el estrictamente ne- 
cesario para llenar las condiciones requeridas. 

51. — La mayor parte de las penas prohibidas por 
el artículo constitucional se encuentran menciona- 
das en nuestra antigua legislación, compuesta de las 
leyes contenidas en la Partida VII, de las de la No- 
vísima Recopilación y de algunas patrias aunque en 
menor número. 

Apenas si alguna de ellas llena siquiera una de 
las condiciones antes dichas. Desde luego no hay 
ninguna por la cual se procura.^e la corrección mo^ 
ral del individuo; todas se dirigían más bien á ven- 
gar que ha corregir; el tornientOy la mutilación, los 
palosj hs azotes y todas las llamadas infamantes, ni 
reparan el mal causado, ni son divisibles, ni son re* 
vocablos y sólo fomentan en el pueblo sentimientos 
odiosos de cruedad y en el castigado el deseo de ven- 
garse contra quien se las inflijo. La confiscación y 
las demás trascendentales implican el castigo de mul- 
titud de inocentes, pues que privan á familias ente- 
ras de lo necesario para vivir. 

Natural era que la Constitución, que reconoce y 
defiende los derechos del hombre, aboliere para siem- 
pre penas que si en el siglo XIII eran apenas con-» 
c^bibles por el atraso social, en el XIX serían men» 
gua y oprobio de la Nación que las sancionara. 

52.— Artículo 23.— "Para la aliolición de 
la pena de muerte queda á cargo del poder 
admioistratiTO el establecer á la uiayor 
brevedad, el régimen penitenciario. Entre 
tanto, queda abolidp.para los delitos poli- 
ticos y no podrá extenderse á otros casos que 
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al traidor a la patria en guerra extranje- 
ra, al salteador de caminos, al incendia- 
rio, al parricida, al bomicida con alevosía, 
premeditación ó ventaja^ a los delitos gra- 
ves del orden militar y á los de piratería 
que definiere la ley.'' 

"La pena de muerte es el asesinato legal; no hay 
"ni puede haber consideración filosófica ó legal en 
"apoyo de ese bárbaro castigo que es la usurpación 
"de un derecho que no corresponde ni á la sociedad 
"ni á los hombres." (1) 

Esta pena es enteramente injusta é inadecuada, 
pues apenas llena los requisitos de ser personal y 
ejemplar; fué abolida por los Constituyentes para 
los delitos políticos, porque si es bárbara para los 
del orden común, sería inconcebible é inicua su apli- 
cación á hombres cuyo delito consiste en la diferen- 
cia dé opinión respecto á determinadas formas de 
•gobierno. 

Quedó tan sólo vigente su aplicación á los delitos 
más graves y que implican mayor grado de perver- 
sión moral, y esto mientras se establece una peni- 
tenciaría, lo que conforme al mismo artículo debe 
hacerse á la mayor brevedad posible. Las razones 
que se tuvieron en. cuenta para conservar dicha. pe- 
na en los delitos. mencionados, fueron: 1" La impo- 
sibilidad de establecer inmediamente el sistema pe- 
nitenciario, y 2^ las circunstancias anormales por que 
atravesó la Repúbica, en una época en que bajo la 
egida de diversos partidos políticos, los militares y 
bandidos cometían crímenes que era necesario cas- 
tigar de una manera ejemplar. 

(1) P. M. y K. P. (jr.) Compendio de los Derechos del 
^ombr», 
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53.— Aetíoülo 24— ^^Ningún Juicio ^irimÍ!^ 

mal puede t<eucr utas de tres iustaiicisuu 
Nadie puede ser Juassado dos Teces por el 
mismo delito, ya sea que eu el Juicio se le 
a1>8uelTa ó se le condené. Queda abolida 
la práctica de absolver de la instancia." 

El estado de incertidumbre, de angustia, que cau- 
sa en un acusado lá prosecución de un inicio, fué el 
motivo por que la ley fundamental prohibió que és- 
te tuviera más de tres instancias y se prolongase por 
mucho tiempo, tanto más cuanto que revisliidá Una 
cansa por tres tribunales, se presumeque la verda*i 
quedará completamente dilucidada, ó que los me- 
dios de prueba de que se'puede disponer, están ago- 
tados del todo, y que en tal virtud una instancia 
más, sería literalmente inútil. 

Razones análogas dieron fundamento alas máxi- 
mas contenidas en la segunda y tercera parte del 
mismo artículo, que establecen que nadie puede ser 
juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en 
el juicio se le absuelva ó se le condene, y que queda 
abolida la práctica de absolver de la instai^cia, pues 
no sería justo que un hombre quedase pata toaa lá 
vida sujeto á la persecución de la justicia^ sea que 
hubiese sido condenado y sufrido la pena, ó qiie hu- 
biera sido absuelto. 

La práctica de absolver de la instancia (1) con- 
sistía en suspender un juicio indefinidamente^ sin 
sentenciar al ó ¿^ los presuntos reos por falta de prue- 
basi pudiendo si más tarde se encontraban nuevos 
datos volver á proceder en su contra. 

(1) Se llama insianci^ el ejercioió de una acción daníiitd 
el jnieio ante un jnes 6 tiibanal, 

4 
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Los principios £losóñcos de Derecho Penal ense- 
ñan (Jue nunca es justa esta incertidumbre y que en 
caso de duda se debe desde luego fallar á favor de 
la inocencia del inculpado. De acuerdo con e^tos 
principios se abolió la práctica de absolver de la 
instancia. ^ 

54. — Aktícülo 25. — "ta correspondencili 
quQ bajo cubierta circule por las estafetas, 
está lilire de todo registro. La violación de 
esta garantía es un atentado que la ley 
castigará seberamente.^' 

Encargándose el Gobierno de conducir la corres^ 
pendencia mediante cierto precio, era necesario que 
se garantizara de una manera eficaz la seguridad de 
que ésta no sea abierta ni registrada, para que el pú- 
blico tenga plena confianza en la estafeta y la comi- 
sione para conducir sus cartas. No existe ninguna 
ley orgánica de este artículo, y á pesar de que pre- 
viene en su última parte, que la violación de esta 
garantía es un atentado que la ley castigará seve- 
ramente, el Congreso no ha expedido aún esa ley. 
En caso de rcsgi&tro ó violación de correspondencia 
se aplican laa penas establecidas por el Código Pe* 
nal del pistrito Federal, que como su nombre lo in- 
dica, sólo riige en. el mencionado Distrito y no en to- 
da la República. 

Esta inviolabilidad se entiende respecto de la co- 
rrespondencia que va cerrada; pues aunque la que 
circula abierta también debe respetarse y es un abu- 
so punible imponerse de ella, esto no constituye ya 
un ataque á la garantía individual consagrada por 
la Constitución. 

Los límites de egta garantía son las dos siguien- 
tes excepciones fundadas tía A intefó» de !& caus^ 
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públioái: 1? Guando se trate de pliegos ó cartas d^ 
rígidas 'á algún acusado, porque entonces,- el incul- 
pado recibe la correspondencia delante del juez que 
conoce de la causa, y éste la lee respetando los se- 
crelos.parfciciilares'déi acusado, entregándomela sí no 
da^nÍDgana luz:en la a^iíeriguación, ó agregándola á 
la oajosaiencaso Goirtrario. 2^ Tratándose de la co- 
rrespondenda mereaiitíl á% algán*«6meroiai^te que - 
h2^^,<|ij^bvado,^ptte8 el juez qw conoce de^n0gD^^ 
puede mandar %ue^8a recoja paifiaientii^p»la á* qíiiM 
dispon^ la-leyíesp^etiva^ .: ^: • .:r ::;í . : 

'^. — Artículo 26.— ^•Éia tiempo de paz ¡ 

ningún militar puede exigir aloiamiento^ ^ 
1>agaie ñi otro servicio real ó personal sin 
el cdiúientimiento del propáet itrio, dn 
tiempo de guerriiL'flélb podrá hacerfo eñlos 
términos que establezca laler." 

Lo preceptuado por él artículo, es una consecuen- 
cia de que jiadie puede ñéft Migcuh á prestar traba-- / 
jas personales sin lajttsta retribución y sin su pleno 
consentimiento (artículo 5*),y si.en este caso no dice . 
nada respecto de la justa retribución, es porque , 
cualquiera puede comprometerse á prestar sus ser- 
vicios gratuitamente á quien le parezca conveniente. . ' 

Sólo podrán exigirse en tiempo de guerra cenias 
condiciones impuestas por una jiey que se supone, ^ 
será lo más equitativa para minorar en cuanto sea 
posible los abusos que se cometan en este, estado 
anxntnaTdé cosas; pero entotices pueden ser exigí- 
dos esloB servicios, porque la primera condición jpa- 
n^ba^ir respetar Ibsí derechos del hombre es la paz, • ' 
y 4i9do8 los 'habitantes áé la República estáii iüt^e- : ' 
refiftdos .^n manteneri» y dUUgados á procurar su ^ 
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r6fttaUe(Hiaid&to aun á costa de álguHOB íactificoos 
peiBonalea.- 

56. — El art. l22 de la Constitución dicet ^^at 
tiempQ de paz, mingima awÉOKádad nüMktmsr 
puede eiereer.más twakeione» ^ue las qve • 
tengan exaeta conexión con la disciplina 
miliitar» Solamente liallirá «comandancias 
miUtares flf as y permanente» en los casti- 
llos» fortaleasas y almacenes^liie dependan 
inmediatamente del CMbiemodela Unión 

ó en los campamentos^ cuarteles ó depósi^ 
toS) que fuera de las poMáciones estable** 
ciere« para la estación de las tropas*^'' 

El artículo 12^ sanciona lo dispuesto en el 2&^, 
puesto que- establece que no -se considere como au- 
toridad á los militares, sino para lo <j[ue tenga exac- 
ta conexión con la disciplina, y de ninguna manera 
puede eonsiderarse así la prestación' de servicios de 
cualquiera dase á un indiriduo de la milicia* 

El establecimiento de cierto número de coman- 
dancias fijas y permanentes en castillos, fuertes ó 
campamentos fuera de las poblaciones, tiene por ob- 

Í'eto evitar en cuanto sea posible la supremacía de 
a autoridad militar sobre la civil, ^ues siendo las 
Comandancias muchas y estando situadas dentro 
de las poblaciones, ser^ difícil que las autoridádesi 
civiles se hicieran respetar* 

57.— A&TÍcuiiO 2Y,— ^%a Mropie4ad.de las 
per^nas no puede ser ocupada sin su con^» 
sentimiento) sino por causado utilidad pú^ 
llliA^a y previa indcMnnttaeión* Ija ieyde^ 
tenuinará la autoridad «ue déma hacer la 
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exom^opiaclm y loa nanifiiioB con . c^e^ésta 
. Itaya de Torificarae* 

Ninguiia corporación cítíI ó eclealiíatica) 
cualquiera 4ite sea su carácter, «tonomi* 
aaetén ú oMeto^ teq^Urá capacidad legal 
para adquirir Maies en propiedad ó ad- 
nftiniítrar por ai Menea raicea, con la ez- 
•cepción. de loa ediUcioa deatinadoa inme- 
diata ó directentente al aervicio ú oUfeto 
de la inatituGlón*" 

La propiedad es une de los derechos del hombre; 
con ella asegura y hace más cómoda su subsisten- 
cia. Gomo todo derecho, éste tiene ciertas limita- 
ciones, en beneficio de la comunidad, por eso pue* 
de ocuparse la de cualquier individuo en determi- 
nados casos; pero aun en el caso en que se ocupa 
la propiedad privada en bien de la comunidad que 
se- llama ea^propiación por causa de utilidad púMi- 
ca, debe pagarse al propietario cierta cantidad por 
vía de inaemnización. 

Qué es lo que constituye la utilidad pública; por 
qué autoridaa y en qué casos deba hacerse la ex- 
propiación, y sobre qué bases se calculará la indem- 
nízación, son materias que determinará la ley re- 
glamentaria que, aunque muy necesaria, no ha sido 
aún expedida por el Congreso de la Unión. (1) 
^ 58. — ^£1 origen histórico de la reforma constitu- 
cional consignada en la tercera parte del artículo, es 
el siguiente: 



(1) Mientras le expide la ley orgánica de este artfcalo, 
se reputa vigente en lo compatible oon las actuales instita- 
oionea la de 7 de Julio de 1853; y para el Distrito Federal 
y municipalidades del mismo las de 30 de Mayo de 1882, 
12 de Junio de 1883 y laa bases 4^ la de 13 de S^tier^hre 
de 1680, 



• i42 

ílaiíode 1856 expídKé el GoWerño liberal las 
leyes llamadas de desam&Htzacián, qne disponían 
que todos los bienes raíces de la propiedad de las 
corporaoiones religiosas fueran Tendidos <son objeto 
de movilizar los capit^es que estaban invertídos 
en esQB bienes, pero quedando siempre estos de la 
propiedad de las mencionadas corporaciones.. 

La medida fué dictada por el ministro del 6. 
Beoito Juárez, Lie. M^d Lerdo de Tejada, de 
acuerdo con los principios mod^moi de la Eco- 
nomía política, para evitar que esos cuantiosos 
capitales continuaran estancados beneficiando sólo 
A poquísimas y determinadas personas y. para 
evitar que con estos recursos continuara el partido 
conservador combatiendo al Gobierno de Juárez. 

Creyéndose ultrajado en sus derechos el Clero 
CJatólicot no obedeció lo mandado por estas leyes y 
tres años después, en 1859, expidió el mismo go- 
bierno las leyes de Nacwnalización de Bienes ecle- 
siásticos, en las que se prohibió al clero tener toda 
clase de bienes faíces y capitales impuestos sobre 
ellos, haciéndose de propiedad de la Nación, los que 
poseía* 

Los legisladores de 57 quisieron elevar estas le- 
yes á preceptos constitucionales, para hacer más di- 
fícil su derogación y lo consagraron así en el artícu- 
lo 27. 

59. — ^En el artículo 3® de las Adiciones y Refor- 
mas hechas á la Constitución en 25 de- Setiembre 
de 1883, para evitar que volvieran á adquirir las 
comunidades religiosas bienes raíces y se estancara 
dé nuevo el capital, se dispuso qu^: 

^'Ninguna institución religiosa puede ad- 
^nirir Menes raices ni capitales impuestos 
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fM>1>i*e estoS) con la sola excepción estalile^ 
cida en el articulo 27 de la Constitución." 

60. — Artículo 28. — "No liabrá monopolios 

ni estancos de ninguna clase» ni prohiM- 
clones a titulo de protección a la industria. 
Ebcceptúanse únicamente los relativos á la 
acuñación de moneda^ ¿ los correos y á los 
privilegios que, por tiempo limitado^ con- 
cede la ley á los iuTentores y perf ecciona- 

dores de alguna mejora." 

"El monopolio legal consiste en el derecho ex- 
"clusivo que alguno pretende haber adquirido para 
"vender ó fabricar determinadas mercancías 6 efec- 
"tos." (1) Este derecho puede fundarse en la ley ó 
en concesión de la autoridad pública. 

Los estancos consistían en monopolios ejercidos 
por el gobierno y las prohibiciones á título de pro- 
tección ala industria^ eran las que se hacían de 
vender ó introducir ciertos* efectos en la República/ 
con objjsto, según se creía, de protejer la iadustria 
nacional. 

Habiendo reconocido en los artículos 3^. y 4?, el 
derecho de abrazar la profesión, industria ó trabajo 
que á cada uno acomode y la libertad de enseñan- 
za, y de acuerdo con los principios modernos de la 
economía política, que prueban que con los mo- 
nopolios y estancos, sólo se consigue enriquecer á 
un corto número de individuos, (los privilegiados) 
perjudicando álos demás que no pueden dedicarse 
á esa clase de industria, los constituyentes previ- 
nieron la abolición de éstos en el artículo 28® 

Con el sistema de privilegios tampoco p^ed^ fo- 

(l) Lozano, Derechos del Hombre. 



B^tacsd al adelanto de ninguna industria» porque 
' los que la ej^cen están seguros de que sus manu- 
. iacturasbuenas ó malas tendrán que comprárseles 
. siempre que no haya otra cosa en el mercado. 

61.— ¿Únicamente se exceptúan délo dispuesto 
en el artículo, la acuñación de moneda y el correo, 
• monopolizados por el Crobierño. 

La 1^ porque para facilitar toda clase de cam- 
bios es indispensable la unifofmidad de moneda 
(que es un equivalentedatodoe los. demás valores), 
y para que ésta llene su pipeto .ea necesario garan- 
tizar la avitenticidad de su valor intrínseco y repre- 
;Sentativo, cosa que sólo puede hacer el Estado. Esa 
uniformidad sólo podrá ser determinada por el Go- 
bierno. General, para no herir las susceptibilidades 
de los Estados, dando la preferencia á alguno de ellos 
en perjuicio de los demás. 

Éazones del buen servicio público y análogas á 
las últimas que acabamos de dar respecto de ]a in- 
conveniencia de preferir á determinado Estado para 
que legislara sobxe la materia, impulsaron á los 
Constituyentes á declarar que el trasporte* de la co- 
rrjsspondencia por medio de la estafeta sería dere- 
cho exclusivo del Gobierno General. 

ÜQn cuanto á los privilegios que, por tiempo limita- 
do concede la ley á los inventores ó perfeccionadores 
de alguna mejora, no perjudican en nada al desa- 
rrollo y adelanto de lu industria, y sí la fomentan, 
puesto que sólo son otorgados por una ley y para 
un espacio de tiempo limitado, (l) 

62. — Artículo 29. -^^^En los casos de inva- 
sión, perturlbaGlóngraTe ¿ la paz pública 

(l) Las leyes que se reputan vigentes en materia de pri- 
vilegio aon: las de 7 de Mayo de 1832 y 28 de Setiembre 
de 1843; y el Reglamento de 12 de Julio de 1852. 
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ó cualauieraatros^uepongaaaálaiKkoiedad 
en grande peligro ó conflicto,, solamente 
el Presidente de. la Reipública, de acuerdo 
con el Gonaejo de ministros y con BproliB- 
ción del Congreso de la Unión, y en lo&re^ 
cesos de este, de la Diputación pennanente, 
puede suspender las garantías otorgadas 
en esta Constitución» con excepción de las 
que aseglaran la Tida del itomli^re; pero de- 
1>erá liacerlo por un tiempo limitado, por 
medio de prevenciones generales y sin que 
la suspensión pueda contraerse ú determi- 
nado individuo. 

Si la suspensión tuviere lugar bailándose 
el Congreso reunido, este concederá las au« 
torizaciones que estime necesarias para 
que el Ejecutivo baga frente á la situa- 
ción. Si la suspensión se verificare en 
tiempo de receso, la Diputación perma- 
nente convocará sin demora al Congreso 
para que las acuerde.^^ 

En casos imprevistos y de gran peligro para la 
Nación, es necesaria la suspensión de determinadas 
garantías, pues amparados por ellas los perturbado- 
res del orden público, harían que fuese imposible al 
Gobierno establecido, restablecer k paz y castigar 
á los culpables. Es la misma limitación de todo de- 
recho, de que ya hemos tratado. 

Las solas garantías que no jpueden suspenderse, 
son aquellas que aseguran la vida del hombre» por- 
que sin ellas no existe sociedad posible. 

Sin embargo, para que no se abuse de esta auto- 
rización, dispone el artículo que sólo determine la 
suspensióp el Primer Magistrado de la Bepública; 
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con audiencia del consejo de ministros y de acuerdo 
con el Congreso, porque propuesta por el Presiden- 
te, de acuerdo con los ministros, que son responsa- 
bles de sus actos oñciales ante la Nación, y apro- 
bada por los delegados del pueblo, se tienen las 
mayores probabilidades de que la suspensión sea 
necesaria; y para restringir más esta autorización, 
se previene que«sólo se hará uso de ella en los ca- 
sos de invasión, perturbación grave de la paz públi- 
ca ó cuando se halle la sociedad en grave peligro ó 
conflicto. 

Como es evidente que estas perturbaciones y es- 
tos peligros ni pueden llevarse á cabo por un solo 
hombre ni durar indefinidamente, eta lógico deter- 
minar en ^1 mismo artículo, que sólo podrían sus- 
penderse las garantías mencionadas sin contraerse 
á determinado individuo^ de una manera general y 
por tiempo limitado. 

63. — Al tratar de los poderes ejecutivo y legisla- 
tivo, veremos las facultades y obligaciones del Pre- 
sidente de la República, de los ministros y del Con- 
greso, así como su organización; por ahora bástanos 
decir que la Diputación permanente consiste én un 
número pequeño de miembros del Congreso que, 
durante el tiempo en que éste no se reúne, desem- 
peña algunas de sus facultades; pero que tratándo- 
se de un asuiíro tan grave como la suspensión de 
lo dispuesto por ciertos artículos constitucionales, 
no podría ser autorizada por un número relativamen- 
te insignificante de delegados del pueblo, y por eso 
quiso la Constitución que si el Congreso estaba en 
uno de los períodos en que conforma & ella no debe 
reunirse, la Diputación permanente lo convocara á 
sesiones extraordinarias, nara garantizar más toda- 
yí{k al pueblo respecto de la necesidad de suspender 
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el ejercicio de alguno dé los derechos del hombre 
reconocidas por la Gonstitucióii de 1857. 

64. — Todos los derechos y garantías consignadas 
en esta Sección de la CSarta fandámi^ntal, implican 
las obligaciones correlafcivas y todos tienen el mismo 
limite: el respeto ai derediode otro. Nuestros dere- 
chos concluyen, donde comienza el derecho ageno. 

SECCI01I II. 

DE LOS MEXICANOS. 

65.— Artículo 30. — ^^Son mexicanos: 

I. Todos los nacidos, dentro y fuera del 
territorio de la Repúlilica, de padres mexi- 
canos. 

II; Tjo% extranjeros que se naturalicen 
conformé a las leyes de la federación. ( O 

lil. lios extranjeros que adquieran bie- 
nes raices eñ la Repúlilica) d tengan Hijos 
n&exicanos, siempre que no manifiesten 
la resolución, de conservar su nacionali- 
dad.'^ 

Notorias son las ventajas de fomentar en todas 
las naciones la inmigración de individuos honrados 
y trabajadores; con ellos vienen nuevos capitales y 
nuevas industrias y una de las maneras de fomen- 
tarla es facilitar la naturalización fijando las reglas 
para adquirirla y conservarla y las causas que mo- 
tivan su pérdida. Antiguamente los extranjeros se 
consideraban como enemigos y hoy no sólo se les 

[I] Ia )ey Tígente dé Extranjería y'KatarAli«ación es la 
de. ^ d&isMsyo d0 1S86. 
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deja de considerar así, sino que se les antorii» pa- 
ra que llenaiido ciertos reqiusíitos se nAfciiraliceD y 
gocen de los devechos y obligaciones de losmexica- 
nos. Los principios del derecho internacional mo- 
derno están formulados en la &ac. II del art. 30. 

La I no necesita explicación alguna. 

En cuanto á la III, es sólo una de tes maneras de 
adquirir la Nacionalización que los Constituyentes 
no quisieron dejar al Arbitrio de leyes secundarías. 

66.— Artículo 31. — Es oliligación de todo 
mexicano: 

I. Defender la independencia, el territo- 
rio, el Iionor^ los, d^recbos é. intereses 4e su 
patria. 

. JI,^ Coiitrib^uir para los gastos públicos, 
asi de la federación como del Estado y Mu- 
nicipio en 4|ue, resida, de la wanera pro* 
porcional y equitativa que dispongan las 
leyes." 

Comprende la fracción I todas las obligaciones 
que se tienen para con la patria, á diferencia de las 
que se tienen como homlm y como ciudadano. 

Como hemos repetido ya, para adquirir loa dere- 
chos qiie sanciona la Constitución, es indispensable 
cumplir con las obligaciones (]^ue ella impone; ^or- 
qu^ los derechos se c«mpi:an siempre con las obhga- 
cienes; así pues, para gozar de los que aquella con- 
cede á los mexicanos, es necesario cumplir con las 
que impone la fracción de que tratamos. 

67. — Abiícülo 32.— "Líos mexicanos serán 
preferidos a los extranjeros, en igualdad de 
circunstancias, para todos los empleos, 
caryosó con|ic(ioiies de teon»l>n»mttfin to 
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ble laieUMaMI 4e cittdütfimo. Sé éxpédítákb^ ^ 
leyes para mejorar la condición de lo»ine* 
xicaiioB laliorlosos, premiaiÉdo a los que ge 
distincfln en ^aualqnier iCiemoia ó arte, esti- 
mulando el trábalo y fundando colegios y 
escuelas prácticas de artes y oñeios;" 

Dadas ías mismas aptitudes 7 los tnismos conoci- 
mientos debe preferirse siempre el nacional al ex- 
tranjerOj sin que esto implique qué sa denigra ó 
apoca á este, puesto que siempre que es m&s ihis- 
trado ó más inteligente se le prefiere binacional. 

El artículo se refiere sólo á los casos en que no 
es indispensable la calidad de ciudadano, pues 
cuando la ley lo exige no cabe duda de qué sólo el 
nacional puede adquirir el empleo^ cargo ú honor 
de que se trata* 

SEGCiaNIilé 

Dfi LOS EXTBANJEBOS. 

68.— Abtículo 33.— *^Son extriinlei^os los 
que no posean las calidades determinadas 
en el articulo 30. Tienen derecUo á las ga^ 
rantias otorgadas en la Sección I, Título I 
de la presenté Constitución, salvo en todo 
caso la facultad que el Gobierno tiene 
para expeler al extranjero pernicioso. Tie* 
nen obligación de contri1>uir para los gas- 
tos públicos, de la manera que dispongan 
las leyes, y de obedecer.y respetar las instad 
tuciones, leyes y autoridades delpais, snje* 
tándose ¿ los fallos y sentencias de los tri* 
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banales, ftligt poder iiitentay otfo» recünoft 
que losaue.lasleyeftQim<»de9Á4as.i«i«típ 

canos." . •. - ..-5 • . .-í'É /:....;. • 

Comojas garaoitiaaótoig&daB'eti la<«éceíótí'l^ de 
la Constiüición ii0soii'iBá«'btte''el^<r«<i^iiMÍlftÍ6áto 
de. los devedios que tiene todo liafiíbre por ^sóId el 
hecho deiierlo» se reconocen estos tibiábién -al-: ex- 
tranjero; pero con la limitación de que ^i el extran- 
jero es pernicio3o^ es decir, si es de.iaala.^&dueta, 
si se ingiere maliciosamente, en asunto^ políticos» 
si perturba el orde;i público de una manera atrapa- 
da, el gobierno tenga el derecho de expulsarlo del 
país. La Suprema Corte de acuerdo con la inten^- 
ción de los Constituientes ha establecido en sus re- 
soluciones, (ejecutorias) que en el artículo debe en- 
tenderse que la palabra tiobierno se refiere al Eje- 
cutivo, que como poder administrativo es quien 
tiehe mayor conocimiento de la conducta de los que 
habitan el país y medios V^Í9 jexpeditos para llevar 
^ cabo la expulsión. 

Natural es que estén obligados á. recetar las le- 
yes del país que les da hospitalidad, y que contribu- 
yan, á sus g^tos, porque.gozan de los beneficios y 
la seguridad,, que se pfigau con. eso^ ^ga^tos^ . . . 

69.-^Las. leyes Vigjéntes spW extranjería son la 
de 28 dé Mayo de 1886 y Jasaiiteriores sobre la ma- 
teria en todo aquello compatible con nuestras ^ac- 
tuales instituciones, en que no pugnen coa. la ley 
antes citada* 






* .rsHÍ- 
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SECCIÓN IV. 

DE LOS OIXTBABAHOS MEXIOANOS. ^ 

70. — Abtículo 3á. — "Soa ciudadanos de la 
Repúl>lica todos los que, teniendo la cali- 
dad de mexicanos, reúnan además la^ si« 
guientes: 

I. Ha1>er cumplido diez y oclio años, sieil- 
co casados, ó veintiuno si no lo son. 

II. Teneír un modo Uonesto de vivir •^' 

La ciudadanía consiste en el ejercicio pleno de 
los derechos civiles y políticos, según los cuales so- 
mos considerados como miembros de una Nación. 

Se exige cierta edad y modo honesto de vivir, 
porque sólo en esas circunstancias se estará en ap^ 
titud de gozar de derechos y cumplir con obligacio- 
nes que no podrían desempeñarse con acierto en 
otras condiciones. 

71.— -Abtícülo 35. — ^^Son prerrogativas del 
ciudadano: 

I. Votar en las elecciones populares. 

II. Poder ser votado para todos los car- 
gos de elección popular, y nom1>rado para 
cualquier otro empleo ó comisión, tenien- 
do las calidades que la ley esta1>lezca. 

III. Asociarse para tratar los asuntos pú- 
blicos del país. 

iV. Tomar las armas en el ejército, ó en 
la guardia nacional, para la defensa de la 
Repúl>licB Y de sus institucione». 

V« Bfercer en toda clase de negocios el de^i 
reclio d^ petición»^' 
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Artículo 36. — ^^Son c^l^ltsaciones del ciu- 
dadano de la Repii1>liGa: 

I. Inscnrililrse én el iiadroik dé sti' munici- 
palidad, manifestando la propiedad que 
tiene' ó' la indn^tria, profeslóin ó trabajo 
de iqné sttttsüste¿ 

IÍ« Alistarse en la guardia nacional. 

III. Totar en las elecciones populares, eiá 
el distrito que le corresponda. 

IV. Desempeñar los cargos de elección 
popular de la federación, que en ningún 
caso serán gratuitos.^' 

La ciudadanía^ así como los derechos del ciuda- 
danO) tienen un carácter meramente político. Exi- 
gió la Goilstitución, tanto para ser ciudadano, como 
para gozar de estos derechos, ciertos requisitos, que 
sí puede conceder una ley, mediante el cumplimien- 
to de determinadas obligaciones, á diferencia de los 
del hombre, que la ley no puede más que reconocer 
como preexistentes y debe sancionat por los medios 
más adecuados. 

Las prerrogativas del ciudadano, como las llám'a 
la Constitución en él art. 35, tiene como relativas 
las obligaciones enumeradas' en el- 36; ylos mismos 
hechos, excepto los de asociarse, de ejercer el dere' 
cho de petición y de poder ser votado para cargos 
de elección popular, pueden ser prerrogativas ú 
obligaciones, según que se consideren de parte del 
individuo ó de parte de la Nación. 

72. — ^Determinada la manera der adquirir la ciu- 
dadanía, tanto para los- n^xieanos^omo para los 
extranjeros, natural era que se dijeia cómo se po« 
<jb:ía perder, j así se hizo en el aitíoulo isiguiei^ 
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Artículo 37. — ^^La calidad de ciudadano 

se pierde: 

I. Por naturalizacióa en país extran- 
jero. 

II. Por servir oficialniente al GoMemo 
de otro país, ó admitir de él condecoracio- 
nes/títulos ó funciones sin previa licencia 
del Congreso federal. Kxceptúanse los títu- 
los literarios, .científicos' y humanitarios 
qLue pueden aceptarse li1>remente»'' 

La fracción II tiene dos excepoiones: 
1"" Cuando se admiten condecoraciones ó empleos 
del Gobierno de otro país con licencia del Gobierno 
federal. 

2* jCuando se trata de títulos científicos, litera- 
rios ó humanitarios que pueden aceptarse libre- 
mente. 

La; pérdida de la ciudadanía por servir á otro Go- 
bierno está fundada en que dependiendo de otro 
Gobierno no pueden obedecerse las disposiciones pa- 
trias y no se sirve ya á la Nación como miembro 
suyo, sino' cuando así convenga á la otra Nación; pe- 
ro si el- Congreso general, que es la reprefjentación 
genuina del pueblo, no juzga perjudicial.á la Repú- 
blica que uno de sus miembros admita condecora- 
ciones ó empleos procedentes del extranjero, no exis- 
te ya razón alguna para que por este motivo sé 
pierda la ciudadanía. 

Pándase la 2** excepción en que nada hay tan 
honroso y digno de enorgullecer á una Nación, co- 
mo esa clase de títulos conferidos por otra á los 
ciudadanos que la forman; y los legisladores de 57 
no podían menos que autorizar á los mezieaaos pa- 
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ra recibir sin trabas de ninguna especie esos t>re- 
mios á su talento, á su instrucción ó á su valor. 

73.— Artículo 38¿— "ta ley ülaválds casos 
y la forma en que se pierden los deretlios 
'de etadttdtmo y la ifianera de bacer la re- 
MtMlitec&ón." 

^ Hemos dicho ya que la ley que debe reputarse 
agente soljre la materia es la de 28 de Mayo de 
1886. ' . • 

Esta ley no indica la manera de hacer la rehabi- 
litación; es decir, la maneta de volver á adquirir 
los Derechos de Ciudadano, cuando se han perdido 
por alguna de las causas ya enumeradas. 

m 

TITULO SEGUNDO. 

SECCIÓN I. 

I>B LA SÓBEBANIA NAOIO^NAL Y DE LA FORMA 

3)E aOBIEBNO. 

T4. — Artículo 39. — ""La soberanía náclo- 
m&l reside esencial y origiiiariantente en 
el pueMo. Todo poder público dimana del 
ptieblo y se instituye para su beneficio. El 
{Hieblo tiene en todo tiempo el inalienable 
dereclio de alterar ó modificar la forma de 
su gobierno." 

Lasóherianíanacional es rtel derecho quetienen los 
iil^ueblos de organizarse, de concentrar el desarro- 
tillo de sus fuerzas en atención á la unidad del ñn, 
t'de apartar todos los obstáculos internos ó exter- 
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iiHOS y dé procurar la conservaciiSn y el perfeccio* 
riBamietito de estas fuerzan, n (1) 

Pertenece este derecho al pueblo, porque él es 
quien va á ser gobernado, él quien debe obedecer 
las leyes, él quien debe defender la integridad del 
territorio, él quien paga los impuestos y él por úl- 
timo quien sostiene á su gobierno. A nadie más que 
á ese pueblo corresponde el derecho de soberanía^ 
derecho que no podrá ser ejercido por una sola per- 
sona ó familia, bajo ningún pretexto, pues ni una 
iii otra podrán ser intérpretes de los derechos de un 
pueblo. 

El pueblo manifiesta su voluntad por medio de 
delegados que envía á asambleas llamadas Cámaras, 
Cortes 6 Congresos, que son los que expiden las leyes 
por que se rige la Nación. 

75. — El plan de Ayutla proclamado el 1** de Mar- 
zo de 1854 y reformado el 11 del mismo mes en 
Acapulco, llamó á. los. representantes de la Nación, 
y en virtud de él se expidió la convocatoria de 17 
de Octubre de 1855, con dos objetos principales: 
1°, formar la Constitución de la República, y 2°, re- 
visar los actos del Gobierno dictatorial de Santa- 
Anna. y del provisional que se estableciera mientras 
se promulgaba la Constitución. 

Los diputados al Congreso Constituyente, es de- 
cir, los delegados del pueblo, llamados por la con- 
vocatoria de 1855, dijeron en nombre de la Nación 
á quien representaban: 

Artículo 40.— "Es voluntad del piiel>lo 
mexicano constituirse en una repúMica 
representativa, democrática federal, com- 
puesta de Estados li1>res y so1>eranos en todo 

[1] Fiore.-^Dereoho público inlarnaoional. 
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lo concernienite á surésimeniíiteriorfPero 
unidos en una federación esta1>lecida se- 
Siin los principios de esta ley fundamen- 
tal.'? 

Consiste el sistema Republicano, como ha dicho 
un eminente publicista, en nEl Gobierno del pueblo 
por el pueblo. I» 

República r^resentativa es aquella en que elpue- 
bloelige á determinados individuos paraquelo repre- 
senten en las Cámaras federales, ( nombre que se 
da al Congreso y al Senado) : democrática en la que 
todos los ciudadanos tienen iguales derechos y pue- 
den tener el mismo participio en el Gobierno: fed-e- 
ral quiere decir que todas las entidades q^ue la for- 
man, llamadas Estados, están unidas y sujetas á las 
disposiciones del Gobierno General, en las cuestio- 
nes exteriores y en las de interés común, 

76. — Sin embargo, para todo lo concerniente á 
su régimen interior, los Estados son soberanos é in- 
dependientes entre sí; pero no pueden establecer 
nada contrario á la Constitución Federal, ni aun en 
sus constituciones particulares, ni adoptar distinta 
forma de Gobierno, como lo expresa el artículo 41 
en el cual se determina cómo ejerce el pueblo su 
soberanía en cada caso particular: 

^'Kl pueblo ejerce su so1>eranía por medio 
de los poderes de la Union en los casos de su 
competencia y por los de los listados para 
lo que toca á su régimen interior en los 
términos respectivamente esta1>lecidos por 
esta Constitución federal y las particula- 
res de los Estados, las que en ningún caso 
podran contraTenir á las estipulaciones 
del pacto federal*" 
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Se llaman poderes de la Unión á los poderes Le- 
gislativo, Ejecutivo y Judicial reunidos, de cuya 
organización y atribuciones nos ocuparemos des- 
pués. 

SECCIÓN 11. 

DE LAS PARTES INTEGRANTES DE LA FEDERACIÓN 
Y DEL TERRITORIO NACIONAL. 

77. — Los Constituyentes creyeron indispensable 
determinar en la ley de las leyes el territorio que 
forma la Repáblíca Mexicana, dentro del cual ejer- 
cen su jurisdicción los diferentes Poderes de la 
Unión y de los Estados respectivamente, para evi- 
tar en lo posible toda cuestión ulterior acerca de lí- 
mites, y lo expresaron asi en los ocho artículos si- 
guientes que forman la sección II del título IIL 

Artículo 42.— "e1 territorio Nacional 
comprende el de las partes integrantes .de 
la federación, y además el de las islas ad« 
yacentes en am1>os naares." 

78.— Artículo 43. (1)— ''Las partes inte- 
grantes de la federación son: los Estados de 
Aguascalientes, Campeclie) Coahuila, Co- 
lima, Chiapas, Cliiliualiua, Durango, 
Quanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 
MéauLCo, Midioacdn, Morelos, Nuevo L.eón, 
Oaxaca, Pue1>la, Querétaro, San I.uis Po- 
tosí, Sinaloa, Sonora, Taliasco, Tamauli- 
pas, Tlaxcala, Talle de México, Teracruz, 
Yucatán,^acatecas, el Territorio de la Ba- 

(1) Ref. en 12 de Dbre. de 1884. 
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ia California y el de TepiC) f «Nnogiado con el 
7? Cantón del Estado de Jalisco.'' 

En este artículo están ya comprendidos los de- 
cretos de 29 de Abril de 1863, 18 de Noviembre de 
1868, 15 de Enero de 1869 y 16 de Abril del mis- 
mo año, por los cuales se erigieron nuevos Estados 
dentro de los ya existentes. 

Artículo 44. — *^l^os Estados de Aguasca- 
lientes, Chiapas, Cbihuahua, Durango, 
Guerrero, México, Pue1>la, Qiierétaro, Si- 
naloa, Sonora, Tamaulipas, y el Territorio 
de la Baja-California, conservarán los li- 
mites que actualmente tienen." 

AbtIoulo 45. — ^^Los Estados de Colima y 
Tiaxcala, conserrardn en su nuevo carác- 
ter de Estados los limites que lian tenido 
como territoriojs de la federación^.'^ 

Artículo 46.— ^^£l Estado del Valle de Mé- 
xico se formara del territorio que en la 
actualidad comprende el Distrito. Federal; 
Iiero la erección sólo tendrá efecto cuando 
los Supremos Poderes federales se trasladen 
á otro lugar." 

Artículo 47. — '^El Estado de Nuevo I.eón y 

Coaliuila comprenderá el territorio que 
lia pertenecido álos dos distintos Estados 
que boy lo forman, separándose la parte de 
la hacienda de Bonanza, que se reincorpo- 
rará á Zacatecas, en los mismos términos 
en que estalla antes de su incorporación 
á Coalmila." 
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Abtíoülo 48. — (*CoiEflCstadosdetíuAna|atttO, 
Jalisco, Miclioacán^ Oaxaca^Taliasco, San 
Luis Potosí^ VeracTuz, Yucataui y Zacate- 
cas* recoliraráii la extensión y limites que 
tenían en 31 de Diciemlire de 1852 con las 
alter94[^ip]|iis% ape e^tlIldcK^e el ariÍGnlo si- 
guiente.'?. 

' 79. — Artículo éd. — *'E1 pueUo de Contepec, 
que faa pertenecido áGuanafuatO) se incor- 
povariiá MiclM>acán« La municipalidad de 
AluiaUilco, que faa pertenecido á Zacate- 
cas, se incoiFporará á San Luis Potosí» Las 
municipalidades de Oja. Caliente y San 
Franjci^coidelos Adamaes, qu^ l^si^per^e^íe- 
cidp ú ScLn l(iUis, así coiim^ I^m pi^eli^isf. ^ 
NueTa-Tlai|kCala y San Antlré?^ ^1 Tenl, que 
lian pestepiK^ido á Jalisco, m inqo^^Qm* 
ron ¿Zacatecas. El departamento de Tnx- 
P9n CfUAtimiará formando parte de Yern^ 
cirwB. Kl cantón de liuimanfi^uiUo, que luí. 
pertenecido ú Veracruz, se incorporará i 
Ta1>asco." 

80. — Existe además el Distrito Federal, formado 
con parte del territorio de lo que hoy se llama Es- 
tado del Valle de México, que es donde residen los 
poderes Federales ó sea el Gobierno de la Unión. 
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SE LA DlVISIOir SE LOS POSEBKS. 

81. — Artículo 50. — "El supremo poder de 
la federación se divide para su ejercicio en 
LegislatlTO) EfecutiTO y Judicial. Nunca 
podrán reunirse dos ó más de estos poderes 
en una persona ó corporación) ni deposi- 
tarse el Legislativo en un indiTiduo." 

La acción del poder público se ejerce de tres ma- 
neras principales: 1?, haciendo las leyes (poder le- 
gislativo), 2**, aplicándolas como juez (poder judi- 
cial), y 3^, ejecutándolas (poderejecutivo). 

La observación y ]a experiencia han enseñado 
que la condición de la libertad depende de que ca- 
da una de estas funciones sean ejercidas separada- 
mente. - 

Montesquieu decía que: "si el mismo individuo 
"reuniera los poderes Legislativo, Judicial y Ejecuti- 
"vo, ese hombre tendría en su mano el despotismo; 
"desde ese momento la soberanía del pueblo no se- 
"ría sino un mito, una vana palabra, pues el despo- 
"tismo, puede decirse que es la concentración de 
"la soberanía en una misma mano.»? (1) 

Al frente de la Constitución de Massachusetts se 
leen estas palabras: "Queremos que los poderes es- 
"tén divididos, porque queremos que en Massachu- 
"setts gobiernen las leyes y no los hombres; f! 

(1) Esprítdealois, 
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£!1 arti 50 de la Constitución fué diotado, por la 
convicción que abrigaban nuestros legisladores de 
la verdad de estos principios. 

No especifica si una ó varias personas deben cons- 
tituir respectivamente los Poderes Judicial y Eje- 
cutivo, y sólo prohibe que se reúnan en una sola; 
en tanto que del Legislativo, terminantemente dice 
que nunca se deposite en un solo individuo. 

Esta declaración se funda en que siendo la for- 
mación de las leyes la más importante de las fun- 
ciones del Poder supremo, si se ejerciera esa facultad 
por un solo individuo, habría el riesgo de que él sólo 
se hiciera arbitro de los destinos del país, dando 
leyes que casi nunca serían la expresión de la vo- 
luntad del pueblo. 

SECCIOX I. íi) 

DEL PODER LEOISLATIVO. 

■ 

82. — ^Artículo 51. ~"E1 poder Legislativo 
de la Nación se deposita en un Congreso ge- 
neral, qjae se dividirá en dos Cámaras, una 
de Diputados y otra de Senadores*" 

La división del poder Legislativo en dos Cámaras 
tiene por objeto principal, en toda República Fede- 
rativa, adunar los elementos popular y federal, pa- 
ra lograr un verdadero equilibrio entre ambos y ob- 
tener así una legislación concienzuda y enérgica á 
la vez, á la que ni se sobreponga el pueblo perjudi- 
cando á la federación, ni ésta invada la esfera de 
acción, popular. 

Además, siempre que las funciones legislativas 

.(1) Reformada en 6 de Noviembre de 1874* 



se deseippeñan por una. sola AsaioJblea, pronto ab- 
sorbe ésta & los otros poderes» conviriiéndoae en ab- 
soluta é irresponsable. Por otra parte el ahÍKU20 de 
legislar, inherente á todo euerpo legislativo y q,ue 
trae gravisimaa consecuencias para la buena organi- 
zación de un país, se apodera más fácilmente de los 
legisladores en el sistema uniá;ario que en el bica- 
marista. 

Sí antes de las refoirmas de 1874 existió una sola 
C&inara, fué porque cuando se formó la Constitución 
era indispensable destruir las preocupaciooes cimen- 
tadas en la base que le formaron nueat^ra^ añejas cos- 
tumbres. En esa ^oca dos Cámaras hubieran, sido 
el obstáculo más poderoso á los progresos de la Re- 
forma; pero ahora no existen ya los inconvenientes 
y sí las ventajas para la existencia de las dos Cáma- 
ras. 

PÁRRAFO I. 

DE LA ELEOeiON E INSTALACIÓN DEL CONGRESO. 

83.— Abtíoulo 52.— ^^La Cánaava de Oipu- 
tadoB se compondrá de representantes áe 
la Nación, electos eii sa tptalldijid cadii dos 
anos, por loa eiudfi|di^i|09 miei^^ciMM^s." 

No deben permvnecer indefinidamente en sus 
puestos los gobernantes, porque las necesidades de 
los pueblos varían según los tiempos y las circuns- 
tancias, y es cosa sabida que la costumbre de estar 
en el poder hace olvidar los verdaderos intereses de 
los gobernados. Mayor es aún la conveniencia de 
esta medida tratándose del legislativo que debe ins- 
pirarse más direct^xp^nte en las nacesidade.s de los 



Ciudadanos á quienes representa. Vov esto se 9eáa- 
ló á los miembros de la Cámara de Diputaos un 
espacio de tiempo relativamente corto para que des- 
empeñasen su cargo. 

84. — Artículo 53, — "Se uomiyrará un Di- 
putado por cada cuarenta mil ]i;al^ttaMtea 
ó por una fracción que pase de Teinte mil. 
El territorio en que la pplilación sea m.e- 
uflir de lo que se fija en este articulo, nQW- 
brará sin embargo un Diputado. 

Artículo 54.^— '^Por cada Diputado pro- 
pietario se nombrará un suplente." 

Artículo 55. — ^^La elección para diputa- 
dos será indirecta en primer grado, y en 
escrutinio secreto, en los térnoiinos que dia- 
ponga la ley electoral." 

Necesario era fijar el número de habitantes que 
debía representar cada diputado, así como elegir un 
sustituto para que en caso de impedimento temporal 
ó absoluto durante los dos años que está en ejercicio 
hubiera quien representara á esos habitantes sin ne- 
cesidad de nuevas elecciones. 

Los diputados, como representantes del pueblo, 
tienen que ser nombrados por él y ese nombramiento 
de un representante coman hecho por determinado 
grupo de ciudadanos se efectúa por medio de la elec- 
ción, que consiste en que cada uno en particular ha- 
ga el señalamiento, ó vote á la persona que le pa- 
rezca más á propósito, siendo representante común 
la que obtenga un número mayor de votos. 

Hay dos inótodoa para hacer las elecciones; di- 
recto é indirecto; en el primero cad^ votajojbe nom- 
bra directamente á la personal que en definltiTa ha 
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dé ser su representante; en el segundo se nombi'a 
primero á ciertos individuos que se llaman electo- 
res, para que estos á su vez elijan al representante 
común. 

La ley electoral- de 12 de Febrero de 1857 refor- 
mada y adicionada por las de 23 de Octubre de 
1872 y 15 de Diciembre de 1874 es la orgánica de 
este artículo y en ella se detalla el modo de hacer la 
elección de los funcionarios públicos. 

Nuestra Constitución prefirió el segundo método, 
por estar menos expuesto á abusos y ser más apro- 
piado en toda Nación populosa. 

En escrutinio secreto, si^niñca que se haga la 
elección sin publicar el nombre de los electores que 
hayan votado por tal ó cual individuo, para evitar 
que por consideraciones puramente personales ó por 
cualquier. otro motivo deje de elegirse á individuos 
que tepgan verdaderos méritos. 

85.— Artículo 56. — '^Para ser diputado se 

requiere: ser ciudadano mexicano en ejer- * 
cicio de sus derechos, tener veinticinco 
anos cumplidos el día de la apertura de 
las sesiones; ser vecino del Estado ó terri- 
torio que Itace la elección y no pertenecer 
al estado eclesiástico. La Tecindad no fité 
pierde por ausencia, en desenoipeño de car- 
go público de elección popular." 

Sólo pueden representar dignamente á un pueblo 
los que además de otras condiciones, llenen las ne- 
cesarias para ser conciudadanos de aquellos que los 
eligen : la edad indica cierto juicio para desempeñar 
un puesto, y la vecindad el conocimiento de los Es- 
tados ó Territorio que se representa. 

Que no se pierde la vecindad por ausencia en des- 
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empeño de algán cargo público de elección popular, 
se fanda ea que puede suceder, que en pequeños 
Estados ó Territorios sean pocos los hombres dignos 
de reprensentarlós, y si de estos pocos se exceptua- 
sen los que hubieran desempeñado fuera un cargo 
público, se verían muchas veces reducidos dichos 
Estados ó Terntoríos á no ser representados ó á ser- 
lo indignamente. 

Estando los Ministros de los cultos sujetos á au- 
toridades meramente eclesiásticas y pudiendo en 
muchas ocasiones las órdenes que recibieran de sus 
superiores ser contradictorias á determinada man- 
cha política ó á las opiniojies de sus representados, 
se juzgó convenientes que los representantes del 
pueblo no perteneciesen al estado eclesiástico. 

86. — Artículo 57. — ''lios cargos de dipata- 
do y de senador son incompatibles^^n cual- 
quiera comisión ó empleo de la Unión por 
el que se disfrute sueldo*" 

Artículo 58. — "Los diputados y los sena- 
dores propietarios, desde el día de su elec- 
ción hasta el día en que concluya su encar- 
go^ no pueden aceptar ninguna comisión 
ni empleo de nombramiento del Ejecutivo 
Federal, por el cual se disfrute sueldo, bin 
preria.licencia de su respectiva Cámara. 
El mismo requisito es necesario para los 
diputados y senadores suplentes en ejerci- 
cio. 

A, — El Senado se compondrá de dos sena- 
dores por cada Estado y dos por el Distrito 
Federal. La elección de senadores será in- 
directa en primer f rmd^f La Lef Islaturade 
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cada Estado declarará electo al que Iraliie- 
re o1»tenido la mayoría absoluta de los to» 
tos emitidos, ó Regirá entre los que Itiiliie- 
ren obtenido mayoría relatira, en los tér- 
minos que diHN»nga la ley electoral. Por 
ciMia senador propietario se el.egira un su- 
plente. 

B. — El Senado se renoTará por mitad» 
cada dos años. Los senadores nombrados 
en segundo lugar, cesarán al fin del primer 
bienio, V en lo sucésiro ios más antiguos, 

C, — ^Para ser senador, se requieren las 
mismas calidades que para ser diputado, 
excepto la de la edad, que será la de trein- 
ta años ctiBAplidos el día de la apertura de 
las sesiones." 

Dqs razones muy poderosas se tuvieron en cuen- 
ta para dictar las disposiciones anteriores: la inde- 
pendencia del poder legislativo, que se encontraría 
comprometida, si como todo individuo que recibe un 
sueldo del Ejecutivo los diputados y senadores estu- 
vieran sujetos al poder administrativo en virtud de 
un empleo por el que lo disfrutasen; y la dificultad 
que habría de desempeñar otro cargo al mismo tiem- 
po, dada la dedicación especial que para éste se re- 
quiere. . 

No sucede lo mismo reelecto de las comisiones y 
empleos por los que no se disfruta sueldo, porque 
en estos no hay la misma sujeción, y como gene- 
ralmente son honoríficos, dejan al representante el 
tiempo suficiente para cumplir su misión. 

(Fracción A.)Ajh organización del Senado se di- 
foeuoía de la de la Cámara de Diputades^ porque 



ftiendo ésta la representación gennina del pueblo 
sin distinción de lugares ni divisiones políticas, tie- 
ne que formarse en razón del número ae habitantes, 
mientras que aquél, como 6S la representación de 
los Estados, toma por base de su formación el nú- 
mero de estos. 

Gomo «n la Legislatura de cada Estado-están re- 
presentadas todas las porciones de su territorio, se 
ereyó necesario que aquellas hicieran la declaración 
de quién debería ser el r^resentante común para 
dar mayores garantías al Estado de que se trate. 

(Fracciones B, C.) Las distinciones establecidas 
en estas fracciones entre las cámaras de diputados 
y senadores tienen por objeto hacer de la segunda 
una cámara más grave y reposada y de la primera 
una asamblea más activa y laboriosa. 

87. — Artículo 59. — '^Los diputados y skia- 
dores isM>n iüTloIalyleBpor sus opiniones m»- 
Bifestadasen el desempeño de sus eneargos^ 
y famas podirán ser reconTesnldos por 
ellas." 

Si se restringiera á los representantes la emisión 
de sus opiniones, no existiría la verdadera indepen- 
dencia del poder legislativo, puesto que el ejecutivo 
y el judicial podrían á veces contener ó desviar las 
discusiones de la Cámara, luego que tomaran un gp- 
ro que no conviniera á sus respectivos intereses. 

Artículo 60. — ^^Cada Cámara cali&calas 

elecciones de sus uiemliros y resnelTe las 
dudas que liul»iere 0OlMPe ellas." 

Natural era confiar á cada una de las GáTÓaras, 
la calificación de quiénes deban ser sus respectivos 
miembcofi, -puesto qtte ella tiene todos lds«ntece- 
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(lentes necesarios, para hacerlo con el conocimiento 
é imparcialidad que tan imporiíante facultad re- 
quiere. 

88. — Artículo 61. — '^I-a« cantaras no pue- 
clcgn alyrir sns sesiones ni elercer su encardo 
sin la concurrencia^ en la de senadores, de 
las dos terceras partes, y en la de diputados, 
de más de la mitad del número total de sus 
mi^nt1»ros; pero los presentes de una y otra 
deberán reunirse el día señalado por la ley 
y contpeler á'los ausentes bajo las penas 
que la misma ley designe." 

Las determinaciones de una Asamblea represen- 
tativa para, ser l'ógicas y verdaderamente legítimas 
deberían darse con la cooperación de todos sus miem- 
bros; pero como eato no es posible en la práctica por 
la dificultad ó casi imposibilidad de que todos asis- 
tan á las deliberaciones, la Constitución señaló un 
número de miembros como el mínimum dé' los que 
eran necesarios para que las disposiciones fuesen le- 
gítimas. 

Señaló para el Senado las dos terceras partes de 
sus miembros y para la Cámara de Diputados la 
mitad más uno, número relativamente menor, por- 
que siendo ésta más numerosa, se hace más difícil 
la reunión de sus miembros; pero cuidando siempre 
de que en ambas las disposiciones que se tomasen 
fueran aprobadas por la mayoría. 

El precepto* contenido en la última parte del ar- 
tículo, es una medida de orden para procurar que 
todos los diputado*^ y senadores asistan con puntua- 
lidad á desempeñar las funciones que les encomien- 
da la Constitucióii. 

8S.— ÁBrícüLO 62.— ^^'fil Congreso tendrá 
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cada ano des penedos de sesienes erdlntt^ 
rias: el primere prorirogalile basta per 
treinta dtas útiles, comenEOira el día |6 dé 
Setiembre y tei^ntiiiará el día 15 de DicieBa^ 
lire, y el secundo, prorrógatele liasta por 
quince días útiles, conenzará el 1? de A1»ril 

Y terminará el último dia del mes de Ma-^ 
yo.jj 

Tanto en los países monárquicos como en los re^ 
publícanos, debe haber la mayor sobriedad en la 
formación y expedición de las leyes, y con este ob- 
jeto, así como con el de evitar que se prolongue in- 
definidamente la agitación política que acompaña 
siempre á los períodos legislativos, se limitó el tiem* 
po que estos debieran durar. 

Se concedieron prórrogas de tiempo en los dos 
períodos, para los casos en que resultara grave per- 
juicio á la Nación, de no concluirse algún asunto 
iniciado ya en el mismo período de sesiones. 

90. — ^Artícülo 88. — ^'A la aportara de las 
sesiones del Congreso a^stirá el Presidente 
de la Unión y pronunciará un discurso en 
q^ue naanifieste el estado que guarda el 
paás. ISI Presidente del Congreso contesta- 
rá en tém&inos generales.^' 

El Presidente, como jefe de la administración está 
enterado del estado general y de las necesidades del 
país, tanto en el interior como en el exterior, y hace 
saber al Congreso esas necesidades, para que en vista 
de ellas, pueda dirigir éste sus tratbajos con mayor 
acierto. 

Artículo 64. — ^'Toda resoktctón del Con- 
greso tendrá el «nucáeter de ley ó declwto* 

6 



70 

Ias leyes y decretos se coimunicaráii al EJe- 
catiTO firniLados por los presidentes de am- 
l>as Cámaras y poiN un secretario de cada 
una de ellas y se promulgarán en esta f or* 
ma: ^^£1 Congreso de los Estados-Unidos 
Mexicanos, decreta: ITexto de la ley 6 decretoy 

Este artículo reformó el primitivo que clasificaba 
las resolucioíes del Congreso, en leyes y acuerdos 
económicos. 

PÁRRAFO II. 

DE LA INICIATIVA Y rORMACION I)E LAS LEYES. 

91. — ^Artículo 65. — *^E1 derecUo de iniciar 
leyes o decretos compete: 

I. Al Presidente de la Unión* 

II* A los diputados y senadores al Congre- 
so general. 

III* A las Legislaturas de los Estados.'^ 

Se limita á determinados individuos y corpora- 
ciones el derecho de iniciar leyes: 1®, porque el Pre- 
sidente de la República, los Diputados y Senadores 
y las Legislaturas de los Estados, mejor instruidos 
en los negocios públicos, propondrán con mayor 
acierto las que convengan á las necesidades del país; 
y 2**, porqjae si se concediera esta facultad á todo 
ciuda^dano, distraería inútilmente la atención del 
Congreso con proposiciones, c^ue nacidas á menudo 
de intereses privados y pasajeros, serían inoportu- 
nas ó inconvenientes. 

92.— AbüÍOülo 66. — ^'ILas iniciatiTas pre- 
sentadas por el Presidente de la Repúlilica j 
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por las üesislataras de los Estados ó por las 
diputaciones de los mismoS) pasarán desde 
luego á comisión* l^as q^ue presentaren los 
diputados ó los senadores se sujetarstn á los 
trámites que designe el Reglamento de de- 
bates." 

Esta diferencia nace de que las iniciativas pre- 
sentadas por el Presidente, ó por la» Legislaturas y 
Diputaciones de los Estados, están mejor estudiadas 
y nan sido discutidas previamente; mientras que 
las presentadas por simples diputados ó senadores^ 
como no es probable que llenen estas condiciones, 
deben sujetarse á lo que disponga el Reglamento 
respectivo. 

Artículo 67. — ^^Todo proyecto de ley ó de 
decreto que fuere desecitado en la Cámara 
de su origen, antes de pasar á la rcTisora, 
no podrá volver á presentarse en las sesión 
nes del año." 

Porque siendo desechado desde luego por la mis- 
ma Cámara en que se propone el proyecto, es in- 
conveniente ó cuando menos prematuro,, y seria 
perjudicial y hasta inútil ocupar al Congreso en su 
discusión. 

93. — ^Artículo 68. — ^^El segundo periodo de 
sesiones se destinará, de todapreferencia, al 
examen y votación de los presupuestos del 
año fiscal siguiente; á decretar las contri- 
liuciones para culirirlos y á la revisión de 
la cuenta del año anterior, que presente el 
Elecutivo." 

No es esta como pudiera creerse una simple me- 
dida de orden. Como ha dicho un conocido escritor: 
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iiEü presupuesto es una de las primeras y más im- 
««portaates condiciones de la vida social, n (l) 

Toda su atención deben reconcentrar las Cámaras 
en decretar los gastos que se hagan en el año si^ 
guíente, y conoridos y decretados los gastos nece* 
sanos deben ocuparse de decretar los impuestos con 
que se cubrirán. A lo primero se llama presupties^ 
to de egresos^ y á lo segundo presupuesto, ó más 
propiamente ley de ingresos, Compleipentaría de 
estas facultades es la de revisar la cuenta del Eje- 
cntivo, que equivale á inquirir si ha cumplido ó no 
con lo que disponen ambos presupuestos. • 

94. — ^Abtícülo 69. — *'E1 día penúltimo del 
primer periodo de sesiones presentará el 
EiecntiTO á la -Cámara de Diputados el 
l^royeeto de presupuestos del año próximo 
siguiente y las cuentas del anterior. Estáis 
f aquel pasarán á una comisión de cinco 
representantes, nombrada en el mismo 
diabla cual tendrá obligación de exami- 
nar dicUos documentos y presentar dicta- 
men sobre ellos, en la segunda sesión del 
togundo periodo." 

Siendo el presupuesto del Gobierno Federal de 
un interés trascendental para el progreso y prospe- 
ridad del país, los Constituyentes creyeron necesa- 
rio detallar los trámites para su votación. 

La iniciativa del proyecto se reserva exclusiva- 
mente al Ejecutivo, en atención á que instruido, 
como debe estar, de los diversos ramos de la Ad- 
ministración y de las necesidades públicas, nadie 

; (1) QmUüo YelMoOi Doroobo CoaititaoiaiMli 
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mejor que él podrá proponer los gastos más ade>- 
cuados según las circunstancias del país. 

95. — ^Abtícttlo 70. — '*Ln ferntacióii de las 
leyes y dte los decretos puede comenzar in- 
distintamente en cualquiera de las dos Cá- 
maras, con excepción de los proyectos que 
versaren solire empréstitos, contribuciones 
ó impuestos, ó solire reclutamiento de tro- 
pas, todos los cuales deHerán discutirse pri- 
mero en la Cámara de Diputados." 

El objeto de que las leyes sean aprobadas por 
ambas Cámaras es que sean mejor discutidas llenan- 
do al mismo tiempo las necesidades del pueblo y 
las de la Federación, para lo cual es indiferente que 
la discusión comience en una ó en otra Cámara. 

Sin embargo, como las leyes que se refieren á 
empréstitos, contribuciones ó impuestos se relacio* 
nan íntimamente con la cuenta de Administración 
que el Ejecutivo presenta cada año á la Cámara de 
Diputados, y con el presupuesto de gastos que tam- 
bién está á cargo de la misma Cámara, es lógico 
que para evitar en el Senado una discusión tal vez 
inútil (puesto que se tiene que basar en asuntos que 
no son bien conocidos por él), se inicien estas cues- 
tiones en la Cámara de Diputados. 

Estando el pueblo directamente interesado en el 
reclutamiento de tropas y siendo fácil que al iniciar- 
se leyes sobre el particular en el Senado^ (que como 
sabemos es la representación federal), la discusión 
tome un gito demasiado ventajoso para las entida- 
des federativas, con perjuicio del mismo pueblo, es 
conveniente que la Cámara de Diputados (represeí^: 
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tacíón genuina dé éste), sea la primera en conocer 
de dichas leyes. 

96. — ^Abtículo 71. — ^^odo proyecto de ley ó 
de decreto cuya resolución no sea exclusira 
de una de las Cántaras, ^ discutirá sucesi- 
vamente en ambas, obserrándose el Re* 
glamento de debates sobre la forma, inter- 
Talos y modo de proceder en las discusiones 
y TOtaciones. 

A. — Aprobado un proyecto en la Cámara 
de su origen, pasará para su discusión ala 
otra Cámara. Si esta lo.aprobare, se remi- 
tirá al £JecutiTO, quien, si no tuviere ob- 
servaciones que ¿acer, lo publicará inme- 
diatamente. 

B, — Se reputará aprobado por el Poder 
Ejecutivo, todo proyecto no devuelto con 
observaciones á la Cán&ara de su origen 
dentro de diez días útiles; á no ser que, 
corriendo este término, liubiere el Congre- 
so cerrado ó suspendido sus sesiones, en cu- 
yo caso la devolución deberá Itacerse el 
primer dia útil en qite estuviere reunido. 

C, — ^El proyecto de ley ó de decreto dese- 
cbado en todo ó en parte por el Efccutivo, 
deberá ser devuelto con sus observaciones á 
la Cámara de su origen* l>eberáser discu- 
tido de nuevo por ésta, y si fuere confir- 
mado por mayoría absoluta de votos, pa- 
sará otra vez á la Cámara revisora* Si por 
esta fuere sancionado con li| misma ma- 
yoría, el proyecto es ley ó deer^o, y vplveni 
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al Ef eeutÍTo piura su prottmlgacióiié I^ad 
TotacioneB de ley ó de decreto serán nomi- 
nales. 
D, — Si algún proyecto de ley o de decreto 

fuere desecliado en su totalidad por la 
Cámara de rerisión, TolTcrá á la de su ori- 
gen con las oliserraciones que aquella le 
liu1)iere lieclio. Si examinado de nuevo 
fuere aproliádo por la mayoría alisoluta 
de los niiemliros presentes, TolTerá á la 
Cámara que lo deseclió, la cual lo tomará 
otra Tez en consideración, y si lo aproliase 
por la misma mayoría pasará al Ef ecuti- 

To para los efectos de la fracción A.; pero si 
lo reproliase, no podrá TolTcr á presentarse 
liasta las sesiones siguientes* 

E. — Si un proyecto de ley ó de decreto 
fuere sólo desecliado en parte, ó modifi- 
cado ó adicionado por la Cámi&ra ,reTiso- 
ra, la jaucTa discusión en la Cámara de 
su origen yersará únicamente solire lo de- 
secliado ó solire las reformas ó adiciones^ 
sin poderse alterar en manera alguna los 
artículos aprobados. Si las adiciones ó 
reformas lieclias por la Cámara rerisora, 
fueren aproliadas por la mayoría alisolu- 
ta de los Totos presentes en la Cámara de 
su origeU) se pasará todo el proyecto al 
EiecutiTo para los' efectos de la fracción 
A, Pero si las adiciones ó reformas lie- 
clias por la Cámara rcTisora fueren dese- 
cliadas por la mayoría de votos en la Ca- 
ladura de su origen, volverán á aquella para 
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iiB9 tome evi e^maUemctín tan raaonea de 
óstS) yall^^i^te WüfonO' al^aotatadelosvo-p 
tos presentes se desecliaren en esta segunda 
Mvislóp cliclbas acciones é ireformas, el 
pjpof ect9^ ei» lo 4||.ue liay a sida aprobada por 
an&lias Cfínnaras^ se pasará al Eieoutivo pa- 
ra los eleo^oade la ftpacc^ón A ; mas si la Cá- 
ntara reyiAora insistiere por la ntaroria 
«llpftQinta de i^otos presentes en dtcliasadá-i 
cÁoiies ó reforman) todo el prof ecto no po- 
drá YOÍT€ar á loreaentajrse sino hasta las sesio- 
niés fllignieñtes^, á «o.ser iin» anlias Cáma- 
ira acuerdenporlantftyojniaai^sotata de^us 
mlemliros presentes, ^|ue se expida la ley ó 
decreto sóio^on los articulas aproliados^ w 
que se reserven los adiciañados ó refornua- 
dos para su exangien y yptación en las sesio- 
nes siguientes» 

K — 1^9 lo^ i]|terpretaclfiai9 reforma ó de- 
rogación de las leyes ó decretos, se obserra- 
ván ios mismos trámites esta1>lecidas para 
su fwrmación» 

G, — Ambas Cámaras residirán en un 
mismo lugar j no podrántrasladarse á otro 
sin aue anles convengan en la traslación y 
en el tiempo y modo de verificarla^ desig- 
nando un mismo punto para la reunión de 
aml^ag. Pero si conviniendo las dos en la 
traslación, difieren en cuanto al tiempo, 
miodp ó lugar, el Etecutivo terminará la di- 
ferencia, eligiendo uno de las extremos en 
cuesMóu* Kinguaa Cáinara podrá smqpen- 
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ñmt M8 «ettones por más de tres aias, sin 
coiise]»tiJiiíeiito de la otra. 

H* — Cuando el Condeso general se reúna 
en sesiones extraordinarias, se ocupará ex- 
clusiTamente del oliieto ú o1)f etos designa- 
dos en la convocatoria; f si no los liuliiere 
llenado el día en que delian alirirse las 
sesiones ordinarias^ cerrará sin emliargo 
aquellas, dejando los puntos pendientes 
para ser tratados en éstas. 

El EfecutiTO de la Unión no puede hacer 
obserraciones á las resoluciones del Con« 
greso, cuando este prorrogue sus sesiones ó 
ejerza funciones de cuerpo electoral ó de 
Jurado." 

Todas estas prescripciones son puramente regla- 
mentarias y se encuentran detalladas aquí, para 
.garantía de la más prudente y reposada expedición 
de las leyes. 

97. — Sólo hay dos entre ellas que sí necesitan al- 
guna explicación: la ingerencia del Ejecutivo en la 
formación de las leyes, puesto que según el sistema 
adoptado por la misma Constitución son indepen- 
dientes los tres poderes, y la no intervención del 
mismo en los casos expresados en. el último párrafo 
de la fracción H. 

Fúndase la intervención del Ejecutivo en la for- 
mación de las leyes, haciendo al Congreso las ob- 
servaciones que juzgare prudentes, en que la inde- 
pendencia de los poderes ni es ni sería conveniente 
que fuera tan absoluta que implicara el desacuerdo 
entre sí de esos poderes, sino que debdn por el con- 
trario cónouirrúr todos sí misino fin; y el EjecntiTp, 
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eomo encargado de.hacer cumplir las disposiciones 
emanadas de la Representaciiin Nacional, y cono- 
<;edor de ciertas necesidades prácticas, puede con 
«US observaciones ilustrar ventajosamente la discu- 
sión de las leyes. 

Generalmente cuando el Congreso prorroga sus 
sesiones, ó ejerce funciones de cuerpo electoral ó 
de jurado, es ó porque el asunto de que debe tratar 
es de gran trascendencia, ó porque se trata de revi- 
sar actos del Ejecjitivo, y entonces se encuentran 
en oposición los intereses de ambos poderes, y se 
daría la supremacía al Ejecutivo si se le autorizase 
para que en estos casos se opusiera á la determina- 
ción de las Cámaras. 

PÁRRAFO IIL 



DE LAS FACULTADES DEL CONGRESO GENERAL. 

98,— Artículo 72. — "Kl Congresotiene fa- 
cultad: 

I. Para admitir nuevos Estados ó Terri- 
torios d la Unión federal^ incorporándolos 
i la Nación* 

II. Para erigir los Territorios en Estados, 
cuando tengan una polilación de ochenta 
mil haliitantes y los elementos necesarios 
para proveer á su existencia política. 

III. Para formar nuevos Estados dentro 
de los limites de los existentes} siendo nece- 
sario al efecto: 

1? Quelaflracciónóflracciones qu^ pidan 
evif irs<; en E^ti|4Q) cuenten con una poMa- 
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ción de ciento veinte mil habitantes por lo 
meno8« 

2? Que se compnieUe ante el Congreso, 
que tienen los elementos bastantes para 
proveer ú su existencia política. 

8? Que sean oidas las i:.egislaturas de los 
Estados de cuyo territorio se trate, sobre la 
Gonveniencia ó inconveniencia de la erec- 
ción d^i nuevo Estado, quedando obligadas 
Á dar su informe dentro de seis meses con- 
tados desde el día en que se les remita la co- 
municación relativa. 

4? Que igualmente se oiga al Ejecutivo 
de la Federación, el cual enviará su inf or« 
me dentro de siete días contados desde la 
fecba en que le sea pedido. 

5? Que sea votada la erección del nuevo 
Estado por dost^*cios dQ los diputados jr se- 
nadores presentes en sus respectivas Cáma- 
ras. 

II? Que la resolución del Congreso sea ra- 
tificada por la mayoría de las Legislaturas 
de los Estados con vista de la copia del ex- 
pediente, siempre que bayan dado su con- 
sentimiento las LiCgislaturas de los Estados 
de cuyo territorio se trate* 

7? Si las legislaturas de los Estados de cu- 
yo territorio se trate, no bubieren dado su 
consentimiento, la ratificación de que ba^ 
bla la fracción anterior, deberá ser becba 
por los dos tercios de las Legislaturas délos 
demás Estados. 

IV. Para arreglar definitivamente los li- 
mita! d9 Ion EstudoSf terpiliilind^ lil9 d|f^ 
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ittusimB q«e tíaíxe ellos-se saaeiten sotee de» 
ntarcación de sus respectivos, territorios, 
motos cuando esas düterencias tengan un 
oaractM* contencioso. 

V. Para cambiar la residencia de los Sa« 
premos Poderes de la Federacién* 

VI. Para el arreglo interior del Distrito 
Federal jr Territorios, teniendo por iM&se el 
que los ciudadanos elijan popularmente 
las autoridades políticas^ municipales y 
Judiciales, designándoles rentas para cu- 
brir sus atenciones locales. 

Vill. Para dar bases bajo tas cuales el 
Ejecutivo pueda celebrar empréstitos sobre 
el crédito de la Nación; para aprobar esos 
mismos empréstitos, y para reconocer y 
mandar pagar la deuda nacional. 

IX* i^ara expedir aranceles sobre el co» 
mercio extranjero y para impedir por me- 
dio de bases generales, que en el comercio 
de Eirtado á Estado, se estableascan restric- 
ciones onerosas. 

X. Para expedir códigos obligatorios en 
toda la República, de minería y c<nnercio, 
comprendiendo cueste últinio las institu- 
ciones bancarias. (i) 
\] XI. Paracreary suprimir empteos públi- 
cos de la Federación, señalar, aumentar ó 
disutinnir sus dotaciones. 

XIV« Para declarar la guerra en vista de 
los datos que le presente el Ejecutivo. 

XV. Para reglamentar el modo en que 

(I) lUforinsdA en 14 de JPioiembM de 1883. 
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deban expedirse las patentes de covse; para 
dictar leyes según las cuales deHan decla^^ 
rarse buenas é malas las presas de mar jr 
tierra, y para expedir las relativas al d^re^ 
clio marítimo de paz y guerra* 

XVUI. Para levantar y sostener el ^rci- 
te y la armada de la Unión y pmra regla- 
Btentar su organización y servicio. 

XiX. Para dar reglantentos con el objeto 
de organizar, armar y disciplinar la guar*- 
dia nacional, reservando á los ciudadanos 
que la forman, el nombramiento respecti- 
vo de Jefes y oficiales, y á los Estados la fa- 
cultad de instruirln, conforme á la disci- 
plina prescritwi^r diclios reglamentos. 

XXI* Para dictar leyes sobre naturaliza- 
ción, colonización y ciudadanía* 

XXII* Para dictar leyes sobre vías gene- 
rales de comunicación y sobre postas y co- 
rreos* 

XXIII. Para establecer casas de moneda^ 
fijar las condiciones que ésta deba tener, 
determinar el valor de la extranjera y 
adoptar un sistetna general de pesos y me- 
didas* 

XXIV* Para fijar las reglas ú que debe su- 
jetarse la ocupación y enajenación de te- 
rrenos baldíos y el precio de estos* 

XX\\ Para conceder anuiistias por deli- 
tos cuyo conocimiento pertenezca á los tri- 
bunales de la federación* 

XXYI. Para conceder prentíos ó recom- 
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pensas por serricios eminentes prestados ú 
la patria ó a la humaiiidad. (i) 

XXVII. Para pro.rrogar por treinta días 
útiles el primer período de sus sesiones or* 
diñarlas. 

XXX. Para expedir todas las leyes que 
sean necesarias y propias para liacer efec- 
tivas las facultades antecedentes y todas las 
otras concedidas por esta Constitución á los 
/? Poderes de la Unión." -««* 

99. — ^La mayor parte de estas facultades se con- 
ceden á las dos Cámaras reunidas, ya por su grande 
importancia, ya por encontrarse interesados el ele- 
mento popular y el federal á la vez; es decir, los in- 
dividuos que forman la Nación y las entidades fede- 
rativas, ó sean los Estados. 

En efecto: 

La formación y la admisión de nuevos Estados, 
así como el arreglo de límites entre los ya existen- 
tes, son cuestiones de grave trasceniencia para el 
vínculo federal y para el pueblo, porque á ambos in- 
teresa igualmente saber los elementos con que cuen- 
ta la nueva Entidad Federativa, y porque señalados 
definitivamente los límites que separan un Estado 
de otro, se asegura en gran parte la tranquilidad de 
los gobiernos y la de los ciudadanos de las partes 
<;olindantes. 

La creación de empleos públicos, supresión de 
ellos, el establecimiento de casas de moneda, lo re*- 
lativo á naturalización, colonización, industria, vías 
■de comunicación, terrenos baldíos y formación del 
ejército, son cuestiones que tienen que refluir en be- 

(1) Reformad» en 2 de Janio de 1882. 
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neñcio ó en perjuicio del pueblo y de la J'ederación, 
según el mayor ó menor acierto con que se traten. 
También están igualmente interesados, tanto los 
Estados como los ciudadanos, en todo lo que se re- 
fiere al Crédito Nacional 

Nada es de tanta gravedad para una Nación co* 
mo la declaración de guerra que hace á otra. Antes 
de resolverse á hacer esa declaración, debe discutir 
con gran mesura y decidir con profunda convicción 
si es conveniente ó no dar este paso^ después de ha- 
ber meditado con toda la sensatez y ritnntmwo qnn 
para semejante caso se requiere, si el motivo es jus- 
to y no hay otro medio de reparar la ofensa hecha 
á la Nación, ó de salvar su honor ultrajado. La Re- 
pública entera, sin distinción de territorios^ está di- 
rectamente interesada entonces, y nada más natu- 
ral que los representantes de sus diversas partes y 
los del pueblo, decidan lo que juzguen conveniente 
en las dos Asambleas Legislativas que tienen á su 
cargo los negocios más graves de la Federación. 

Estas Asambleas deben dar las leyes relativas al 
derecho marítimo, porque sólo ellas pueden hacer 
que estén de acuerdo con los tratados internaciona- 
les, y la Nación como tal, es la única capaz de ha- 
cerlas respetar de las potencias extranjeras. 

En materia de legislación mercantil también hay 
que conciliar al desarrollo del comercio nacional con 
el impulso que debe darse al de los Estados. 

Hay necesidad de proceder con cautela y no pro- 
digar los premios y recompensas por servicios pres- 
tados á la patria ó á la humanidad, lo que se con- 
seguirá seguramente con la decisión de ambas Cá- 
maras y la aprobación ó reprobación que obtenga 
en ellas el dictamen respectivo para quQ no dege* 
neren en favoritismo. 
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Gomo medidas de otden, y por ser cuestiones de 
grave trascendencia para el país^ se exigió que las 
Cámaras, obraran de acuerdo cuando se tratase de 
prorrogar sus sesiones, ó de cambiar la residencia 
de los poderes de la Unión. 

En cuanto á la facultad contenida en la fracción 
VI, basta considerar que siendo el Conpn^eso el Cuer- 
po legislativo del Distrito Federal, natural es que 
le corresponda la organización y arreglo de éste. 

Para concluir diremos que era necesario autorizar 
al Congreso para que hiciera efectivas, por medio de 
leyes apropiadas, las facultades que le concede la 
Constitución, y así se determinó en la fracción XXX 
del art. 72. 

100. -^Las facultades enumeradas, antes de las re- 
formas de 6 de Noviembre de 1874, en las fraccio- 
nes VII, XII, XIII, XVI, XVII, XX, XXVIII y 
XXIX, que estaban á cargo de la única Cámara que 
entonces existía, fueron encomendadas á las Cáma- 
ras de Senadores ó de Diputados respectivamente, 
en la forma que sigue: 

"A— Son faeultades esclnslvas de la Cá- 
mara de Diimtados: 

I. Erigirse en eoiegio electoral para eier- 
eer las facultades que la ley le se&ale respec- 
to al nomlirantieiito de Presidente Consti- 
tucional déla República, Magistrados de la 
Suprema Corte y Senadores por el Distrito 
Federal." 

Como los Diputados son representantes del pue- 
blo, y las elecciones de Presidente de la República 
y Magistrados de la Corte se hacen por éste^ sin te- 
ner en cuenta las demarcaciones territoriales) la C4- 



85 

mará de Diputados es la que oou más acierto puede 
calificar esas eleccioues. 

Eu los Estados se confiere á sus Legislaturas la 
facultad de hacer el cómputo de los votos que ob- 
tuvieren los senadores respectivos, y considerándose 
la Cámara de Diputados como Legislatura del Dis- 
trito Federal, á ella tocaba esta atribución. 

^^11. Calificar y decidir solire las renun- 
cias que bagan el Presidente de la Repúlili- 
ca ó los Alagistradosde la Suprema Corte de 
Justicia. Igual atribución le compete tra- 
tándose de las licencias solicitadas por el 
primero*^' 

Habiéndose conferido á la Cámara de Diputados 
la facultad de erigirse* en colegio electoral^ para des- 
empeñar determinadas funciones respecto de elec- 
ciones de Presidente y Magistrados, natural era que 
el mismo cuerpo decidiera acerca de las renuncias 
que presentaran e$tos funcionarios, así como de las 
Ucencias solicitadas por el Presidente, no l^aciéndo- 
lo respecto de las pedidas por los Magistrados, por- 
que como estos forman un cuerpo colegiado, y su 
separación temporal iio es de tanta importancia co- 
mo la definitiva^ se juzgó conveniente que la misma 
Corte calificara y resolviera acerca de las licencias 
de sus miembros, porque ella estaría enterada me- 
jor y con más facilidad de los motivos en que se 
fundaban para pedirlas. 

lOL— ^^III. Vigilar por medio de una co- 
misión inspectora de su seno, el exacto des- 
empeño de las funciones de la Contaduría 
mayor. 

lY. Nombrar los Jefes y demás emipleados 
de la misma." 

7 
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Gomo es faoulted exclusiva de l^r Cáúiaf a de Di- 
putados aprobar .las cuentas de ingresos y egresos 
de la Federación (frac. VI), la Contaduría iñayorque 
glosa esas ctrentas debe también estar sujeta á su 
vigilancia. 

^^V. dirigirse ell J'arado dé acusación para 
los altd'ft funcionarios de que trata el ar- 
ticulo 103 de la Oonstinii€fiÁn> 

hidrataremos de esta facultad correlativa de la ex- 
presada en el artículo 103, al ocuparnos de ese ar- 
tículo. 

^^Vl. Examinar la cuenta que anualmen- 
te deHe presentarle el E2f ecutiTO, aprobar 
el presupuesto anual de gastos, é iniciar las 
contriHuciones que ¿ su inicio delnuí decre- 
tarse para culirir aqueL" 

De las tres prevenciones de este inciso, la primera 
es consecuencia de las otras dos, porque aprobando 
esta Cámara el presupuesto é iniciando las contri- 
buciones para cubrirlo, ella debe revisar la cuenta 
de los gastos que ha decretado. 

Aprueba el presupuesto é inicia las contribucio- 
nes p.ra cubrirlo, porque en nada, como en estas 
facultades, está más c^rectamente interesado el pue- 
blo, y sus genuinos representantes ejercerán estas 
facultades de la mejor y más apropiada manera, pro- 
curando al mismo tiempo llenar las necesidades y 
exigencias del buen servioio público y hae^ que los 
egresos sean tan económicos cuanto lo permitan esas 
necesidades. 

. 102. — "£. — Son facultades exclusiTas del 

Senado: 
!• Aprolrar la» tratados f CQiiTaiiclonet 
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diploiiifítleasqtte céle/Me d DIfeeiitivo con 
las potencias eictrai^eras*" 

Se dejó esta atribución al Senado, porque la Fe- 
deración, es decir, el conjunto de todos los Esta- 
dos que íbrman la Bepública^ tiene un interés di- 
recto en ejercerla». 

^^U. Ratificar los nomliTaniieiitos que el 
Presidente de la Repúl>lica liaga de Minis- 
tros, agentes diplomáticcM, cónsules gene- 
rales, empleados superiores de Hacienda, 
coroneles y denuís jefes superiores del ejer- 
cito y armada nacional, en los ^términos 
que la ley disponga." 

Facultad complementaria y que se desprende de 
la anterior en lo relativo á ministros, agentes di- 
plomáticos y cónsules generales. 

Los jefes superiores del ejército, así como los em- 
pleados superiores de Hacienda, deben ser indivi- 
duos en quienes tenga plena confianza la Federa- 
ción, y por eso sus representantes ratifican los nom- 
bramientos que de ellos haga el Presidente de la 
Eepública. 

103. — ^^III. Attéorizadr al EJecntivo para 
qne pueda permitir la sitl irila deitropas na- 
Ysionalas fuera de los tímil^es de la RepuMi- 
ca, el paso 41e tropas eaotranferas por el te- 
rritorio na<dboual y la eatacsiÁn de escua- 
dras de otra potencia^ por «hís de un mes 
en las aguas de la Repúlilica." 

En todos estos casos están directamente intere* 
sadas las entidades federativas y por eso se dieroa 
al Senado esas atribuciones. 
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^<IV« Dar su €M>iiseiiAliiAieiito para qne el 
EfecutiTO pueda disponer de la guardia 
nacional fuera de sus respectivos Estados 
ó territorios, fijando ia fuerza necesaria.'? 

La guardia nacional debe formarse de todos los 
ciudadanos que estén en condiciones de poder de- 
fender los intereses del Estado en que residen, y es, 
digámoslo así, peculiar á cada Estado. Graves per- 
juicios se seguirán á la entidad federativa de que 
se trate y á los ciudadanos que componen su guar- 
dia n^icional, llevándolos de una á otra parte de la 
República, y por eso se quiso que sólo pudieran sa- 
lir del lugar de su residencia cuando lo dispusiera 
el Presidente de la República autorizado por el Se- 
nado. , 

^^V. Declarar cuando liayan desapare- 
cido los Poderes Constitucionales LiCgisla*- 
tiTo y Ejecutivo de un Estado, que es lle- 
gado el caso de nomlirar un goliernador 
provisional^ quien convocara ú elecciones 
conforma) á las leyes Constitucionales del 
mismo Estado. El nom1>ramiento de go- 
iiemador se liará por el Ejecutivo federal 
con apro1)ación del Senado, y en sus rece- 
sos, con la de la Diputación permanente* 
Diclio funcionario no paáxÁ ser electo go- 
liernador constitucional en las elecciones 
que se verifiquen en virtud de la convoca- 
toria que él expida." 

Dos razones se tuvieron para encomendar esta 
facultad al Senado: es la primera que, siendo sobe- 
ranos é independientes entre sí los Estados^ no tienen 
superior directo y los únicos que podrían resolver 
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sobre laA difícultades'ó conflictos que se presentaran 
en una entidad federativa, eran los representantes 
genuinos de todas las entidades federativas, inclusi- 
ve los de la de que se trata. 

La segrmda razón es que, como en todos estos ca- 
sos está interesada la -Federación, sus representan- 
tes son. los únicos que deben resolver acerca de la 
dificultad ó conflicto que se suscite. 

^^YI. ResolTer las cuestiones políticas 
que surjan entre los Poderes de un Esta- 
dO) cuando alguno de ellos ocurra con ese 
fin al Senado, ó cuando con motivo de di- 
clias cuestiones se liaya interrumpido el or- 
den constitucional n&ediando un conflicto 
de armas. En este caso el Senado dictará su 
resolución,- sujetándose á la Constitución 
general de la Repúlilica f á la del Estado* 

La ley reglamentará el ejercicio de esta 
facultad jr el de la anterior;" 

Esta fracción se funda en las mismas razones que 
la anterior. 

El Congreso no ha expedido aún la ley reglamen- 
taria. 

^^TII. Erigirse en Jurado de sentencia cod- 
forme al art. 105 de la Constitución." 

Al comentar ese artículo trataremos de esta atri- 
bución. 

104. — ^Diremos para de una vez que, todos aquellos 
asuntos en que sólo está directamente interesado el 
pueblo, se dejaron á la Cámara de Diputados, y los 
en que está más directamente interesada la Fede- 
ración, se encomendaron al Senado^ reservando á las 
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dos Cámaras aquellos en qne el pueblo y la Fede- 
ración están igualmente interesados. 

• 105. — "C. — Cada únamele las Cámaras pue- 
cle, sin la interTencíón de la otra: 

I. Dictar resaluciones económicas relati- 
Tas a su régimen interior, 

II. Comunicarse entre si y con el EJecuti- 
TO d^ la Unión por medio de comisiones de 
Sil seno. 

lil. Nombrar á los empleados de su se- 
cretaría Y liacer el reglamento interior de 
la misma. 

IV. Expttdir la coarocatoria para elec- 
eiones extraordinarias^ con el fln de cnlirir 
los Tacantes de sus respectivos miembros." 

Las primeras fracciones se refieren á facultades 
meramente administrativas ó económicas de cada . 
Cámara; por consiguiente, las resoluciones que sobre 
esas materias dieren respectivamente, no son de una 
gravedad tal que requieran de todo el poder legis- 
lativo. 

Aunque la facultad enunciada en la fracción IV 
parece que debió concederse á ambas Cámaras, por 
SQ^ de grave trascendencia, los autores de las Re- 
formas Constitucionales prefirieron que en este caso 
conservasen cierta independencia los dos cuerpos, 
porque desde que un Estado ó determinado núme- 
ro de habitantes ha quedado sin representante en 
las'Cámaras, tiene que elegirse uno, y sería comple- 
tamente inútil consultar á la otra Cámara una de- 
terminación que de.todos modos tenía que tomarse. 
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PÁRRAFO IV. 

DE LA DIPUTACIÓN PEEMANKNTE. 

106. — Artículo 73. — ^'Durante los recesos 
del Congreso Italirá una comisión perma- 
nente compuesta de veintinueve miem- 
l>r€»8, de los que quince serán diputados jr 
catorce senadores, nomlwados por sus res^ 
pectivas Cámaras la víspera de la clausura 
dé las sesiones." 

. Si no existiera esta comisión, no podrían decidir- 
se en los recesos de las Cámaras ciertas cuestiones 
urgentes, ni prepararse los trabajos. que deban re- 
solver en su período inmediato los diputados y sena- 
dores, y se paralizaría así la marcha administrativa. 
Consta esta comisión de catorce senadores y quin- 
ce diputados^ porque debiendo formarla un número 
impar de ciudadanos (con objeto de que se consiga 
mayoría de votos en sus resoluciones), se prefirió 
que dominara en ella el elemento popular. 

107.— Artícttlo 74— '«Son atriliuciones de 
la comisión permanente: 

I. Prestar su consentimiento para ^ u/90 
de la iruardia nacional, en los casos delar« 

ticulo Ta, fracción ^O(/i0j/ inciso IV, frac- 
ción B del mismo artículo). 

n. Acordar por si ó á propuesta del Eje- 
cutivo, of éndolo en el primer caso, la con- 
vocatoria del Congreso, ó de una sola €á- 
jnara» á sesiones extraordinarias, siendo 
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necesario en ambos casos el voto de las dos 
terceras partes de los indiTiduos presentes, 
r«a convocatoria señalará el objeto 11 obje- 
tos de las sesiones extraordinarias. 

III. Aprobar en su caso los nombramien- 
tos Á que se refiere el articulo 85, frac- 
ción 3? 

IV. Recibir el Juramento /^^j^rof^^a^ (1) 
al Presidente de la República y ¿ los Minis- 
tros de la Suprema Corte de Justicia en los 
casos prevenidos por esta Constitución. 

y. Dictaminar sobre todos los asuntos 
que queden sin resolución en los expedien- 
tes, á fin de que la legislatura que sigue 
tenga desde luego de qué ocuparse." 

Las fracciones I, III y IV se refieran á asuntos 
que es preciso resolver desde luego, porque de no 
ser así vendrían conflictos y surgirían cuestiones 
más ó menos graves, tanto en el interior como en el 
exterior. 

lOSV— La fracción 2* contiene ^uizá el objeto más 
importante de la Diputación permanente: la expe- 
dición de la convocatoria á sesiones extraordina- 
rias. Deberá en este caso oir siempre al Ejecutivo, 
que como jefe de la Nación puede haceHe observa- 
ciones justas y evitar con ellas que se decrete una 
convocatoria innecesaria. 

Como estas convocatorias se expiden generalmen- 
te por causas graves, producen siempre cierta alar- 
ma en el país, y. sólo deben decretarse cuando sean 
realmente indispensables; por eso la Constitución, 
con objeto de evitar, en cuanto fuere posible, esta 

(1) Art. 4? de.lai JSeforniM d« 25 d€r6«ti«mlffe de 1879. 
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alanna, dispuso que sería necesario para su expe- 
dición, el voto de las dos terceras partes de los indi- 
viduos presentes y que la convocatoria señalaría el 
objeto u objetos de las sesiones extraordinarias. 

Es indudable la utilidad de lo mandado por la 
fracción V, puesto que en ella se dispone que la 
Diputación permanente dictamine sobre los asunto.^ 
pendientes, para que el nuevo Congreso tenga des- 
de luego en qvá ocuparse, 

DEL PODER EJECUTIVO. 

109. — ^Artículo 75. — ^^Se deposita el ejerci- 
cio del Supremo Poder EjecutiTo de la 
Unión en un solo indiTiduo, que se deno- 
minará ^^Presidente de los Estados-Unidos 
Mexicanos." 

Como lo indica su nombre, al Ejecutivo toca'^j^e- 
cutar^ es decir, hacer cumplir las disposiciones da- 
das por el legislativo, y como la ejecución de las le- 
5 es debe ser pronta, eñcaz é indiscutible, una vez 
enados los requisitos que exige la Constitución, era 
necesario que este poder se depositara en un *solo 
individuo, pues que de depositarse en varios no se 
cumpliría con las condiciones arriba mencionadas, 

• 

ARTÍ(?bL0 76. — *'Ea elección de Presidente 
será indirecta en primer grado y en escru- 
tinio secreto, en los términos que dispon&a 
la ley electoral." (i) 

(1) Las leyes orgánicas electorales son de 12 de Setiem- 
bre de 1867, 23 de Octubre de 187? y 14 de Dioiembxe de 
1874. Esta última trata sólo de la elección de senadores. 
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Sabemos ya que sólo pueden, ser goberiiantes de 
Tina república democrática representatiya, los que 
fueren electos popularmente, y también hemos ex- 
plicado en qué consiste el sistema de eleo<?iones in- 
directas, 

110.— Ajrtíoulo TT.—^'Pinríi »er Pr^si¡ajBiite 
se requiere: ser cin^Aaclaiio meapLcano ppn 
nacimieiitO) en eiercicie d^e sus ^ereclioS) 
de treinta y cinco añois cnviplides al tiem- 
po de la elección,, no pertenecer al estado 
eclesiástico y residir en el país al tiempo 
de Terificarse la elección." 

Es indispensable la ciudadanía, para evitar que 
se encargue de acloúmstrar la Nación á un indivi- 
duo extranjero, que no tendría ningún interés en la 
prosperidad de una patria adoptiva y sí podría fá- 
cilmente entregarla en n^anos de otro país enemigo. 

Que esté el electo en ejercicio de 9us derechos es 
otro principio de indiscutible necesidad. 

La edad que fija la Constitución es Una garantía 
probable de experiencia y madurez. 

Proclamada la libertad de cultos, el Presidente 
no puede ser eclesiástico, porque protegería á su 
religión, cualquiera que fuese, con perjuicio de las 
demás. 

El que resida en el país al tiempo de hacerse la 
elección, tiene por objeto, evitar la influencia que 
sobre él pudiera ejercer la Nación extranjem en que 
resida, ó alguna otra, así como qu^ esté el individuo 
electo al corriente de las cuestiones interiores del 
país y de sus necesidades. 

111.— Artículo 78 (1).— ("El Presidente en- 

(1) Segiip el Proyecto* de Reforma 4e la Cámara de Pi- 
putadoa 4e U de Abril de I$87- 
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trará á efercer su encargo el 1? de Diciem- 
bre y darará en él cuatro años, podiendo 
ser reelecto para el periodo constitucional 
inmediato; pero quedará inliáliil en segui- 
da para ocupar la Presidencia por nueva 
elección^ á no ser que hubieren trascurrido 
cuatro anos contados desde el día en que 
cesó en el ejercicio de sus funciones.^') (i) 

Aunque éste no puede considerarse en los momen- 
tos qué escribimos nuestro libro como un artículo 
constittmonal, pues que le faltan todavía algunos 
requisitos para reputarlo como tal, entre otros la 
solemne promulgación; sin embargo, lo incluimos ya 
como si 10 fuera, porque está aprobado por más de 
la mitad de las Legislaturas de los Estados y ente- 
ramente de acuerdo con la opinión general de los 
habitantes de la Repúbliea, sin que se haya mani- 
festado de ninguna entidad Federativa la intención 
de reformar la iniciativa, sino más bien la de apro- 
barla cuánto antes. 

112.— El artículo primitivo no fijaba límite ni po- 
nía laxativa alguna respecto de reelección y se limi- 
taba á decir que el Presidente debía durar cuatro 
años en su cargo. 

Posteriormente se reformó en el sentido de la no 
reelección, lo mismo que el art. 109 respecto de los 
Gobernadores, fundándose en los inconvenientes que 
pudiera traer al país el que determinados individuos 
se apoderasen indefinidamente del poder, apoyados 
por el elemento oficial de que disponen. 

El proyecto de reforma que.hQy ha presentado la 
Cámara de Diputados y que al abrirse de nuevo las 

(1) Sn «1 mismo sentido m ha Mfocmado «1 art. 101^. 
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Cámaras será una Reforma Constitucional, dada co- 
mo hemos dicho antes la opinión privada de toda 
la República y la oficial de las Legislaturas de los 
Estados, no autoriza la reelección indefinida, para 
evitar el inconveniente expresado, pero permite que 
sean reelegidos por un nuevo período los gobernan- 
tes, si el país juzga necesaria su permanencia en el 
poder,ípara que puedan continuar una buena marcha 
política, económica ó administrativa que no hayan 
podido desarrollar en el corto espacio de cuatro años. 

Hemos dicho ya al tratar del poder legislativo que 
en toda República democrática los- poderes deben 
ser ejercidos por un tiempo limitado, tanto para que 
los que los ejercen conozcan las necesidades del pue- 
blo y las aprecien con mayor exactitud, cuanto pa- 
ra aprovechar oportunamente el patriotismo, apti- 
tudes é inteligencia de los ciudadanos, escogiéndo- 
los para que desempeñen en determinadas ocasio- 
nes los puestos públicos. 

Por esto, así en el artículo primitivo como en las re-» 
formas que se le han hecho, se señala un tiempo más 
ó menos largo al Presidente para que desempeñe su 
cargo, pero siempre se determina el período que 
nunca podrá convertirse en indefinido, á menos de 
que se cambie la forma de Gobierno Republicano, 
por la Autocrática ó Dictatorial 

113.— Artículo 79.— «Enlas faltas tempora- 
les del Presidente de la República) y en la 
absoluta, mientras se presenta el nueva- 
mente electo,' entrará a ejercer el Poder 
Ej^cutiTO de la Unión, el ciudadano que 
liaya desempeñado el cargo de presidente ó 
Ticepresidente del Senado, ó de la Comisión 
permanente en los períodos de recesOf dn- 
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rran dicl&as faltas." (i) 

''A.-Ff\ Presidente y Vicepresidente del Se* 
nado y de la Comisión permanente* no po- 
drán ser reelectos para esos cargos, sino 
después de un año de liaberlos desempe- 
ñado. 

B. — Si el período de sesiones del Senado 
ó de la Comisión permanente, comenzare 
en la segunda quincena de un mes, las fal- 
tas del Presidente de la República serán 
cubiertas por el Presidente ó Vicepresiden- 
te que l&aya funcionado en el Senado ó en 
la Comisión permanente, durante lit pri- 
mera quincena del propio mes. 

C. — £1 Senado y la Comisión permanen- 
te renovarán el dia último de cada mes, su 
Presidente y su Vicepresidente. Para estos 
cargos la Comisión permanente elegirá al- 
ternatiTamente, en un mes, dos diputados 
y en el siguiente dos senadores." 

114 — ''D. — Cuando la falta del Presidente 
de la República sea absoluta, el funciona- 
rio que entre á sustituirlo constitucional- 
mente, deberá expedir, dentro del término 
preciso de quince días, la convocatoria pa- 
ra proceder á nueva elección, que se verifi- 
cará en el plazo de tres meses y con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 76 de esta Constitu- 
ción. El Presidente interino no podrá ser 
electo propietario en las elecciones que se 
verifiquen para poner fin á su interinato, 

(1) Reformsdo el 3 de Octubre de 1882. 
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K'-^i por causa de muerte ó cualquiera 
otro motíTo no pudiesen de un modo a1>so« 
tuto, sustituir al Presidente de la Repiiluli- 
ca lél» fVntfciOiiart#s ú q^utemés correspon- 
dü iSéséttk estüs re torneas, lo sustituirá en los 
térMriüos prevenidos el ciudadano que Ha- 
ya sido presidente ó Ticepresidente en ejer- 
0ic$io del Senado ó de la. Comisión perma- 
nente, en- el mes anterior al en que ellos 
desenftpeñaron estos oftcáos* 

i^-^Onando la falta alMoluta del Presi* 
ttente de la RepiüMiea ocurra dentro de los 
seis meses últim-os del fteñodo constitucio- 
nal* terminará éste el funcionario ^ue sus- 
tituya al i^esidente.^' 

115. — "(r. — Para ser Prefidente ó Ticepre- 
tibOétlte del Senadoóde la Comisión perma- 
ii€«fte> se necesita ser ciudadano mexicano 
per nacimiento, 

R. — Si la falta del 'nresidente de la Bepú- 
liiica ocurriese cuando estén funcionando 
á la Tez la Comisión permanente y el Sena- 
do en sesiones extraordinarias, entrará á 
suplirla el presidente de la Comisión en los 
términos señalados en este artículo. 

Z—Kl Ticepresidente del Senado ó de la 
Comisión permanente entrarán á desem- 
peñar las funciones que este articulo les 
confiere, en las faltas absolutas del Presi- 
dente del Senado ó de la Comisión perma- 
nente, y en las temporales, sólo mientras 
dure el impedimento. 

/» — £1 inrestdente nueramente electo, en- 



sesettta éáHa áéépné^ del ée la eieccióift. En 
CS86 áb n» efnÉút l^ettitidn te Cámara Ae di- 
putados 6érá cdüvotada á settoiieft esAra^iír* 
diñarías piñra hacer la compntactóA de vo* 
tos dentro del pla^o mencionado," 

116.— Ajitícülo 80. —''En la falta al^soluta 
del Presidente, al nueTamente electo se le 
computara su período desde el 19 de Di« 
ciembre del ano anterior al de su elección, 
úemilre que no haya tomado posesión de 
su cargo eh la fecha que determina el ar- 
tículo 78w" 

En i de Octubre de 1882 se publicaron por Jbaii- 
do Bftcioviil loa artículos anteriores reformaiioB con- 
forme lo previene la Constitución. 

Cu^tiÓB mny debatida ba sido la de la Vicepre- 
sidencia de la República. 

Al principio se ereyó conveniente nombrar un 
Vicepresidente que sólo tuviera este carácter, y las 
revokiciones anteriores al Plan de Ayutla demos- 
traron lo contrario. 

Se pensó después dar ese cargo á una persona que 
ocupase un puesto elevado, por ver si así dejaban de 
ser los Vicepresidentes una amenaza continua para 
ía paz pública, y se delegó la Vicepresidencia en el 
Presidente de la Stiprema Corte de Justicia. 

No se juzgó suficiente esta reforma sancionada 
por la Constitución de 1857 y se idearon otras hasta 
que por fin se decidió la que nos ocupa. Por ella de- 
be suplir el Presidente de la República en sus faltas 
«baoiuttís y temporales, mientras se presenta el nue- 
vamente electo, el que fué Presidente del Senado 
en «1 i»es Wí&tonor al en que ocurrió la falta; pero 
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como no siempre está reunido el Senado/ dispone 
el articulo constitucional que en caso de receso^ sea 
^ Presidente de la B^pública el que lo fué de la Di- 
putación permanente. Tiene por objeto esta refor- 
ma, como lo hemos indicado ya, evitar que un in- 
dividuo determinado se encuentre c-onstantemente 
abocado á la primera magistratura y que pueda, va- 
liéndose de su prestigio, declararse jefe de algún 
partido oposicionista que evidentemente se some- 
tería á quien mejor que nadie, puede alegar ciertos 
derechos á la Presidencia de la República. 

Para ser Presidente del Senado ó de la Diputa- 
ción permanente, se exige además de los requi- 
sitos necesarios para pertenecer á la Cámara federal, 
Bor Qiexicano por nacimiento, con objeto de que, 
llegado el caso, pueda desempeñarse la presidencia 
de la República. * 

Así, no^ieíido un funcionario permanente, tenien- 
do tan sólo su encargo por un mes y dejando al azar 
la designación del Presidente, se han creido salva- 
dos los inconvenientes enumerados antes. 

117.— Artículo 81.— ''El cargo de Presidente 
de la Unión sólo es renuncialile por cansa 
grave, calificada por el Congreso, ante 
quien se presentará la renuncia." 

Esta prevención tiene por objetó evitar los gran- 
des trastornos que acarrearía la aceptación de una 
renuncia intempestiva é infundada, trastornos que 
el Congreso debe evitar con la no admisión de la 
renuncia en determinados casos. 

Aktíoulo 82. — "Si por cualquier motivo 

la elección de Presidente no estuviese lie- 
clia y pulilicada para el V de Diciembre, 
en que debe veriflcarse el reemplaaso) ó el 
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electo noestuTiereprpntto i entraren el ejeif* 
cicio de sus funcienes, cesará sin entliargc^ 
el antiguo, y el Supremo Poder l<:jecutiTO 
se depositará interinamente en el funcio- 
nario á quien corresponda, según lo prcTe-* 
nido en:el articulo 79 reformado dé esta 
Constituoión.'? (I) 

Tiene por obieto esta disposición, evitar que el 
individuo que desempeña la. Presidencia en la época 
de la elección de su éucesorj retarde ó impida que 
se verifique esta, con la esperanza de continuar fun^ 
giendo de Presidente. 

118 — ^Artículo 83.— «El ^esideiite al to- 
mar posesión ¿le su eip'cajrgo jurara ante el 
Congreso y en su receso ante la bíputacíón 
permanente, bajo la fórmula sigüieníte: 
'^Juro (hoy, ^* Protesto^ ^) desempeñar l^eal j 
patrióticamente el encargo de ípf esi¿(ente 
délos Estados-Unidos Mexicanos* confor- 
me á |a Coifstitucióip^ f luirandp en todo 
por el MeiiL y prosperidad 4^ 1& IJnión. " 

Ül juramento ó la protesta se exigen á ciertos 
funcionarios en muchos países como garantía de qué 
cumplirán mejor con sus obligaciones.' 

Conforme al art. 4^ de las Reformas hechas á la 
Constitución en 25 de Setiembre de 1873 y á las le- 
. yes orgánicas de 4 de Octubre del mismo año y 14 
de Diciembre del siguiente, ''la simple promesa de 
decir verdad y de cumplir con las obligaciones im- 
puestas," sustituye desae entonces en sus efectos al 
juramento religioso. La primera de dichas leyes or- 

(1) fCeformado ¿n 3 de Octubre de 1882. 

8 
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Aenú, en quá forma han de protesta* el Presidente 
de lar República, los Diputados, Senadores, Magis- 
trados y demás empleados públicos, tanto de la Fe- 
deración como de los Estados. 

119. —Artículo 84.— ^^£1 Presidente no puede 
separarse del lugar de la residencia de los 
poderes federales, ni del ejercicio de tas 
funciones, sin motiTO grave calificado por 
la Cámara ch Diputados ( i ) y en sus recesos por 
la Diputación permanentCé 

Indispensable es para el buen orden administra^ 
tivo y para e^expedito despacho délos negocios, que 
el primer Magistrado de Ja Nación resida en el mis- 
mo lugai^en que residen los demás Poderes, así co- 
mo que no se separe intempestivamente del ejercicio 
de sus funciones, con lo que desequilibraría por com- 
pleto el régimen político y ocasionaría graves tras" 
tornos en el país. 

Sin embargo, como algunas veces pudiera ser cou'- 
Veniente, ó almenes no perjudicial, que verifique 
cualq[uiera de esos actos, se encomendó á la Cámara 
de Diputados, que es la representación genuina del 
pueblo, la calificación de los motivos que el Presi- 
dente tenga, para separarse del lugar de residencia 
de los otros poderes ó para dejar su cargo. La Cá- 
mara, en vista de los motivos que alegue, concederá 
ó negará el permiso solicitado. 

120.— Artículo 85.— ^^Las facultades y obli- 
gaciones del Presidente son las siguientes: 
I. Promulgar j ejecutar las leyes que ex- 

(1) Conforme á las Beformat de 13 de Noviembre de 
1374. 
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pida el Congreso de la Unión, *pi*OTeyendo 
en la esfera administratiTa ¿su exacta o1»- 
serrancia. 

II. Nombrar y remover libremente á los 
Secretarios del despacito; remover a los 
agentes diplomáticos y empleados superio- 
res de Hacienda, y nombrar y remover li- 
bremente ¿ los demás empleados de la 
Unión cuyo nombramiento ó remoción no 
estén determinados de otro modo en la 
Constitución ó en las leyes. 

III. Nombraír los ministros, agentes di- 
plomáticos ó cónsules generales, con apro- 
bación del Senado (i) y en susrecesos, déla Di- 
putación permanente. 

IV. Nombrar con aprobación del Senado 
los Coroneles y demás empleados superio- 
res del ejército y -armadiinacional y los em- 
pleados superiores de Hacienda. 

y. Nombrar los demás oficiales del ejér- 
cito y armada nacional con arreglo á las 
leyes." 

Al Ejecutivo toca promulgar y hacer cumplid las 
leyes. 

Para lograr lo segundo, necesita funcionarios y 
empleados de su confianza y que dependan directa- 
mente de él, pudiendo removerlos cuando'lo juzgue 
oportuno, y por eso le encomienda la Constitución 
esos nombramientos. 



(!) Antes de las reformas de 13 de Noviembre todos es* 
tos nombramientos se hacían como lo dice aún la Constita* 
ción> oon aprobación del Congreso, es decir, oon aprobación 
de la únioi^ CAmara que entonces e:q8tía. 
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Sujeta á la aprobación de una de las Cámara los 
de funcionarios ó empleados de alta graduación en 
la Diplomacia, en Hacienda y en la Milicia, porque 
el pueblo por medio de sus representantes tiene de- 
recho de que esos altos funcionarios sean dignos de 
los cargos que se les confieren. 

121. — *'VI. Disponer de la fuerza armada 
permaneiite de mar y tierra para la seguri- 
dad interior y defensa exterior de la Fede- 
ración. 

VII. Disponer de la guardia nacional pa- 
ra los mismos ol^jetos, en los términos que 
preTiene I91 fracción XX del art. 72 (hoy in- 
ciso IV de la frac. B del mismo articulo). 

VIII. Declarar la guerra en nomlire de 
los Estados-Unidos Mexicanos, prcTia ley 
del*Congre80 de la Unión. 

IX. Conceder patentes de corso con suje- 
ción ú, las bases Jijadas por el Congreso." 

El poder administrativo es el único que tiene los 
elementos indispensables para velar por la seguridad 
interior y extenor de la Nación; es también el úni- 
co que sin deliberaciones, pues que se ejerce por 
una sola persona^ puede dictar con oportunidad las 
medidas necesarias para conservar el orden y segu- 
ridad en el país, y por eso se le confieren las facul- 
tades enumeradas en las fracciones VI y VIL 

SiQ^do el Presidente el primero y más caracteri- 
zado de los funcionarios de- la Eepública á él toca 
por este motivo y por estar encargado de hacer cum- 
plir las leyes, declararla guerra á potencias extran- 
jeras cuando así lo haya decretado el Congreso de 
la Unión^ es decir; la^ dos Cámaras colegisladoras, 
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En caso de guerra pudiera ser necesario, 6 por lo 
menos conveniente^ permitir que algunos buques se 
armasen én corso, (1) y como consecuencia de lo 
determinado en las fracciones anteriores, el Presi- 
d.ente es el que debe dar ó negar la patente respec- 
tiva. 

122. — ^^X. Dirigir las negociaciones diplo- 
máticas y celebrar tratados con las poten- 
cias extranjeras, sometiéndolos á la ratifi- 
cación del Congreso federal (Ao^ del Senado), 
XI. Recibir ministros f otros enriados 
de las potenciasextranjeras." 

Tanto por la reserva, cuanto por los conocimien- 
tos especiales que se reqid^ren para llus negociacio- 
nes diplomáticas es indispensable que sean dirigidas 
por una sola persona, y á nadfe mejor que al Presi- 
dente de la República podía elegirse para este en- 
cargo. Recibe á los envfados de las potencias ex- 
tranjeras porque como estos representan á sus sobe- 
ranos, el primer magistrado de la República es quien 
debe hacerles los honores correspondientes. 

123. — ^^XII. OonTOcar al Congreso á sesio- 
nes extraordinarias cuando lo acuerde la 
diputación permanente;" 

Se expresó terminantemente que el ejecutivo 
convocara á sesiones extraordinarias al Congreso, 
para dar mayor respetabilidad á la decisión de la 
diputación permanente. 

(1) La« patentes de corso, consisten en el permiso que 
obtienen los particulares» de sus respectivos gobiernos» pa- 
ra armar buques mercantes como de guerra y hacerla ellos 
por su parte á la Nación enemiga. A esto se llama armar U9l 
buque eñ corso. 
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^'XIII. FaciUtar al poder fudicial los au- 
xilios que necesite para el eiercicio expe- 
dito de sus funciones." 

Toda buena administración depende de la mar- 
cha uniforme de los poderes públicos, y como el eje- 
cutivo es quien dispone de la fuerza, debe apoyar 
al judicial con todos los elementos que tiene á su 
alcance siempre que para ello se le requiera. 

^^XIV. Habilitar toda clase de puertos, 
establecer Aduanas marítimas j fronteri- 
zas y designar su uMcación.'? 

Siendo esta facultad meramente administrativa 
no podía corresponder más que al Ejecutivo, 

^^XV« Conceder coiMforme á las leyes, in- 
dultos á los reos ^sentenciados por delitos 
de la competencia de los tribunales federa- 
les.'' 

Al soberano, en todos los países, se le reserva la 
facultad de perdonar el castigo impuesto por los 
tribunales á determinado reo. 

Este perdón, que generalmente consiste en con- 
mutar la pena impuesta por otra de menor trascen- 
dencia ó en acortar su duración, se otorga en las 
Repúblicas y en la mayor parte de las Monarquías 
Constitucionales^ con ciertas condiciones estableci- 
das previamente por una ley, y se llama indulto 
á diferencia de las amnistías, que en México sólo 
puede conceder por medio de una ley el Congreso 
General. La amnistía es el perdón que se otorga á 
todos los individuos que tomaron parte en la comi- 
sión de un delito. Sólo se concede en caso de deli- 
tos políticos. 

124. — ^^XVl. Conceder priTilegios exdusi* 
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TOS por tiempo limitado y coli arreglo á la 
ley respectiTa, á los desculiridores, iiiTeiito- 
res ó perfeccionadores de algún ramo.de 
industria." 

Por las reformas de 2 de Junio de 1885 se quitó 
esta facultad al Congreso, á quien se le había confe- 
rido primitivamente, dándosela al Presidente de la 
República, porque él es quien puede apreciar, por 
los informes de la Secretaría de Fomento, si es de 
concederse ó no el privilegio solicitado (1) 

125.-^ARTÍctJLO 86.— ''Para el despacUo de 
los negocios del orden administratiTO de 
la Federación Ualira el niimero de Secre- 
tarios que establezca el Congreso por una 
ley, la que Uara la distrilinctón de los ne- 
gocios que lian de estar d cargo de cada Se- 
cretaría," 

Sería imposible que una sola persona despachase 
por sí misma los numerosos asuntos en que tiene 
que intervenir el Jefe del Estado, y por eso en to- 
das las naciones, este tiene determinado número de 
Secretarios con los que acuerda lo concerniente á 
cada ramo. 

La ley de 23 de Febrero de 1861, hoy vigente, 
creó seis Secretarías :1a de Belacionés Exteriores que 
tiene á su cargo lo relativo á diplomacia y negocios 
con las potencias extranjeras; la de Gobernación, 
á quien toca el régimen interior y las relacicmes del 
Gooierno Federal con los Estados; la de Justicia é 
Instrucción Püblicaj á la que pertenece todo lo re- 
lativoáestosdos ramos, excepto las EscuelasdeÁgri- 

(1) Dijimos ya que las leyes que se reputan vigentes so- 
bre la materia, son las de 7 de Mayo de 1832 y 28 de Se- 
tiembre de 1843; y el Reglamento de 12 de Julio de 1852. 
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cultura, Comercio y Minería, que por disposición 
del Congreso en el año de 1881, se consideraron de- 
pendientes de ]a Secretaría de Fomento; la de Ha- 
cienda y Crédito Publico, que administra las ren- 
tas públicas de la Nación; la de Fomento^ á quien 
corresponde lo que se refiere á colonización, indus- 
tria, comercio y mejoras materiales; y la de Gue-. 
rra y Marina , á quien toca lo concerniente á ejér- 
cito, armada y fortalezas. 

126.— Artículo 87. — ''Para ser Secretario 
del despacbO) se requiere: ser ciudadano 
mexicano por nacimiento, estar en ejerci- 
cio áé sus derécUos y tener Teinticinco años 
cumjptidos.'^ 

Aunque á primera vista parece que el Presiden- 
te debería nombrar libremente á sus Secretarios,' 
puesto que deben ser personas de su confianza, 
era necesario que tan importantes y elevados pues- 
tos sólo fuerají ocupados por verdaderos mexicanos 
en pleno ejercicio de sus derechos y de una edad 
en que se presume que se tienen ya completamen- 
te desarrollados^el juicio y la sensatez. 

127. — Artículo 88. — "Todos los reglamen- 
tos, decretos y órdenes del Presidente debe- 
ránir firikiados por el Secretario encargado 
del despacho del rauio á que el asunto co- 
rresponda. Sin tiste requisito no serán obe- 
decidos." 

Como veremos en el título respectivo, los Secre- 
tarios del Despacho son responsables ante la Na- 
ción de las disposiciones y órdenes que .autoricen. 

Esta consideración por una parte y por otra la 
de que era necesario que alguno diese fe ae los actos 
4^ Presidente dándoles con su firma la ^rantía de 
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autenticidad, se tuvieron en cuenta al formular el 
artícuIo*88. 

Artículo 89. — '^I-os Secretarios del despa- 
gHo, Itiegro qtiie estén abiertas las sesiones 
del primei* período, dárón cuenta al Con* 
g^eso del estado de sus reápectivos ramos." 

Disposición que tiene por objeto que el pueblo 
por medio de sus representantes esté al tanto de 
si cumplen 6 no con sus deberes el Presidente de lá 
República jsus Secretarios y pueda apreciar el pa- 
triotismo, aptitud y conocimientos de cada uno de 
estos. 

SECCIOK m. 

DEL PODER JUDICIAL. 

128. — ^Artículo 90.— "Se deposita el ejerci- 
cio del poder Judicial de la Federación en 
una Corte Suprema de Justicia j en los 
Triliunales de Distrito y de Circuito. " 

Artículo 91. — ^^La Suprema Corte de Jus- 
ticia se compondrá de once n&inistros pro- 
pietarioS) cuatrp supernumerarios^ un fis- 
cal y un procurador general." 

Artículo 92. — "Cada uno do los indivi- 
duos de la Supf ema Corte de Justicia^ du- 
rflirá en su encariro seis anos y sñ elección 
sera indirecta en primer grado, en los tér* 
minos que disponga la ley electoral." 

Artículo 93. — ^^Para ser electo individuo 
de la Suprema "Corte de Justicia^ se necesi- 
ta: ertar instruido en la ciencia del dere« 
clio á Juicio de los electores, ser mayor fie 
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treinta y cinco años y ciudadano me^Kic»- 
no por nacimiento^ en ef ercicicr de sus de- 
reclios." 

. Abtígulo 94. — ^^Los individuos de la Su- 
prenia Corte de Justicia al entrar a ejercer 
su encargo, prestarán iur amento — (hoy 
protesta conforme á la ley de 4 de Octubre de 1873, 
en la forma que ella manda) — ante el Congreso, 
y en sus recesos ante la Diputación perma« 
nente eii la forma siguiente: ^'¿Juráis des- 
empeñar leal y patrióticamente el cargo de 
Magistrado^de la Suprema Corte de Justi- 
cia que os ba conferido el pueblo, confor- 
me á la Constitución y mirando en todo 
por el liien y prosperidad de la Unión?" 

Artículo 95. — ^'El cargo de individuo de 
la Suprema Corte de Justicia, sólo es re- 
nuncialile por causa grave,, calificada por 
el Congreso, ante quien se presentará la re- 
nuncia. En los recesos de este la califica- 
ción se liará por la Diputación permanen- 
te." 

Artículo -96. — *'La ley establecerá y or- 
ganizará los Tribunales de Circuito y de 
Distrito." 

La ley vigente en esta materia es la de 22 de Ma- 
yo de 1834, con las modificaciones hechas por las le- 
yes citadas abajo, y la que estableció por primera vez 
esos tribunales fué la de 20 de Mayo de 1826. (1) 

(1) Véanse las leyes de 14 de Febrei:p de 1826, 20 de Ma- 
yo de 1826, 22 de Mayo de 1834, 23 de Noviembre de 1855, 
4 de Mayo de 1857, 14 de Febrero de 1861, 2 de Mayo de 
1868 y Reglamento de 29 de Dioieinbre 4e 1969, 
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129. — ^Artículo 97. — ^^Corresponde á los 
Tribunales de la Federación conocer: > 

I» Oe todas las controversias que se susci- 
ten sobre el cumplimiento y aplicación 
de las leyes federales, excepto en el caso en 
qtue la aplicación S9I0 afecte intereses par- 
ticulares, pues entonces son competentes 
para conocer, los jueces y tribunales loca- 
les del orden común de los Estados, del Dis- 
trito Federal j Territorio de la Baja Cali- 
fornia. (1) 

II. De las que Tersen sobre dereclio ma- 
rítimo. 

III. Ue aquellas en que la Federación 
fuere parte. 

lY. De las que se susciten entre dos ó más 
Estados. 

V. Ue las que se susciten entre un Estado 
y uno ó más vecinos de otro.. 

VI. De las del orden civil ó criminal 
que se susciten á consecuencia de los tra- 
tados celebrados con las potencias extran- 
jeras. 

Vil. De los casos concernientes á los* 
agentes diplomáticos y cónsules." 

Artículo 98.— '^Corresponde á la Supre- 
ma Corte de Justicia, desde la primera 
instancia, el conocimiento de las contro- 
versias que se susciten de un Estado con 
otro, y de aquellas en que la Unión fuere 
parte." 

(i) Reformada ep 29 de Mayo de 1384. 
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Artículo 99.— ^^Coiresponde también á la 
Suprema Corte de Justicia dirimir las 
competencias que «e susciten entre los tri- 
bunales de la Federación; entre estos y los 
de los Estados, ó entre los de un Estado y 
los de otro«" 

Artículo 100. — ^"En los demás casos com- 
prendidos en el artículo 9 7, la Supre- 
ma Corte de Justicia será tribunal de ape- 
lación ó bien de última instancia, confor- 
me á la graduación que baga la ley de las 
atribuciones dé los tribunales de Circuito 
y de Distrito. " (1) 

130. — Llegamos en nuestro trabajo á la parte más 
difícil de comentar, dadas las dimensiones y objeto 
de esta obra, y por eso suprimimos los comentarios 
á la parte exclusivamente jurídica. 

Vamos á examinar ahora la organización del Po- 
der Judicial Federal, es decir, del Poder que se ocu- 
pa de los juicios en que está interesada la Nación, 
sus entidades federativas, ó sus habitantes en sus 
derechos como hombres. 

Respecto de los jueces que deban decidir de los 
•derechos civiles y conocer de las causas criminales 
de los particulares, cada Estado ó Territorio esta- 
blecerá las reglas y condiciones que deban llenar 
para ser nombrados y para juzgar y fallar los nego- 
cios que á ellos se sometan. 

La Constitución establece tres clases de tribunales 
para que conozcan en los jnicios federales: la Supre- 
ma Corte, los Tribunales de Circuito y los Juzgador 
de Distrito. - 



(1) Véanse las leyes fuiten oiUdAe, 
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La Suprema Corte es, como su nombre lo indica, 
el tribunal supremo; á ella le corresponde decidir 
las cuestiones que se susciten entre los tribunales 
de un Estado y los de otro; porque siendo estos so- 
beranos é independientes entre sí, un Estado no po- 
dría reconocer como superior al tribunal del otro. 

Para el mejor despacho de los negocios, la Supre- 
ma Corte se divide en tres salas, que se pudiera 
decir son tres tribunales distintos: dos para conocer 
de negocios determinados, que están formadas de 
tres Magistrados cada.una, y una para negocios más 
graves, que.se compone de cinco Magistrados. 

La Corte tiene cuatro Ministros supernumerarios, 
porque como pueden dejar de conocer en un nego- 
cio (1) uno en las salas de tres y dos en la de cin- 
co, era necesario que hubiera quien los sustituyese. 

Por ser puramente jurídicas nos abstenemos de 
hablar de las funciones del Procurador general de 
la Nación y del Fiscal de la Suprema Corte. 

La Constitución exige para ser Magistrado tener 
treinta y cinco años de edad y ser mexicano por 
nacimiento en ejercicio de sus derechos, porque co- 
mo ese cargo es de tan alta categoría, se necesita 
en el que va á ejercerlo ciertas garantías de patrio- 
tismo y sensatez, que se presumen exigiendo la na- 
cionalidad por nacimiento y la edad en que el hom- 
bre está ya on completo estado dé desarrollo físico 
é intelectual. 

Para estos puestos se requieren conocimientos en 
el derecho, que la Constitución dejó á juicio de los 
electores, para darles mayor lib&rtad en su elección. 

Debido á la importancia del puesto, no puede re- 

(1) Por reoasAoi<^n ó exons». 
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nunciarse sino por causas graves calificadas poí la 
Cámara de Diputados. 

La protesta de desempeñar su cargo leal 7 patriií- 
ticamente, que se exige á todos los funcionarios y 
empleados públicos por las razones que en otro lu- 
gar hemos mencionado, con mayor razón tienen que 
prestarla Magistrados que son los encargados de 
administrar justicia. 

Hemos dicho ya que hay tres órdenes de tribu- 
nales federales; los negocios que corresponden á ca- 
da uno de ellos están detallados en varias leyes y 
disposiciones (1) de que no nos ocupamos por ser 
asunto meramente jurídico: sólo haremos nqtar que 
en las controversias que se susciten entre un Estado 
y otro, y en aquellas en que la Unión fuere parte, 
desde su principio conoce la Suprema Corte, porque 
la gravedad de estos asuntos requiere un tribunal 
íntegro, desapasionado é inteligente, que por su ca- 
tegoría, respetabilidad y patriotismo,, no se deje in- 
fluenciar de otros poderes. 

131. — Artículo 101. — ^'^I-os tribunales de la 
Federación resolverán toda controversia' 
que se suscite: 

!• Por leyes ó actos de cualquiera autori- 
dad, que TioleA las garantías individuales, 

II. Por leyes o actos de la autoridad Fede- 
ral que vulneren ó restrinjan li| soberanía 
de los Estados. 

III. Por leyes 6 actos de las autoridades 
de éstos que invadan la esfera de la autori- 
dad Federal. 

(1) Leyes de 14 de Febrero de 1826, 22 de Mayo de 1834, 
etc., y acuerdo dado por la Suprema Corte en 20 de Diciem« 
bre de 1871. 
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A&TÍOXTLO 102. — ^^odos los Juicios de que 
lialila el artícmlo anterior se seguirán á pe« 
tición de la parte agrariada, por medio de 
procedimientos j formas del orden Jurídi- 
co qtue determinará una ley. I^a sentencia 
será siempre tal, que sólo se Ocupe de indi- 
Tidnos particulares, limitándose á prote- 
gerlos y ampararl|^s en el caso especial so- 
lireque verse el proceso, sin bacer ninguna 
declaración general respecto de la ley ó ac- 
to que la motiTare." 

Estos artículos establecen un recurso extraoitii- 
nario, para todos aquellos casos en que por cuales- 
quiera leyes ó autoridades se violen las garantías 
sancionada^ por la Constitución. 

¿Puede e^ablecerse este recurso por- violación de 
cualquier artículo constitucional, ó sólo por el ata- 
que á alguno de los derechos del hombre reconoci- 
dos en el Título I? Cuestión es esta muy debatida, 
que aun no ha sido resuelta por la Corte y en laque 
hay opiniones muy respetables en uno y otro sen- 
tido* • 

Este recurso, que se llama de amparo, está regla- 
mentado por la ley de 14 de Diciembre de 1882. En 
ella se determina que la queja se entable ante los 
jueces de Distrito. El tribunal de xQy\ú6x\forzoso (1) 
de toda sentencia pronunciada por dichos jueces en 
\o% juicios de amparo, será la Suprema Corte erigida 
en tribunal pleno. (2) 

Como según la n^encionada ley de 1882, el juez 
' puede mandar suspender el acto que se le reclame, 

(1) Artionlo 33. 

(2) £b decir, reunidos todos los magistrados qne forman 
las tres Salas, 



y sobre todo, ¿lámparo concedido implica el no cum- 
plimiento de h mandado por la ley 6 autoridad en . 
aquello en que fm violada la garantía de que se tra^ 
ta, para no hacer ilusorias é iueñcaces las leyes ó 
disposiciones de la autoridad cou astas prácticas, 
esa misma ley consignó lo dispuesto en ta última 
parte del artículo 102 de la Constitución. También 
dispone la ley por la misma razón, que estos juicios 
se entablen sólo á petición d5 alguna persona cuyos 
derechos considere violados; 

El recurso de amparo, una de las mejores insti- 
tuciones de la democracia, es la verdadera sanción 
de* las garantías individuales, puesto que con él se 
evita aún á los poderes mismos, que puedan violar la 
Constitución, valiéndose de su alta posición y de su 
poderosa influencia. 

Muy superior á otros semejantes q^ existen en 
diversas naciones, como en Inglaterra y los Estados- 
Unidos, más liberal y más democrático que ningún 
otro, es y será la egida protectora de la vida, de la 
libertad y de la propiedad del hombre, y debe con- 
siderarse como uno de los más grandiosos principios 
que en la Constitución implantaron los legisladores 
de 1857. 

TITULO CUARTO. 



BESPONSABILIDAB DE FUKOIONABIOS 

PÚBLICOS. 

132.— Artículo 103.— "Los Senadores, los 
Diputados, los individuos de la Suprema 
Corte de Justicia y los Secretarios del des« 
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líáblto sóit i*es|»oiisa1iIe8 iw!* los délftas co- 
munes c|iie cometan durante el tiempo de 
BU encargo y por los delitos, faltas ú omisio- 
nes en que incurran en el ejercicio de ese 
mismo encargo. Los gobernadores de los Es- 
tados lo son igualmente por infracción de 
la Constitución f leyes federales. Lo es 
también el Presidente de la República;pero . 
durante el tiempo de su encargo sólo podrá* 
ser acusado por los delitos de traición ú la 
patria, Tiolación expresa de la Constitu- 
ción, ataque a. la libertad electoral y deli- 
tos graTes del orden común, (i) 

No gozan de fuero constitucional los al- 
tos funcionarios de la Federación por los 
delitos oficiales, faltas ii omisiones en que 
incurran en el desempeño de algún em- 
pleo, cargo ó coteisión pública que liayan 
aceptado durante el período en que, con- 
forme ala ley, se disfruta de aquel fuero. 
Lo mismo sucederá con respecto á los deli< 
tos comunes qyie cometan durante el des- 
empeño de diclio empleo, cargo ó comi- 
sión. Para que la causa pueda iniciarse 
cuando el alto funcionario liaya vuelto á 
ejercer sus funciones propias, deberá pro- 
cederse con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo 1Q4 de la Constitución.^' ('^) 

138. — ^El principio que nquí se establece es uno de 
los que constituyen el sistema de gobierno republi- 

(1) Keí. en 13 de Noviembre de 1874. 

(2) Adición hecha en la misma fecha. 

9 
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cano» y que sirve de garantía para el exacto y cum- 

Elido. aesempeño de las funciones públicas. Es tam- 
ién un remedio contra el despotismo, porque sería 
enteramente ilusorio el resultado de una Constitu- 
ción, por liberal que fuese, si los gobernantes no tu- 
vieran que dar cuenta de sus actos; pero, como esta 
responsabilidad se tiene que conciliar con cierta liber- 
tad de acción de los funcionarios, necesaria para la 
pronta y Bxpedita administración pública é indis- 
pensable en la buena marcha de un gobierno, nuestra 
Carta, además de las formalidades que previamente 
exige para formarle juicio al presunto responsable, 
restringe los casos en que puede ser acusado el Pre- 
sidente, durante el tiempo de su encargo. 

Por lo que toca á los Gobernadores, como son elec- 
tos por cada Estado en virtud de la soberanía que 
á éstos otorga la Constitución, ellos deben determi- 
nar la manera y los casos en que se haga efectiva la 
responsabilidaa por las faltas que cometan, siempre 
que no fueren de las que ataquen directamente á la 
Constitución y leyes federales; pues en este caso, co- 
mo interesa á toda la Kepública su represión, in- 
cumbe al Gobierno Federal establecer las bases para 
hacerla efectiva.^ 

'»Za5 restricciones y solemnidades especiales que 
se necesitan para exigir la responsabilidad á los al- 
tos funcionarios de la JPederacümu es lo que se lla- 
ma afuero constitficionaLii 

El fundamento de la segunda parte del artículo 
es que, desde el momento en que los altos funcio- 
narios desempeñan comisiones ó empleos extraños 
á su categoría, deja de serles indispensable esa li- 
bertad de acción que los hace acreedores al fuero 
constitucional. 

134,— Artíoülo 104.— "Si el delito fuere co- 
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miin, la Cámara de representantes^ erin^ida 
en gran jurado, declarará, á mayoría abso- 
luta de votos, si iiá ó no lugar á proceder 
contra el actfsado* En caso negativo no lia- 
1»rá lugar á ningiin procedimiento ulterior. 
En el afirmativo, el acusado queda, por el 
mismo lieclto, separado de su encai^o y su- 
jeto á la acción de los triDiunales comu- 
nes." (I) 

Artículo 105. — ^^ De los delitos oficiales co- 
nocerán: la Cámara de l>ipjiitados como 
Jurado de acusación y la de Cenadores co- 
mo Jurado de sentencia. 

El Jurado de acusación tendrá por olijeto 
declarar, á mayoría absoluta de votos, si 
el acusado es ó no culpable. Si la declara- 
ción fuere absolutoria, el funcionario con- 
tinuará en el ejercicio' de su encargo. Si 
fuere condenatoria, quedará inmediata- 
mente separado de diclio .encargo y será 
puesto á disposición de la Cámara de Sena- 
dores. Esta, erigida en Jurado de sentencia, 
y con audiencia del reo y del acusador, si 
lo liubiere, procederá á aplicar, á mayoría 
absoluta de votos, las penas que la ley de- 
signe." (2) 

Muchas son las clasificaciones que se hacen de los 
delitos, según la base ó el criterio que para ellas so 
escoge. Entre otras existe la de delitos oficiales y 
delitos comunes. Los primeros son los que se come- 
ten con ocasión del cargo que se desempeña, violan- 

(1) Reformado el 13 de Noviembre de 1874. 

(2) Reformado en la misma fecha. 
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do la Constitución ó infringiendo determinadas le- 
yes políticas y federales. 

La ley de 3 de Noviembre de 1870, determina 
cuáles son en la República estos delitos, cuáles las 
faltas oficiales, y establece la penalidad que corres- 
ponde á cada una de ellas. 

En el caso del artículo, se comprenden bajo la de- 
nominación de delitos comunes, todos los que son 
susceptibles de cometerse, y que á su vez no están 
comprendidos entre los políticos. 

En vista de esta diferencia, la Constitución esta- 
blece diversos procedimientos, diversos tribunales y 
diversa penalidad para unos y otros. 

En caso de delito común, de acuerdo con el prin- 
cipio de la igualdad ante la ley, deja" que juzguen 
y castiguen al delincuente los Tribunales comunes, 
y sólo exige que la Cámara de representantes dé su 
autorización para proceder contra el presunto delin- 
cuente, para evitar que por una delación incondu- 
cente, falsa ó calumniosa, estuviera al arbitrio d« 
cualquiera pnvar á la Nación de uno de sus funcio- 
narios, tal vez en los momentos en que á ésta le 
fuera riiás necesario. 

Con este procedimiento también se evita que el 
Ejecutivo pueda incompletar el quorum en el Con- 
greso, impidiendo la expedición de una ley, si por 
desgracia intentara valerse de tan reprobado medio 
como son las acusaciones calumniosas, para conse- 
guir su objeto. 

Si se trata de delitos oficiales, como son otras las 
razones que tienen que tomarse en consideración y 
como entonces ya no se viola la garantía de la igual- 
dad ante la ley, los legisladores expidieron la ley de 
3 de Noviembre á que antes nos hemos referido y 
determinaron que á semejanza de lo establecido en 
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otros poíaes, las Cámaras formaden una el jurado de 
actísacián y otra el de sentencia. 

Se erigieron estas como Inribunales, porque para 
los delitos oficiales ellas más que los tribunales co- 
munes son las que con pleno conocimiento y con me- 
jores datos pueden fundar una acusación desapa- 
sionada y dar un fallo justo y acertado. 

. Antes de ocuparnos del artículo siguiente, es bue- 
no fijar con claridad el diferente carácter que tiene 
la intervención de la Qámara de Diputados en uno 
y en otro caso. En los delitos comunes, no hay ver- 
dadero juicio; la resolución que dicta no es más que 
la autorización para proceder contra el acusado, que- 
dando la separación definitiva del funcionario pen- 
diente de la sentencia del tribunal común; mientras 
que en el delito oficial el fallo es en toda forma un 
veredicto de culpabilidad, consecuencia de un jui- 
cio que ocasiona la separación definitiva del funcior- 
nario. 

135. — ÁBTÍOULO 10^. — ^^Pronuociada una 
seutencia de responsabilidad por delitosofi- 
eiales, no puede concederse al reo la gracia 
de indulto*'' 

El indulto, que es la gracia ó perdón que conce- 
de el Ejecutivo al delincuente, otorgado en los ca- 
sos de responsabilidad por delitos oficiales, haría á 
veces ilusorio lo prev^do en este título de la Cons- 
titución, porque pudieran doraeterse esos delitos ó 
faltas en connivencia con el Ejecutivo, teniendo el 
delincuente la seguridad de quedar impune merced 
al indulto que se le otorgara. 

136.— AaTÍQULO 107.— ^^Ia responsabilldiMI 
por jdelüos j fattito •Ibciales sólo podrá exU- 
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girse durante el período en que el fiinciona» 
rio ejerza su encargo y un año después «" 

Fúndase esta prescripción en que conforme á los 
principios del Derecho Penal, la Sociedad no tiene 
el derecho de juzgar ni de castigar á los delincuen- 
tes sino dentro de cierto espacio de tiempo más 
ó menos largo, contado desde que se cometió el 
delito, y la razón es que no puede imputarse al que 
delinquió la falta de medios ó lamorosidad de aque- 
llos que pretenden castigarlo. 

A este derecho de no ser perseguido, es á lo que 
se llomo, prescripción de la acción penal. 

Para cada delito, sea de la clase que fuere, seña- 
lan las leyes el tiempo durante el cual prescribe la 
acción penal 

En la fijación de este tiempo se tiene en cuenta 
la mayor ó menor facilidad que existe de que el de- 
lincuente escape á la acción de la justicia^ y como 
á los funcionarios de que trata el artículo, les sería 
muy difícil durante el tiempo de »u cargo y aun 
después sustraerse á esa acción, la Constitución i^^ 
un tiempo relativamente corto para que prescribie- 
ra la acción penal, es decir, el derecho de perseguir 
á los acusados por el delito que cometieron. 

Artículo 108. — ^^£n demandas del orden 

civil no liay fuero ni inñaunidad para nin^ 
gún f ttnei,onario pn1>lico«" 

• 

No entorpeciendo esta clase de demandas la li- 
bertad de acción de los funcionarios, cesa la nece- 
sidad de concederles' el fuero constitucional. 

Por otra parte, sería enteramente injusto conceder 
inmunidades ó prerrogativas á ciertos funcionarios, 
para ezcmidos de cumplit eofl compromisos pura¿^ 
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mente civiles, á los que podrían impunemente faltítf 
prevaliéndose de su alto carácter y de esas inmuni- 
dades. 

TITULO aUINTO. 



DE LOS ESTADOS DE LA FEDEBAOIÓN. 

137. — ^Los Estados en laFederación Mexicana son 
soberanos é independientes sólo en cuanto á su régi- 
men interior, pero no podría enstir la Nación como 
tal, si cada una de las partes integrantes de su te- 
rritorio tuviera facultad para establecer una forma 
de Gobierno distinta, que podría ser en muchos ca- 
sos incompatible con el artículo 40 de la Constitu- 
ción. 

Por estas'consideraciones los legisladores dijeron 
en el artículo 109: 

('^Cos Estados adoptaran para sa régimen 
interior la forma de gobierno repuMicano, 
representatiTO« popular; y determinarán 
en BUS respectiTas constituciones loa tér- 
minos en que deba aplicarse á la reelee- 
ción de sus gobernadores lo que prescribe el 
art. 78 para la del Presidente de la Repú- 
blica"). 

Las mismas razonas aue. expusimos al trartar del 
proyecto de la reforma del art: 78, son aplicables aj 
de la del 109. 

Hemos trascrito aquí el artículo tal cual 16 re- 
dactaron los autores del pf oyecto^ pues lo mismo 
que el 78 aún no es un artículo constitucional) pero 
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.como se han iniciado al mismo tiempo las reformas 
de los dos artículos^ sou las mismas las razones que 
obran en uno y otro caso, y están ya aprobadas por 
la mayoría de las Legislaturas de los Estados, fal- 
tando tan sólo que el Congreso la declare así, en 
cuanto se abra el próximo período de sesiones (15 
de Setiembre), juzgamos que deberían incluirse aquí 
esos artículos tales como regirán en lo de adelante. 
138¿-*- Aunque en la Sección II, TítuloII, los Cons- 
tituyentes, al designar ías partes integrantes de la 
Federación y del territorio nacionaL señalaron lí- 
neas de demarcación entre los Estados, previendo 
que en lo sucesivo* pudieran suscitarse cuestiones 
acerca ^de limites^ determinaron que 

Artículo 1 10. — ^'Los Estados pueden arre- 
glar entre idi, por conTenios amistosos; sus 
respectivos limites; pero no se IleTarán á 
efecto esos arreglos sin la aprobación del 
ÜoUgreso de la Unión." 

Lft aprobacÓKki del Congreso siempre que se trate 
,de eonv^os amistosos^ es necesaria para «1 arreglo 
de limites, porque la Unióa eatá interesada en que 
^Qstos oonvenÍQíS sean justos y equitativos. Cuando 
haya e«ntenoftón (1) jentra dos ó más Estados, co- 
JDOce y falla la Suprema Corte (art 98), que es el 
único try}unal competente, por ser superior directo 
de todas las entidades federativas. 

ld9.«-*AiiTÍGüL0 m.-^'-^IiOsEstadosBo pue- 
den en üingún caso: 
I; Celebrar aliaiiza^ tratado ó coalición 

(1) Es.deieir, cuAndo haya oposición entre los derechos 
•á» cada EsíltMlo. 



125 

coot ote» EgtiUk>5 ni c<mb potenoia& extranfe- 
rai^* Exceptúase la coalición que pueden 
celebrar los Estados fronterizos para la 
ipnerra ofensiva ó defensiva contra los bár- 
baros. 

H. Expedir patentes de corso ni de repre- 
salias. 

IXI. Acunar moneda, emitir papel mo- 
neda ni papel sellado*'^ 

Para celebrar tratados con potencias extranjeras, 
es indispensable una soberanía completa, que no tie- 
nen los Estados, puesto que forman parta de una 
Nación, y sólo son libres y soberanos en cuanto á 
su régimen, interior, pero no tienen representación 
alguna para todo lo relativo al exterior. 

Tampoco pueden celebrarlos entre sí, porque con 
ellos trastornarían el equilibrio y la igualdad que 
debe existir entre las entidades federativas, benefi- 
ciándose las unas á expensas de las otras. 

^ Por otra parte, ó esos convenios se hacían subor- 
dinándolos á la Federación, ó independiéndolos de 
ella. -En el primer caso serían enteramente inútiles, 
y en el segundo destruirían el sistema federal. 

La excepción de que trata el artículo, respecto 
de los Estados fronterizos, se funda en la dificultad 
de que la Federación ocurra en el monáénto oportuno 
con la fuerza necesaria, para arrojar de las poblacio- 
nes y combatir lasibordas de salvajes que incesante- 
mente las invaden, causando en ellas la desolación 
y la muerte» £n estoa casos es indispensable el 
auxilio del momento para combatir á los enemigos 
de la civilización en uso del derecho de propia con- 
servj^cíón, y sólo se. puede llegar á est^ fin por me- 



dio de alianzas, para queso ajnidoitmutitameiitaoii 
el momento preciso los Estados de que se trata. 

La expedición de patentas de corso y de repre- 
salias, es una derivación del derecho de declaran y 
hacer la guerra á potencias extranjeras, y si por las 
razones que hemos expuesto al tratar de las facul- 
tades del Congreso de la Unión y de las del Presi- 
dente de la República, á éste último, como repre- 
sentante de la Nación^ corresponde esa declaración 
y todo lo relativo á ella mediante ciertas formalida- 
des, nadie más qiie él, siempre con el carácter de 
representante de la Unión y no de una parte de 
ella, pi^ede expedir las patentes de corso y de re- 
presalias. 

La acuñación de moneda y la emisión de papel 
moneda (bonos ó certificados del Tesoro) y papel 
sellado (hoy timbres), tienen que ser enteramente 
uniformes, y sólo llenan su objeto, cuando á juicio 
no sólo de la República sino del mundo entero, es- 
tán suficientemente garantizados por el gobierno de 
una nacióú. 

Por poderoso y rico que se suponga un Estado, 
jamás podrá prestar esta clase de garantías. Por 
otra parte, existiría una variedad y confusión tales, 
si cada uno acuñara moneda y emitiese papel, que 
serían imposibles, aun en la misma República, las 
transacciones mercantiles. 

Las prohibiciones contenidas en este artículo son 
absolutas; es decir, que nunca podrán los Estados 
hacer lo que en él se les prohibe; á diferencia de las 
enunciadas en el siguiente que sólo son relativas, 
porque pueden verificar ciertos actos ó dar deter- 
minadas leyes con consentimiento del Congreso de 
la Unión. 

140;— Artículo i 12.— ^«Tampoco pueden 
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sin cottsentlinLiento del Congreso de la 
Unión: 

I. Establecer derechos de tonelaje ni otro 
alguno de puerto^ ni imponer contribucio- 
nes ó derecltos sobre importaciones ó ex- 
portaciones." 

Toda restricción que se impone al comercio es 
nociva para el país que la decreta, porque disminu- 
ye las importaciones y exportaciones; pero si algu- 
_ na ve2 se hacen indispensables, el Congreso general 
debe dar ó negar su aprobación, porque un solo Es- 
tado pudiera en beneficio exclusivamente suyo, es- 
tablecer ciertos impuestos ó graváínenes que redun- 
darían en perjuicio de los demás, y por consiguiente 
en el de la Federación. 

^^11. Tener en ningún tiempo tropa per- 
manepte) ni buques de guerra." 

Para que ningún Estado se sobrepusiese á los 
otros, ya fuera por su ejército ó por su marina, dis- 
pusieron los Constituyentes que sólo con aprobación 
del Congreso, pudieran mantener una ú otra, cuan- 
do á juicio de éste fuera indispensable. 

^^III. Hacer la guerra por si ú alguna po- 
tencia extranjera. Exceptúanse los casos 
de invasión ó de peligro tan inminente que 
no adnUta demora. En estos casos darán 
cuenta inmediatan&ente al Presidente, de 
la República." 

Como corresponde á la Federación, por medio de 
sus representantes, dar la ley en que se declare la 
guerra á cualquiera potencia extranjera, los Estados 
sólo podrán hacerlo con aprobación del Congreso fe- 
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deral, que es el único que puede expedir las legres; 
pero en los casos de inminente peligro en que se 
trata de la propia conservación ó defensa de los ciu- 
dadanos del Estado, de pronto repelerán la fuerza 
con la fuerza, avisando inmediatamente al Presiden- 
te de la República para que éste cumpla con lo dis- 
puesto en el artículo 116. 

141. — Aríícülo 113. — "Cada Estado tiene 
ol>lisacióii de entregar sin demora los cri- 
minales de otros Estados á la autoridad q.ue 
los reclame." 

Disposición que facilita notablemente la Admi- 
nistración de Justicia, pues que de otro modo los 
delincuentes lograrían su impunidad con sólo ir pa- 
sando sucesivamente de un Estado á otro. 

Artículo .114. — "Los Go1>emadóres délos 
Estados están obligados ¿publicar y Itacer 
cumplir las leyes federales," 

Necesario era imponer esta obligación á los Go- 
bernadores, porque pudiera suceder que alguna Vez 
no conviniera á determinado Estado obedecer una 
ley federal, si no estaba de acuerdo con sus leyes 
locales, pretendiendo que allí aun no había sido pro- 
mulgada. 

A pesar de lo dispuesto en este artículo, podrá 
suscitarse alguna vez un cotífiicto; pero la misma 
Constitución previene el modo de decidirlo pacífi- 
camente, como lo expresa un distinguido constitu- 
cionalista en los términos siguientes: "Se temía tam- 
"bién que pudiera resultar un condicto para los 
"Gobernadores, si siendo agentes de la federación, 
"constituidos por este artículo, tuvieran que obede* 
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"cer en su calidad de Gobernadores, alguna ley par- 
••ticular.de los Estados que estuviera en contrapo- 
"sición con la federal. ¿A quién obedecerá? ¿A la 
"Federación? Será encausado por el Estado á quien 
••desobedece. ¿Al Estado? Será encausado por la Fe- 
•' deración á quien desobedece también." 

'•Esta dificultad habría sido insuperable, si el sis- 
"tema Constitucional Mexicano no tuviera por base 
"la regla de evitar todo conflicto de ley á ley, de 
"poder á poder y si no lo hubiera evitado confiando 
••al ps>der Judicial de la Federación la facultad de 
••salvar en cada caso por decisiones meramente in- 
••dividuales, los derechos del hombre que pudieran 
"ser violados en tales conflictos, la Soberanía de 
••los Estados y la esfera de acción federal." (1) 

142. — Artículo 115. — ^^En cada Estado déla 
Federación se dará entera fe y crédito ¿ los 
actos públicos, registros y procedimientos 
gndiciales de todos los otros. El . Congreso 
pnede por medio de leyes generales prescri- 
bir la manera de probar dichos actos, re- 
gistros y procedimientos y el efecto de 
ellos." 

Útil y hasta necesaria es la prescripción del ar- 
tículo con objeto de expeditar la administración de 
justicia en toda la Nación, por medio de una decla- 
ración terminante de que á los actos públicos se 
les daría igual fe y cr/^lito eu todos los Estados. 

No se pretende por esto obligar á los Estados á 
verificar registros y procedimientos de determinada 
manera, sólo se previene que el Congreso de la Unión, 

(I) OastiUo Velasco. — Apuntamientos de Dereoho Cons- 
titncionaK 
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en el cuaJ están todos representados, dará disposi- 
ciones generales, con objeto de que se prueben en 
cada Estado los actos, registros y procedimientos 
de otro. 

143. — Artículo 116. — *^I-08 poderes de la 
Unión tienen el deber de proteger á los Esta» 
dos contra toda invasión ó Tiolencia exte- 
rior. En caso de sublevación ó* trastorno in- 
terior, les prestarán igual protección siem- 
pre que sean excitados por la legislatura 
del EstadO) ó por su EjecutiTO si aquella 
no estuviere reunida.'^ 

Tratándose de una Federación como la nuestra en 
que los Estados, aunque independientes en cuanto 
á su régimen interior, tienen que delegar parte de 
su soberanía para formar la Unión, era lógico que 
ésta tuviera la obligación de defenderlos y proteger- 
los contra todo ataque, violencia ó conflicto. 

Sin embargo, en este artículo hay que distinguir 
dos casos: en el primero, que se refiere á invasiones 
ó violencias exteriores, cualquiera de los poderes de 
la* Unión, en lo que fuere de su competencia, tieiíe 
el deber, aunque no^ lo pida el Estado, de impartir- 
le su protección, y esto está perfectamente de acuer- 
do con el artículo Constitucional en que se prohibe 
á lo3 Estados hacer la guerra á potencias extranje- 
ras; porque si en estas circunstancias la Unión no 
les prestara auxilio ni estuviera obligada á defen- 
derlos, tendrían que sufrir toda clase de abusos y 
vejaciones de cualquiera otra nación. 

En el segundo caso, que es el relativo á trastofnoa 
interiores, se dispone que, sólo cuando Jo pidan lo^i 
Estados,. les proporcionen el auxilio necesario los 
poderes de la Unión, porque lo contrario sería vio- 
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lar la soberanía de los mismos Estados,^ tomando 
parte en cuestiones qne ellos tienen derecho de re- 
solver por sí solos; pero si las fuerzas con que cuen-. 
tan no son suficientes para decidir la cuestión evi- 
tando los trastornos y desórdenes^ los poderes Fede- 
rales» á solicitud de la Legislatura ó del Ejecutivo 
del Estado, si aquella no estuviere reunida, tiene 
que protegerlos como partes dé la Federación, limi- 
tándose siempre á establecer'el orden constitucional 
y no mezclándose nunca en las cuestiones relativas 
á su régimen interior. 

Complementarios de este artículo son el 98, la 
fracción III del 97 y los incisos V y VI de la frac- 
ción B del 72. 

Las prescripciones contenidas en este título, aun 
las referentes á ciertas prohibiciones, en nada atacan 
á la soberanía de los Estados: son condiciones esen- 
ciales para la subsistencia de la Federación é impli- 
can además la verdadera igualdad entre los Estados. 

TITULO SEXTO. 



PBEYENOIONES aEXERALES. 

144.— Artículo 117.— ^«Las facultades que 
no están expresamente concedidas por esta 
Constitución a los funcionarios federales^ 
se entienden reservadas á los Estados." 

Muchos errores se han cometido aplicando leyes 
ó disposiciones por analogía y mayoría de razón, y 
como toda Federación debe tender á dar la mayor 
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independei]|pia á las partes que la forman, se hizo la 
declaración de que trata el artículo^ tanto para evi- 
tar la aplicación de determinadas leyes Federales, 
por mayoría de razón á cuestiones enteramente lo- 
cales, como para que no se creyera que todo aquello 
que omitía ó de que no trataba la Constitución, se 
entendía que estaba reservado á la Federación. 

Otra razón existió para fundar el artículo: la Na- 
ción era un todo homogéneo, es decir, que estaba 
acostumbrada á ser gobernada desde la Uapital, y 
todos los Gobiernos anteriores á la Constitución tu- 
vieron marcadas tendencias centralizadoras. Aho- 
ra bien, como ese todo se dividió, digámoslo así, pa- 
ra formar la Federación, y como se trataba precisa- 
mente de destruú* esa tendencia centralizadora de 
los Gobiernos, era necesaria una declaración termi- 
nante de que los Estados tenían todas aquellas fa- 
cultades que no estaban expresamente concedidas 
por la Constitución á los Poderes Federales. 

Esta prescripción, aunque esencial para poner en 
práctica el sistema federativo, es una de las que 
más trabajo cuestan en sus aplicaciones jurídicas,' 
por la gran dificultad de determinar el punto en que 
acaban las facultades de los funcionarios Federnles 
y comienzan las de los de los Estados. 

En prueba de esta vaguedad, constitucionalistas 
muy notables, como el Sr. Vallarta, Presidente que 
fué de la Suprema Corte, opinan que ciertos artícu- 
los de la Constitución pueden reglamentarse por los 
Estados, mientras que otros publicistas igualmente, 
respetables, creen que esta es atribución exclusiva 
del Congreso General. 

La Suprema Corte de Justicia, que es la intér- 
prete más autorizada de nuestra Carta fúndame- 



tal, ha declarado en varias ejecutorias (1) sü con- 
formidad con la opinión del ilustrado y erudito pu- 
blicista'que la presidía. 

145.— Artículo 118.— "Ningún indíTiduo 
puede désennpeuar ú la Tez dos cargos de la 
Unión de elección popular; pero el nombra- 
do puede elegir entre ambos el que quiera 
desempeñar." 

Disposición que tiene por objeto evitar tanto la 
imposibilidad de que un ciudadano desempeñara al 
mismo tiempo la Magistratura de la Corte y la Di- 
putación, ó ésta y la Presidencia de la EepúblicÉt, 
imposibilidad fundada en el artículo 50 que prohi- 
be la reunión de dos poderes en una misma perso- 
na, cuánto los trascendentales abusos que podrían 
resultar de que la misma persona desempeñase á la 
vez cargos que aunque á primera vista pareciera 
compatibles, en el fondo sólo conducirían á hacer 
ilusoria la división de los poderes y la independen- 
cia de los Estados. 

Dejóse la elección entre ambos al individuo ié 
quien se trate, porque no se tenía ningún derecho 
para obligarlo á desempeñar determinado cargo. 

146. — Artículo 119. — "Ningún pago podrá 
liacerse, que no esté comprendido en el 
presupuesto ó determinado por ley poste- 
rior." 

Como se ha visto ya, el presupuesto de gastos se 
discute cada año por la Cámara de Diputados, mo- 
dificándose ó no, según lo creen conveniente los le- 

[1] Se Uaman así las resoluciones que dan los tribunales, 
contra los cuales no existo recurso alguno, salvo la respon« 
■abilidad en que incurran loa magistradoa que las didtani 

10 
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gisladores. Eii él se asientan los diferentes pagos 

3ue deben hacerse durante un año contado del 1^ de ^ 
ulio al 30 de Junio siguiente, que se llama año fis- 
cal; y solamente cuando un gasto esté comprendido 
en ese presupuesto ó determinado por una Ley, se 
tendrá la seguridad de que los fondos públicos no se 
dilapidan; porque de otro modo podrían los funcio- 
narios encargados de hacer los pagos, aprovecharse 
de ellos en beneficio propio ó aplicarlos á objetos 
distintos de los señalados en el presupuesto. 

Abtíoülo 120. — ^^£1 Presidente de la Repú- 
blica, los indiTiduos de la Suprema Corte 
de Justicia, los Diputados y demás funcio- 
narios púl>lico8 de la Federación, de nom- 
bramiento popular, recibirán iina com- 
pensación por sus servicios, qne será deter- 
minada por la ley y pagada por el Tesoro 
Federal. Esta compensación no es renun- 
ciable, y la ley que la aumente ó la dismi- 
nuya no podrá tener efecto durante el pe- 
riodo en que un funcionario ejerce el car- 
go.**' 

La Constitución que estableció la manera de for- 
mar los Poderes de la Unión, previno en este artícu- 
lo que ciertos funcionarios Federales recibieran una 
recompensa determinada por ley, y pagada por el Te- 
soro Federal. No es renunciable, para que nadie pue* 
da decir que ha favorecido á la República, sirvién- 
dola sin compensación, porque eso rebajaría el honor 
nacional. No debe aumentarse ni disminuirse esa 
retribución durante el período en que el funciona- 
rio de que se trate ejerza su encargo, para evitar los 
ftbusos ^ que podría dar lugar en uno ú otro senti- 
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do, la Kbertad de que se aumentarán ó disminu je^ 
ran los sueldos de determinados fmfüionarios, á mer- 
ced jiel Ejecutivo ó del Congreso, y porque sería 
ipdecoroso para cualquiera* de los poderes promover 
y hacer uso de su influencia para obtener, durante 
el desempeño de su cargo un aumento de sueldo 
que aunque alguna vez podrá ser justo, casi siem- 
pre sólo indicará el deseo de aprovecharse de su po* 
sición para obtener mayores comodidades á expensas 
de la Nación. 

147,-^ÁBTÍoULO 121. — '^4>do teñeionarto 
público^ sin excepción alguna, antes de to« 
mar posesión de su encargo, prestará Jura* 
mentó de guardar esta Constitución f las 
leyes qjae de ella emaSien." 

El artículo 4° de las adiciones y reformas consti-^ 
tucionales de 25 de Setiembre de 1873 declaró que: 

^^lia simple promesa de decir verdad y de 
cumplir las obligaciones que se contraen, 
sustituirá al Juramento religioso en sus 
efectos y penas," y la ley de 4 de Octubre del 
mismo año estableció la fórmula bajo que protesta- 
rán los funcionarios y empleados la observancia de 
la Constitución con sus adiciones y reformas. 

Se exige esta protesta para comprometer y obli- 
gar públicamente al funcionario ó empleado á cum- 
plir con la Constitución. 

Abtíoulo 122. — *^En tiempo de paz ningu- 
na autoridad militar puede ejercer más 
funciones que las que tengan exacta co« 
nexión con la disciplina militar. Sola- 
mente b^rá comandancias militaires fijas 
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"y pennaaientes en tos €»stUlo&, f ortaleEaisi y 
almacenes qife dependan inmediatamente 
del Gobierno de la Unión; ó en los cámpa^ 
mentes^ coárteles ó depósitos que, fuera de 
las p«^laciones, estaUeciere para la esta- 
ción de tropas." 

Dimos ya la razón de este artículo al tratar de lo 
que se dispone en el 26. 

148. — Aetículo 123. — "Corresponde excln- 

stiramentea los poderes federales, ejercer 
en ntaterias de .culto religioso y disciplina 
extema la intervención que designen las 
leyes." 

Conforme á las teorías modernas sobre formas de 
Gobierno, debe existir en las Naciones completa li- 
bertad de cultos, ó como lo ha expresado un nota- 
ble publicista, debe existir «'¿a iglesia libre en el 
Estado libre.** 

En el fondo, de acuerdo con los principios Cons- 
titucionales, esa misma libertad existe en la Repú- 
blica, pero el Gobierno puede aun en donde la hay, 
reglamentar el culto público y la liturgia ó discipli- 
na extema. 

Atribución que en una Federación sólo puede 
darse al Gobierno Federal para evitar los graves 
desórdenes y trastornos á que daría lugar el que en 
cada uno de los Estados, se restringieran ó amplia- 
ran ciertas medidas en favor ó á perjuicio de deter- 
minada religión. 

En México, además de las razones expuestas, hu- 
bo otras enteramente especiales, atendidas la época 
y circunstancias en que se expidió la Constitución. 
V9áM esas circunstancias, el Gobierno necesítabs^ 
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t^ier alguna ingerencia en las cuestiones de culto 
y disciplina, porque el partido Conservador aUado 
al Clero Católico procuraba por cuantos medios te- 
nía á su alcance impedir la promulgación de la Car- 
ta de 57 y combatir todos los principios que ella 
consagra, sobre todo el de la libertad de creencias. 

Este y los demás artículos que con él se relacio- 
nan fueron los que en el Congreso Constituyente, 
en el público y aun en el seno mismo de las fami- 
lias causaron mayor sensación, ocasionaron graves 
disgustos y dividieron desde entonces al país en dos 
partidos político-religiosos; el Liberal ó Reformista 
y el Conservador ó Clerical. 

149. — Estos acontecimientos originaron más tarde 
la expedición de las leyes llamadas de Reiforma^ que 
reunidas en cinco artículos, fueron elevadas á la ca- 
tegoría de preceptos constitucionales, en 25 de Se- 
tiembre, de 1873. 

La ley orgánica de los artículos que comprenden 
estas Adiciones y R^ormaSy que es el nombre con 
que se les conoce, la que los reglamenta y fija sus 
verdaderos límites, fué dada por el Congreso de la 
Unión én 14 de Diciembre de 1874. 

Nos ocuparemos pues ahora, por parecemos el 
lugar más oportuno, de los artículos 1^ 2*^ y 4*^ de 
las mencionada^ adiciones y reformas. 

♦ El 3^ y el 5? han sido ya explicados en otras par- 
tes, por considerarse como verdaderas reformas dé 
los artículos 5° y 27 de la Constitución de 1857. 

Dicen los artículos de las tantas veces menciona- 
das reformas: 

ÁBidóULO 1^— ^^El Estado y la Isleaia son 
inAep^iiAeates eSktÉé sí. El CongvefM» no 
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puede dictar leyes estableciendo ó proU- 
Mendo religión alguna." 

Abtígulo 2^ — ^^'El matrimonio es un con- 
trato cítíL Este y los demás actos del esta- 
do civil de las personas son de la exclusiTa 
competencia de los funcionarios ó autori- 
dades del orden cítíI, en los términos pre- 
venidos por las leyes, y tendrán la fuerza y 
validez que las misn&as les atribuyan." 

Abtículo é^-^'^ta simple promesa de de- 
cir verdad y cumplir las obligaciones que 
se contraen, sustituirá al Juramento reli- 
gioso en sus efectos y penas." 

Bismark, el eminente diplomático europeo, con- 
testando á nn diputado, ha pronunciado las siguien- 
tes palabras eñ el Parlamento .Alemán: vTodo dog- 
"ma, aún el no profesado por nosotros, si lo profe- 
«san nuestros compatriotas, debe ser sagrado para 
«los demás ciudadanos y para el Gobierno.u 

El derecho de la libertaa de creencias fué.sancio- 
nado por la Constitución, desde que estableció en su 
artículo 6^ la libre emisión del pensamiento, sin más 
restricciones que el ataque á la moral ó á los dere- 
chos de tercero, la provocación á crímenes ó delitos ' 
y la perturbación del orden público. 

Consecuencia de ese derecho es la más amplia 
libertad de cultos, con tanta mayor razón, cuanto 
que es imposible á una ley penetrar en la concien- 
cia humana para obligarla á adoptar determinado 
dogma. 

Oon objeto de lograr ^or completo esta libertad 
ea materia religiosa, se hi^o indispensi^ble capsagr^r 
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la independencia entre la Iglesia y el Estado, (1) y 
por eso s0 declaró así en él artículo 1^ de las R¿- 
formas. 

Debe advertirse que la última parte del artículo 
no comprendo las religiones que por sus prácticas 
son en sí mismas inmorales, porque éstas están de 
hecho prohibidas en la parte final del artículo 6* 
Constitucional. 

Al dictar el artículo 2? no quisieron los legisla- 
dores decir que se prohibía la celebración del ma- 
trimonio conforme á los ritos de cualquiera religión, 
sino que dejaron en completa libertad á los con- 
trayentes para celebrarlo conforme á su religión, 
pero dada la independeneia entre la- Iglesia y el Es- 
tado, los actos del estado civil de las personas sólo 
podían ser válidos para el Gobierno, cuando se ce- 
lebrasen ante los funcionarios de un carácter pura- 
mente civil autorizados por él para ese efecto. 

So pena de incurrir en flagrante óonkadieción, no 
podía exigirse ya á nadie el juramento religioso, y 
por eso se sustituyó como lo indica el art. 4^ con 
la simple promesa de decir verdad, en todos los ca- 
sos en que antes se prestaba aquel. 

150.— Artículo 124.— ''Los Estados no po- 
drán imponer ningún dereclio por el simple 
tránsito de ntercanciasenla circulación in- 
terior. Sólo el Gobierno dé la Unión podrá- 
decretar dereclios de tránsito, pero única- 
mente respecto de efectos extranjeros qne 
atraviesen el pais por lineas internaciona- 
les é interoceánicas, sin estar en el territo- 
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rJ(o ;aacippal vft«íft tijBpipLpo juii^ ^1 necewirio 
p^xa. la traTesia y sftíída al ^xtraidero. 

Ño proliiliirán directa ni indirectanptfsnte 
jla eatruda á ui territorio, ni la salida de 
él, de wlngiina mercaiicia, á no ser por nao- 
tiyo de policip.; ni gravaráii.los articnlos 
de producción nacional por su salida para 
el extranjero ó para otro Kstado. 

Las exenciones de dereclios serán genera- 
les, no pudiendo decretarlas en favor, de los 
productos de determinada procedencia* 

TjJíi c,uota del Jumpnesto para deterntinada 
mercancía) será luna misma, sea cualfue- 
ire su pr^cedepciaj sin que pileda «|s|ipaár- 
sele muyor grayam^n qne el que r^^ortan 
l9$ fruJtos fiNMoilares de la eutidad política 
en que se decrete el iii|puesto« 

ILa mercancía nacional no podrá ser so« 
|0ft^|l;i4a-á d^terwiiiada ruta, ni á inspec- 
ciéiii ó registro en los caminos, ni exigirse 
dociiiu.epto Qjical alguno para sa circula- 
«cióp interior* 

No gravarán lamercamáa extranjera con 
inayor cuota ^ue a^^eíla cuyo cobrolep lia^ 
ya sido consentido por la ley federal.'' (i) 

En el artículo primitivo se-dispuso que al año si- 
guiímte de propiulgada la Gonstítaci^n quedaran 
^Holíd^ 1^ alcabsíUs. (2) 
' B^espué^ fué reformado dos veces indicaudo una 

(ÍY Ultima reforma del artículo 124 de 26 d^ Noviem* 
bredel886. 

(2) Se llaman aai los derechos qae pagan lo» efeotot na** 
pioni^os j Axtnoijeros «n li^ A^iiauM inferiora §. 
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fecha determiziada para la abolición de ellas y por 
último lo lia sido tal como lo hemos insertado. 

Hasta fines del año pasado no ha podido cum- 
plirse con el precepto Constitucional, debido á la la- 
cha sostenida por la República contra los franceses, 
á sus numerosas disensiones interiores y al mal es- 
tado que generalmente ha guardado el Erario Fede- 
ral y los de los Estados. 

Mientras no reinara la paz en la Nación los Pode- 
res Federales tenían que procurarse el mayor núme- 
ro de recursos y no podían ocuparse de mejorar el 
sistema rentístico de la República, procurando co- 
mo últimamente lo han hecho, poner al comercio el 
menor número de restricciones, sustituyendo los im- 
puestos directos con los indirectos, fijando para to- 
da la República el máximum de ellos y concedien- 
do algunas franquicias á los efectos nacionales para 
facilitar por estos medios la circulación de mercan- 
cías y la compra y venta de ellas en el interior del 
p{^ así como su importación y exportación. 

El artículo constitucional reformado satisface en 
cuanto es posible estas condiciones económico po- 
líticas. 

151. — ^Artículo 125. — ^^Estnr^n 1»alP la in- 
npedíiitlft inspección 4e los poderes Federo- 
les los fuertes, cuarteles, almacenes de de- 
pósttos y demás edificios necesarios al go- 
bierno de la Unión." 

Toca comerlo hemos dicho ya, todo lo concernien- 
te al ejército permanente á los Poderes de la Unión, 
y por eso los fuertes^ cuarteles y demás edificios 
que juzgare necesarios para el mejor servicio de 
aquel, así como los destinados á Correos, iCasas de 
Moneds^, etc., estáh bajo su inmediata vigilancia.. 
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152.— -Como el pueblo mexicano por medio de sus 
delegados adoptó la forma dé República representa- 
tiva, democrática federal, los constituyentes declara- 
ron que: 

Artículo 126. — '^£sta Constitución, las le- 
yes del Congreso de la Unión que emanen 
de ella y todos los tratados becbos ó que se 
bicieren por el Presidente de la República, 
con aprobación del Congreso, serán la ley 
suprema de toda la Unión. Los Jueces de 
cada Estado se arreglarán á dicba Consti- 
tución, leyes y tratados á pesar de las dis- 
posiciones en contrario que pueda baber 
en las Constituciones ó leyes de los Está- 
dos." 

Dos ilustrados jurisconsultos, Macedo y Pardo, 
comentando este artículo dicen: <>De esta suerte 
*' quedó asegurada la supremacía de la ley de las le- 
*»yes. La primera de las obligaciones de un fúncio- 
*'nario público es la de observar y hacer guardaren 
"la órbita de sus atribuciones la ley fundamental; 
"si una secundaría ó local estuviere en pugna con 
"ella, podrá y aun deberá ser desobedecida, porque 
"esa desobediencia indica un respetuoso acatamien- 
Mto á la t/onstitüción. it 



TITULO SÉTIMO. 



PE LA UEFOBMA DE LA CONSTITUCIÓN. 

153.— Artículo 127. — ^^La presente Constitu- 
ción puede ser adicionada ó reformada. Pa- 
raque las adiciones ó reformas lleguená ser 
parte de la Constitución se requiere que 
el Congi'eso de la Unión, por el Toto de las 
dos terceras partes de sus indiTiduos pre-« 
sentes, acuerde las adiciones ó reformas, 
y que éstas sean aprobadas por la mayoría 
«^de las r«egislaturas de los Estados* El Con- 
greso de la Unión liara el cómputo de los 
Totos de las Legislaturas y la declaración 
de liaber sido aprobadas las adiciones ó re-** 
formas/' 

El mejor comentario á este artículo son las pala- 
bras siguientes del manifiesto dirigido al país por 
los constituyentes: 

**E1 Congreso sabe muy bien quiB en el siglo pre- 
»'sente no hay barrera que pueda mantener estacio- 
»'nario á un pueblo, que la corriente del espíritu no 
"se estanca, que las leyes inmutables sonfrágil valla- 
«'dar para el progreso de las sociedades, que es vana 
< I empresa querer legislar para las edades futuras y 
"que el género humano avanza día 4 día, necesitan- 
"do incesanlies innovaciones en su modo de ser po- 
"lítico y social. Por esto ha dejado ei^peclito el ca- 
rmino á la reforma del Código Político, sin más pre- 
"caucíón que la segurids^l de que los cambios sean 
"reclamados y aceptados por el pueblo, n 



TITULO OCTAVO. . 

DE-LA INVIOLABILIDAD DE LA CONSTITUCIÓN. 

154.— Artículo 128. — '' Esta Constitución 
no perderá su fuerza y Tigor aun cuando por 
alguna rebelión se interruntpa su obserran- 
cia* En caso de que por un trastorno pú- 
blico se establezca un Gobie|*no contrario 
á los principios que ella sanciona, tan lue- 
go como el pueblo recobre su libertad, se 
restablecerá su obserrancia, y con arreglo 
á ella y á las leyes que en su Tirtud se liu- 
bieren expedido» serán Juzgados así los que 
búbieren- figurado en el Gobierno eniana* * 
do de la rebelión, como los que ftiubieren 
cooperado á ésta*" 

"La declaración de la inviolabilidad de la Cons* 
"titución es el reconocimiento expreso y práctico 
"de la soberanía del pueblo, n 

"Consecuente consigo misma establece que con- 
"forme á sus preceptos y á las leyes que en su vir- 
"tud se hubieren expedido serán juzgados los reos 

"de rebelión y usurpación del poder público tt 

"No se alimenta la Constitución de venganzas y 
"tiranías: quiere que sus enemigos sean juzgados 
1 1 con arreglo á. las leyes que emanan de ella, cuyo 
iiprincipal objeto es salvar la libertad, la vida y los 
iiderechos del hombre. n (1) 



(1) Castillo VeUsco, obra citada. 

FIN. 
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FbÓlogo del Si. Lie Ignacio M. Altamirnuo. .. III 



V.— Cómo se . 
VI.— Sociedad. 

VIL— Gobierno - 

VIII.—Dereclio Constitucional 2 

IX.— Constituciúii ])olftica ; S 

S.— Nación ó Estado 2 

XI.— EepúblicB Mexicana 3 

XIL-Objeto de eKtc libro .V-. 2 

XIIL— Derechos dol hombre 2 

XIV.— Libertad. Su limite 3 

XV.— Igaaldad. Sun límites 8 

XVI.— Segaridail. Su límite 3 

XVn.-Propiedftd. Su límite 8 

XVIII.— Objeto (le la Constitución 3 

XIX.— Liiiiito del ejeroiciode nuestros dere- 



1. Teorías erróneas sobre Gobierno- -, 

278. Verdadera posición del hombro 

en sociedad 

Art. I?— 4. reconocida por los constituyentes.... 
S. Objeto del poder público. Reconoci- 
miento dolos derechos del hombre 

6- liasejobjeto délas institacionesso- 



7. Diíerencia entre estos derechos, y 

los cÍTÍIes y políticos " 6 

-8. Manera de hacer efectivo el recono- 
cimiento de los derechos delhombre... 6 

9. Modo do hacer efectivos estos dere- 
chos 6 

Art. S?— 10. Libertad del hombre 7 
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11, 12 y 13. Esclavitud. Su abolición. 

(Art. 16 de la Constitución) * 7 

Art. 3?— 14. Libertad de enseñanza 8 

15. Sus límites*-* *.* 9 

Art. 4?— 16. Libertad de profesiones, industrias, 
etc. Sus límites. Derecho de propiedad 

sobre el trabajo * 10 

17. Con qué condiciones puede detér- 

— ^minarse el límite de este dereclio 11 

Art. 5?— 18, Libertad de trabajo 11 

19. A nadie puede obligarse á trabad ^i^ 
contra su voluntad y sin retribución 11 

20. Por ningún motivo puede menos- 
cabarse ó perderse la libertad. Abolición 
de las órdenes monásticas. 

^ Errónea aplicación del artículo 59 ^^"--^ 

^ al contrato de matrimonio 14 ' 

{ Arts. 6? y 7?— 22. Manifestación libre de las ideas, 
libertad de imprenta. Límites de estas 

antías. Fuero de imprenta iss^f^ 15 

Art.. 8?^^^2írDereclio de petición. En matenas 
políticas sólo los ciudadanos pueden ejer- 
cerlo 17 

Art. 9?— 25. Derecho de asociación 18 

26. Límijtes de este derecho 19 

■Art. 10.— 27- Libertad de portar armas. Límite 

de esta libertad — — • Id 

Art. 11—28. Derecho de transitar libremente por 

* la República. Sus límites 20 

Art. 12.— 29. Igualdad de nacimiento. Abolición 

. de los títulos de nobleza 21 

30. Recompensas honoríñcas reconoci- 
das por la Constitución ..•• 22 

'Art. 13—31. Igualdad ante la ley. Leyes priva- 
tivas 22 

82. Tribunales especiales .....^ 28 

83. Fueros 28 

84. Goce de emolumentos 28 

Art. 14.— 85. Leyes retroactivas — 24 

86. Casos en que pueden aplicarse.... 24 

87. Exacta aplicación de las leyes*. .... 25 
Art. 15.— 88. Extradición. No pueden celebrarse 

tratados ó convenios que alteren las ga- 
rantías constítucionaleí? «*—•«. 25 
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Art. 16.^^. Seguridad, Propiedad 26 

Art. 17—40. Pnsión por deudas 27 

41. No se puede ejercer violencia para 

reclamar un derecho - 28 

* 42. Cómo administrarán justicia los tri- 
bunales 28 

43. Costas judiciales 28 

Art. 18.— 44. Prisión. Libertad bajo de fianza... 29 
Art. 19. —45. Detención. Auto motivado de pri- 
sión 30 

4C. Mal trato en la aprehensión ó pri- 
siones 81 

Art. 20.--47* Grarantías de todo acusado en un 

juicio criminal 31 

Art. 21.— 48. Aplicación de penas. >Correcciones 
. impuestas por la autoridad administra- 
tiva # 32 

Art. 22.— 49. Penas> condiciones que deben llenar 34 

60. Qué es la pena 34 

61. Abolición de las infamantes y tras- 
cendentales 35 

Art. ^23 — 62. Pena de muerte. Su aplicación sólo 

para determinados delitos ...... 85 

Art. ti, — 53. Juicios criminales. Ño se puede juz- 
gar á nadie dos veces por el mismoldelito. 57 

Art. 25.-64. Franquicias de que gózala corres- 
pondencia. Sus límites 88 

Art. 26.-65. Los militares sólo en tiempo de gue- 
rra, en los términos ^ue marque la ley, 
podrán exi^r alojamiento, bagage, etc. 30 

66. Funciones de la autoridad militar 
en tiempo de paz. Dónde pueden existir 
fortalezas, comandancias militares, etc., 
(art. 122) 40' 

Art. 27.-67. Propiedad. Expropiación por cau- 
sa de utilidad pública 40 

68. Las corporaciones no pueden tener 

ni administrar bienes raíces 41 

-69. Tampoco pueden adquirirlos 42 / 

Art.^íB.— 60 Abolición de Monopolios y Estan- 
co» — 48 

61. Acuñación de moneda, y Correos.. 44 

Art. 29.— 62. Suspensión de garantías. Por quién 

y Qon qué condiciones debe hac^r3e« ^ . . . 44 
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63. Misfón de la Dix)ataci6n permanen- 
te en caso de suspensión de garantías. .. 46 

64, Todo derecno implica una obliga- 
ción correspondiente , 47 

Seooián II^^De los mexiccmos. 

Art . 80. — 66. Quiénes son m exicanos 47 

Art. 81.— 66. Obligaciones de los mexicanos 48 

Art. 32.-67. Preferencias concedidas á los me- 
xicanos respecto de los.extraqjeros 48 

Sección IlL-^De los extranjeros. 

Art. 83.-68. Quiénes soil extraigeros. Sus obli- 
ciones. Cuándo pueden ser expulsado3 y 

por quién ^,^, 49 

6d¿ Leyes vigentes sobre extrapjería y 
naturalización 50 

Sección IV.-^De los duáadanos mexicanos. 

Artí 84.— 70. Quiénes son ciudadanos 61 

•Art. 86.— 71. Prerrogativas y obligaciones del 

ciudadano 61 

Arts. 83y 86.— 71. Prerrogativas y obligaciones 

del ciudadano 6d 

Art. 87.-72. Cuándo se pierde la calidad de ciu- 
dadano 52 

Art. 88.->78. Casos y forma en que se pierde.. 

Behabilitacióh 58 

Título Segundo — Sección I.— De la sóberania nacional 

y forma de gobierno. * 

Art. 89.-74. Soberanía nacional 64 

Art. -fi).— 75. Forma de gobierno ^.... 64 

Art. 41.— 76. Cómo se ejerce la soberanía nacio- 
nal 56 

Sección IL^De las partes integrantes de la Federación 

y del territorio na^onal. 

Art. 42.-77. Territorio nacional 57 

Arts. 48, 44, 46, 46, 47 y 48.— 78. Partes integrantes 

de la Federación ..••«•- 57 
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Art. 49.-79. Pueblos quo se agredan 6 segi^gan 
de algunas de las partes integrantes de 

la Federación 59 

80. Distríto Federal 59 

Título tercero^-^De la dimsión depoderes^ 

Art. 50.— 81. División de Poderes *.-..• . •. 60 

Sección L — Bel poder legislativo» 
Art . 51—83. Poder legislativo. Su división. .. 61 

Fárrafo^I.—JDe la elección é instalación del Congreso» 

Art. 52.-83. Cámara de Diputados 62 

A rts 58, 54 y 55 — 84 S u lí onj bramiento y elección. 63 

Art. 56 — 85. Kequiíáitos para ser diputado 64 

Arta 57 y 68. — 86 .Incorapatibiliduaesde los ear- 
gos de Diputado ó Senador con otros car- 
gos ó comisiones (Fracción A). Elección 

de Senadores. • ñ'^ 

Fracción B. Manera de renovar el Senado . . 65 
Fracción C Requisito para ser Senador... 66 
Arte.. 59 y 60.— 87.. Inviolabilidad de Diputtulos y 
Senadores. Calificación de sus eleccio- 
nes.* 67 

Art. 61.— 88. Quorum en cada una de las Cáma- 

. ras ..--> --— .* 68 

Art. 63.-89- Períodos de sesiones 68 

Arts. 63 y 64.— SO. Asistencia del Presidente á la 

apertura de Sesiones. Leyes y decretos. 69 

JPá)irafo'JL Ufe la iniciatl'Oa y forínación ds 
' - las leyes. 

Art. 65.— 91. Quiéaes pueden Iniciar las leyes... 70 

Art. 66.- 93.. Trámites de las iniciativas ..- 71 

Art. 67.- 92. Proyectos de leyes ó decretos 71 

Art. 68.-93. Destino del 3" período de sesiones. 

Presupuestos 71 

Art. 69.-94. Presupuestos. Cuentas del ^ecu- 

. tiyo.-— . .-— 79 

Art. .70.— 95* . J'ormación de leyes y decretos .... 78 
Art. 71. Fraccioues^,i^, 6',i>, JSyi^.— 96. Fbr- 

U 
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inaei<kiy interpretación y refonna de le- 
yes y decretos * - 74 • 

Fracción ¿r.—liesidencia de las Cámaras. 7G 
. Fracción ií*— Objeto de las sesiones ex- 
traordinarias.— 77 

97. Ingerencia del Ejecutivo en la for- 
mación de leyes. Casos en que no inter- 
viene en las resoluciones de las Cáma- 
ras 77 

Art. 72.-98. Facultades del Congrefw> Greneral- 78 
99. Por qué se conceden estas faculta- 

' des á las dos Cámaras i &í 

Fracción A. Incisos I y II. 100.— Faculta- 
cíes exclusivas de la Cámara de Diputa- 
dos 81 

Incisos in, IV, V y VI.- 101. Id., id , id. 85 
Fracción B. Incisos I y II.— 103. Id., id , 

del Senado 86 

Incisos III, IV, V, VI y VIL- 108. Id., 

id, id 87 

104. Qué facultades se conceden al 
C(H>gre8o General, cuáles á la Cámara 
de Diputados y cuáles á la do Sonadores. 8í) 
•Fracci(Mi O. 106.— Qué puede hacer cada 
Cámara sin intervención <le la otra ..•••• 90 

Fdrrafo 1 V>^Dela Diputación perTMtnentc^ 

Art. 78.— 100. Diput-acién ijermanente 91 

Art. 74.— 107 y 108. Sus atribuciones 91 

Becdon ll^r-Dd Poder líjecutwo. 

Arta. 75 T 78.^109. Poder £;}eeiillivo. Ea quién se 

deposita. Elección de Presidente 03 

Art. 77.— XlO. Requisitos para ser Presidente de 

la Ropúbíioa -^. 9i 

Art. 78.— 111. Reelección del Presidente, tiempo 

que dura en su cargo — . 94 

lis. Artículo primitivo, bus reformas. .. 95 

Art. 79í— 118. Vicepresidente de la República; 
quiénes y con qué condicífmes pueden 

serlo-y como suplen ol-Presidento 07 

, 114» Id*, IQ., iu ■•«••«.«wWto«« •»••• ■••••• 97 
115. Id-, id., íd—..,^-'**. 98 



151 

Art. 80.— ÍIO. Manei-a de contar el peiíodo ni 

i^Qvamente electo en caso áe falta at- 

eoJntn ilel Pieeiiléutc de la Itepdblica — 90 

Art.81.— IIT. Keuunciadel Presidente lOO 

Alt. 83.— 117- Manera de proceder cuando no es- 

tA liccUá la eleceiuQ de Presidente para 

el 1? de Dkieiulire-, .».>^... 101 

Art., 83,— lie. Protesta del Presidente Ti... lOt 

Art. 84.— 119. Separación del Presidente del lu- 

^rdosu i-Gsidencia. 103 

Art. 65. Fracciones I, II, III, IV y V.-120. Fa- 

cnltndes y oUifraciones del Presidente. 103 
Frnccioues VI, VZT, VIII y IX.-:31. Id., 

id., id - 104 

Fracciones X y XI -1S2 Td_ id., id 105 

Fracciones XII, XIII, XIV y XV.— 123- 

Id., id, id... im 

Fraucción XVI.— 134. Id-, id., id lOfl 

Art 80—135. Secretarios de Balado 107 

Art. 87-— 136. Ucquisitos para ser Secretario de 

EstAdo IOS 

Art- 88 —127- Obligaciones de los Secretarios do 

Estado 108 

Art. 8fl.-ld., id., id , 109 

SeccUn Ill—Del Poder Judicial. 

Art. 00.-! "iiiliv Jiíi'iirial, su ÍM-mación, re- 
^lagistrado, y su diira- 

ion 

Art-Ol-jii. i. 109 

Art. -Ua -1.1 , »1., 1.1 109 

Art. Oa.-ia.. ¡d-, iil 109 

Art. 04.— Id-, id., id ItO 

Art. 95— Id., id., id 110 

Art. flS.— Id-, id-, id ,110 

Axt fl?. — 130 Competencia do ios tribunales de 

la FcderaciiSu -— — 111 

Art-W— Id.,id-, id lU 

Art. W -Id-, id., id 112 

Art 100.— Id-, id., id 112 

130. Orgranizaciún del Poder Jndicíal. 
Parte meramente jurídica de la Consti- 
tución 113 
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Art 101.— Í81. Juicio de amparo 114 

Ayt 103—131. Procedimientos en ese juicio.... 115 

' lífulo cuarto — i)e la responsabilidad de los 
funcionarios públicos» 

Art I08.~18» HeBpOQsabiUdad de los Senadoras, 
Dipiitados, Presidente de la República, 
Magistrados de la Suprema Corte, Secre • 
* tários del Despacho y G obernadores de los 
. .Estados Cuándo gozan de fuero Cons- 
titucional 116 

188. Razones en qne'se funda el artícu- 
lo. Fuero constitucional 117 

Arts. 104 y 105. 7-134. Procedimiento que se sigue 
en estos juicios. Delitos políticos y deli- 
tos comunes. JiUado de acusación y ju- 
rado de sentencia 118 

Art. 106 —135. No se puede otorgar indulto de 

penas impuestas por delitos oficiales . . — 121 

Arts. 107 y 108 —136. Tiempo durante el que pue- 
de exigirse á los funcionarios la respon- 
sabilidad Prescripción de la acción pe- 
nal- En demandas del orden civil no 
existen fueros 131 

Titulo quinto.-^De los Estados de la Federa^n» 

Art- 109 —137. Forma de gobierno para los Esta- 
dos. Elección de sus Gobernadores 123 

Art. 110.-^138. Arreglo de límites entre los Es- 
tados • •, 124 

Art. 111 -*189. Prohibiciones absolutas hedías á 

los Estados. HAzones.en que se fundan. 124 

Art. 113—140. Proldbiciones condicionales ó re- 
lativas heohas á los mismos. Causas que 
las motivan 126 

Arta. 113 y 114.— 141. Obligaciones de los Estados 

y de sus Gobernadores 128 

Art. 115 — 1 43 Cada Estado dará entera fe y cré- 
dito á los actos públicos de todos los otros. 
El Congreso reglamentará la manera de 
hacerlo.*.... , 129 

Art. 116.— 143. Deberes de los Poderes de la 
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UiiiÓTi para con los Estados. Por qué la 
in^rerencia de aquellos no implica un 
ataque á la soberanía de estos 180 

Título sexto. -^Prevenciones generales. 

Art. U7.--144* Las facultades que no concede 
. ..expresamente la Constitución ala Fede- 
ración se entienden reservadas á los Es- 
tados. Necesidad y dificultades de lle- 
var á cabo esta pi-escripción '31 

Art. 118. —145. Imposibilidad de desempeñar á 
la vez dos cargos de la Unión de elección 
popular 133 

Arts 119 y 180.— 146. Condiciones con que debe el 
Gobierno verificar los pagos. Los fun- 
cionarios públicos recibirán una com- 
pensación por sus servicios, que no pue- 
de ser aumentada ó disminuida sino en 
determinadas condiciones 133 

Arts. 121 y 12¿.~147. Los ñmcion arios públicos 

Ítrotestarán guardar la Constitución y 
as leyes que de ella emanen. Las auto- 
ridades militares no pueden ejercer más 
funciones que las que tengan exacta co- 
nexión con la disciplina militar 135 

Art. 123.— 148 Ingerencia de los Poderes Fede- 
rales en materia de c^o. Hazones his- 
tóricas y políticas de esta ingerencia.. 

Arts. 1?, 2? y 4v de las Adiciones y Reformas dc^ 
25 de Setiembre de 1873. 

140. Leyes de Reforma. Independencia 
de la Iglesia y el Estado. Su razón de 
ser. Sus c on secuencias .«*>■; ^>* ^*^.^» » -^g.»*- 
k — 100. Ab t n ición de las alcabalas. Dere- 
chos que puede imponer el Gobierno de 
la Unión. Derechos que pueden impo- 
ner los Estados á los efectos nacionales 
y extranjeros que por ellos transitaren. 139 

Art. 125.— 151. Los fuertes, cuarteles y demás 
edificios necesarios al Gobierno de la 
Unión estarán bajo su inmediata vigi- 
lancia.— - 141 

Art. 126.— 152. Supremacía de la Constitución so- 
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